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TEMA 14 

 

 REAL DECRETO LEGISLATIVO 5/2015, DE 30 DE OCTUBRE, POR EL QUE SE APRUEBA 
EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTATUTO BÁSICO DEL EMPLEADO PÚBLICO. 

Artículo 47 bis. Teletrabajo 

1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la 
que el contenido competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las 
necesidades del servicio lo permitan, fuera de las dependencias de la Administración, 
mediante el uso de tecnologías de la información y comunicación. 

2. La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente autorizada y 
será compatible con la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y 
reversible salvo en supuestos excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los 
términos de las normas que se dicten en desarrollo de este Estatuto, que serán objeto de 
negociación colectiva en el ámbito correspondiente y contemplarán criterios objetivos en 
el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. 

El teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo a través de la 
identificación de objetivos y la evaluación de su cumplimiento. 

3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y 
derechos, individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que el resto del 
personal que preste sus servicios en modalidad presencial, incluyendo la normativa de 
prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo aquellos que sean inherentes 
a la realización de la prestación del servicio de manera presencial. 

4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta 
modalidad, los medios tecnológicos necesarios para su actividad. 

5. El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se regirá, en materia de 
teletrabajo, por lo previsto en el presente Estatuto y por sus normas de desarrollo. 

Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos. 

Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos: 

a) Por fallecimiento, accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención 
quirúrgica sin hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar dentro 
del primer grado de consanguinidad o afinidad, tres días hábiles cuando el suceso se 
produzca en la misma localidad, y cinco días hábiles cuando sea en distinta localidad. 

Cuando se trate del fallecimiento, accidente o enfermedad graves, hospitalización o 
intervención quirúrgica sin hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un 
familiar dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de dos 
días hábiles cuando se produzca en la misma localidad y de cuatro días hábiles cuando 
sea en distinta localidad. 

[…] Resto se mantiene igual 

f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrán derecho a una hora de ausencia 
del trabajo que podrá dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una 
reducción de la jornada normal en media hora al inicio y al final de la jornada, o en una 
hora al inicio o al final de la jornada, con la misma finalidad. 
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El permiso contemplado en este apartado constituye un derecho individual de los 
funcionarios, sin que pueda transferirse su ejercicio al otro progenitor, adoptante, 
guardador o acogedor. 

Se podrá solicitar la sustitución del tiempo de lactancia por un permiso retribuido que 
acumule en jornadas completas el tiempo correspondiente. Esta modalidad se podrá 
disfrutar únicamente a partir de la finalización del permiso por nacimiento, adopción, 
guarda, acogimiento o del progenitor diferente de la madre biológica respectivo. 

Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto, adopción, 
guarda con fines de adopción o acogimiento múltiple. 

Artículo 49. Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, por 
razón de violencia de género y para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos. 

En todo caso se concederán los siguientes permisos con las correspondientes condiciones 
mínimas: 

[…] 

b) Permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, o acogimiento, tanto temporal 
como permanente: tendrá una duración de dieciséis semanas. Seis semanas deberán 
disfrutarse a jornada completa de forma obligatoria e ininterrumpida inmediatamente 
después de la resolución judicial por la que se constituye la adopción o bien de la 
decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento. 

En el caso de que ambos progenitores trabajen y transcurridas las seis primeras semanas 
de descanso obligatorio, el período de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo de 
manera interrumpida y ejercitarse desde la finalización del descanso obligatorio 
posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien desde el 
nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la 
adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de 
acogimiento. En el caso del disfrute interrumpido se requerirá, para cada período de 
disfrute, un preaviso de al menos 15 días y se realizará por semanas completas. 

Este permiso se ampliará en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del menor 
adoptado o acogido y por cada hijo o hija, a partir del segundo, en los supuestos de 
adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiple, una para cada uno de 
los progenitores. 

El cómputo del plazo se contará a elección del progenitor, a partir de la decisión 
administrativa de guarda con fines de adopción o acogimiento, o a partir de la 
resolución judicial por la que se constituya la adopción sin que en ningún caso un mismo 
menor pueda dar derecho a varios periodos de disfrute de este permiso. 

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las 
necesidades de servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se 
determine, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo. 

Si fuera necesario el desplazamiento previo de los progenitores al país de origen del 
adoptado, en los casos de adopción o acogimiento internacional, se tendrá derecho, 
además, a un permiso de hasta dos meses de duración, percibiendo durante este 
periodo exclusivamente las retribuciones básicas. 

Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el párrafo anterior y 
para el supuesto contemplado en dicho párrafo, el permiso por adopción, guarda con 
fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, podrá iniciarse 
hasta cuatro semanas antes de la resolución judicial por la que se constituya la adopción 
o la decisión administrativa o judicial de acogimiento. 
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Durante el disfrute de este permiso se podrá participar en los cursos de formación que 
convoque la Administración. 

Los supuestos de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal 
como permanente, previstos en este artículo serán los que así se establezcan en el 
Código Civil o en las leyes civiles de las comunidades autónomas que los regulen, 
debiendo tener el acogimiento temporal una duración no inferior a un año. 

c) Permiso del progenitor diferente de la madre biológica por nacimiento, guarda con fines 
de adopción, acogimiento o adopción de un hijo o hija: tendrá una duración de dieciséis 
semanas de las cuales las seis semanas inmediatas posteriores al hecho causante serán 
en todo caso de descanso obligatorio. Este permiso se ampliará en dos semanas más, 
una para cada uno de los progenitores, en el supuesto de discapacidad del hijo o hija, y 
por cada hijo o hija a partir del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, 
guarda con fines de adopción o acogimiento múltiples, a disfrutar a partir de la fecha del 
nacimiento, de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o 
acogimiento, o de la resolución judicial por la que se constituya la adopción. 

Este permiso podrá distribuirse por el progenitor que vaya a disfrutar del mismo 
siempre que las seis primeras semanas sean ininterrumpidas e inmediatamente 
posteriores a la fecha del nacimiento, de la decisión judicial de guarda con fines de 
adopción o acogimiento o decisión judicial por la que se constituya la adopción. 

En el caso de que ambos progenitores trabajen y transcurridas las seis primeras 
semanas, el período de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo de manera 
interrumpida dentro de los doce meses a contar o bien desde el nacimiento del hijo o 
hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o bien de la 
decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento. En el caso del 
disfrute interrumpido se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso de al 
menos quince días y se realizará por semanas completas. 

En el caso de que se optara por el disfrute del presente permiso con posterioridad a la 
semana dieciséis del permiso por nacimiento, si el progenitor que disfruta de este último 
permiso hubiere solicitado la acumulación del tiempo de lactancia de un hijo menor de 
doce meses en jornadas completas del apartado f) del artículo 48, será a la finalización 
de ese período cuando se dará inicio al cómputo de las diez semanas restantes del 
permiso del progenitor diferente de la madre biológica. 

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las 
necesidades del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se 
determinen, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo. 

En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el 
neonato deba permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se 
ampliará en tantos días como el neonato se encuentre hospitalizado, con un máximo de 
trece semanas adicionales. 

En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el periodo de duración del permiso no se 
verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de descanso obligatorio se 
solicite la reincorporación al puesto de trabajo. 

Durante el disfrute de este permiso, transcurridas las seis primeras semanas 
ininterrumpidas e inmediatamente posteriores a la fecha del nacimiento, se podrá 
participar en los cursos de formación que convoque la Administración. 

En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el 
disfrute de estos permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, 
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garantizándose la plenitud de derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del 
otro progenitor funcionario, durante todo el periodo de duración del permiso, y, en su 
caso, durante los periodos posteriores al disfrute de este, si de acuerdo con la normativa 
aplicable, el derecho a percibir algún concepto retributivo se determina en función del 
periodo de disfrute del permiso. 

Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por nacimiento, adopción, guarda 
con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, tendrán 
derecho, una vez finalizado el periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto de trabajo 
en términos y condiciones que no les resulten menos favorables al disfrute del permiso, 
así como a beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que 
hubieran podido tener derecho durante su ausencia. 

[…] 

Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos. 

[…] 

3. El período de vacaciones anuales retribuidas de los funcionarios públicos no puede ser 
sustituido por una cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá garantizarse 
en todo caso el disfrute de las vacaciones devengadas. 

No obstante lo anterior, en los casos de conclusión de la relación de servicios de los 
funcionarios públicos por causas ajenas a la voluntad de estos, tendrán derecho a solicitar el 
abono de una compensación económica por las vacaciones devengadas y no disfrutadas; y en 
particular, en los casos de jubilación por incapacidad permanente o por fallecimiento, hasta un 
máximo de dieciocho meses. 

 

 REAL DECRETO LEGISLATIVO 8/2015, DE 30 DE OCTUBRE, POR EL QUE SE APRUEBA 
EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL. 

Artículo 42. Acción protectora del sistema de la Seguridad Social. (Se modifica la letra c) del 
apartado 1) 

c) Las prestaciones económicas en las situaciones de incapacidad temporal; nacimiento y 
cuidado de menor; riesgo durante el embarazo; riesgo durante la lactancia natural; 
ejercicio corresponsable del cuidado del lactante; cuidado de menores afectados por 
cáncer u otra enfermedad grave; incapacidad permanente contributiva e invalidez no 
contributiva; jubilación, en sus modalidades contributiva y no contributiva; desempleo, 
en sus niveles contributivo y asistencial; protección por cese de actividad; pensión de 
viudedad; prestación temporal de viudedad; pensión de orfandad; prestación de 
orfandad; pensión en favor de familiares; subsidio en favor de familiares; auxilio por 
defunción; indemnización en caso de muerte por accidente de trabajo o enfermedad 
profesional; ingreso mínimo vital, así como las que se otorguen en las contingencias y 
situaciones especiales que reglamentariamente se determinen por real decreto, a 
propuesta del titular del Ministerio competente. 

 

5.4.2.4. COTIZACIÓN MUFACE 

COTIZACIÓN 

La cotización se determina aplicando un tipo fijado anualmente en la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado a la base de cotización, que es igual al haber regulador que en cada 
momento esté establecido a efectos de cotización de Derechos Pasivos. 
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La cuota mensual se obtiene multiplicando la base de cotización anual por el tipo y dividiendo 
el resultado entre 14. Se abonará una cuota doble en los meses de junio y diciembre. 

La cuota mensual para 2021, según el grupo/subgrupo funcionarial al que pertenezca el 
mutualista, oscila entre 49,43 y 20,16 € (art. 120 de la Ley 11/2020, de 30 de  diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2021). 

 

SUSPENSIÓN DE LA COTIZACIÓN 

Se suspende la obligación de cotizar de los afiliados obligatorios durante: 

 El disfrute de licencias por asuntos propios. 

 La situación de suspensión firme. 

Las cotizaciones de los mutualistas obligatorios por los periodos anteriormente señalados se 
realizarán desde la fecha en que se comience de nuevo a acreditarles retribuciones, 
descontándose mensualmente, hasta la total extinción del débito, una cuota corriente y otra 
atrasada. En el supuesto de que desde estas situaciones pasen a excedencia voluntaria, o 
cualquier otra situación o condición que no conlleve la obligación de cotizar, deberán ingresar 
las cotizaciones adeudadas. 

 

EXENCIÓN DE LA OBLIGACIÓN DE COTIZAR 

Quedan exentos de la obligación de cotizar los mutualistas obligatorios jubilados cualquiera 
que sea la situación administrativa en que previamente se encontraran, así como los 
mutualistas que se encuentren en situación de excedencia voluntaria para atender al cuidado 
de hijos o familiares. 

 

COTIZACIONES A MUFACE – EJERCICIO 2021 

De acuerdo con el apartado cuarto del artículo 120 de la  LPGE ,  durante el año 2021 el 
importe de la cuota correspondiente a las mutualidades generales de funcionarios, respecto 
del personal incluido en el ámbito del Régimen Especial de Funcionarios Civiles del Estado, se 
determinará mediante la aplicación del tipo porcentual del 1,69 por ciento, respectivamente, 
sobre los haberes reguladores establecidos para el año 2020 a efectos de cotización de 
derechos pasivos, incrementados en un 0,9 por ciento, y que se consignan a continuación 

Mutualistas obligatorios (cuota mensual) 

GRUPO HABER REGULADOR (1) CUOTA ACTIVO (1,69%) 

A1 40.950,41 49,43 

A2 32.229,00 38,91 

B 28.221,71 34,06 

C1 24.752,41 29,88 

C2 19.583,28 23,64 

E 16.696,29 20,16 

(1) Para el año 2021 se mantienen los mismos haberes reguladores de 2020 incrementados en 
un 0,9% 
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Mutualistas voluntarios y otras situaciones especiales (Cuotas trimestrales) 

GRUPO HABER REGULADOR (1) MUTUALISTAS VOLUNTARIOS (2) 
ACTIVOS Y 

ASIMILADOS 

A1 40.950,41 592,76 173,02 

A2 32.229,00 466,51 136,17 

B 28.221,71 408,51 119,24 

C1 24.752,41 358,29 104,58 

C2 19.583,28 283,47 82,74 

E 16.696,29 241,68 70,54 

1) Para el año 2021 se mantienen los mismos haberes reguladores de 2020 incrementados en 
un 0,9% 

(2) TIPO COTIZACION: 5,79% 

APORTACION DEL ESTADO 4,10% (Solo para los mutualistas voluntarios) 

GRUPO HABER REGULADOR CUOTA 

A1 40.585,14 118,86 

A2 31.941,53 93,54 

B 27.969,98 81,91 

C1 24.631,63 71,84 

C2 19.408,60 56,84 

E 16.547,36 48,46 

 

MUTUALISTAS EN SITUACIÓN DE SERVICIOS ESPECIALES 

Conservan la condición de mutualistas en alta obligatoria, con los mismos derechos y 
obligaciones que en la situación de servicio activo, los funcionarios que pasen a la situación de 
servicios especiales, salvo aquellos que ejerciten el derecho de transferencia establecido en el 
Estatuto de los Funcionarios de las Comunidades Europeas, y los funcionarios que presten 
servicios como personal de la Unión Europea y estén acogidos obligatoriamente a su régimen 
de previsión, quedando sujetos al siguiente régimen de cotización: 

 Su cotización se practicará a través de las habilitaciones u oficinas pagadoras de los 
puestos de trabajo o cargo efectivo que desempeñen los funcionarios en esta situación 
administrativa, que son las que tienen que detraer la cuota de la retribución. En el caso 
de que a estos funcionarios no se les detraiga por el sistema anteriormente indicado, la 
retención se practicará por la habilitación u oficina pagadora de origen con cargo a los 
correspondientes trienios, si los percibe en cuantía suficiente. 

 Únicamente en el caso de que el importe de la cotización no pueda ser detraída 
conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, el pago de la cuota se realizará mediante 
la emisión trimestral de adeudos bancarios que en los primeros días del mes siguiente al 
periodo trimestral que corresponda, se le pasarán al cobro a la Entidad Bancaria que 
figure en el impreso Orden de domiciliación de Adeudo directo SEPA (Abre en nueva 
ventana) y que deberá ser cumplimentado y firmado por el interesado. 
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MUTUALISTAS VOLUNTARIOS 

Los funcionarios que pasen a la situación de excedencia voluntaria  ejerzan el derecho de 
opción para solicitar el mantenimiento facultativo de alta como mutualistas voluntarios de 
MUFACE, están obligados a cotizar mientras mantengan la situación de alta voluntaria. 

La cuota que deben abonar incluirá la cotización correspondiente al mutualista en función del 
grupo al que pertenezca y la aportación del Estado. Ambas cuantías se fijarán anualmente de 
acuerdo con la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

El régimen de cotización al que están sometidos estos mutualistas es el regulado en el artículo 
28 y siguientes del referido Reglamento General del Mutualismo, consistente en la emisión 
trimestral de adeudos bancarios que en los primeros días del mes siguiente al periodo 
trimestral que corresponda, se le pasara al cobro a la Entidad Bancaria que figure en el 
impreso Orden de domiciliación de Adeudo directo SEPA (Abre en nueva ventana) y que 
deberá ser cumplimentado y firmado por el interesado. 

 

5.6. JUBILACIÓN ORDINARIA. RÉGIMEN GÉNERAL 

Mantenimiento transitorio del complemento por maternidad: 

Las personas que, el 4-2-2021, estuvieran percibiendo el complemento por maternidad por 
aportación demográfica, mantendrán su percibo. 

La percepción del complemento de maternidad será incompatible con el nuevo complemento 
de pensiones contributivas para la reducción de la brecha de género, pudiendo las personas 
interesadas optar entre uno u otro. 

Si el otro progenitor de alguno de los hijos o hijas que dio derecho al complemento de 
maternidad, solicita el complemento de pensiones contributivas y le corresponde percibirlo, la 
cuantía mensual que se reconozca se deducirá del complemento por maternidad, con efectos 
económicos desde el primer día del mes siguiente al de la resolución, siempre que la misma se 
dicte dentro de los seis meses siguientes a la solicitud o, en su caso, al reconocimiento de la 
pensión que la cause; pasado dicho plazo, los efectos se producirán desde el primer día del 
séptimo mes siguiente a esta. 

Complemento para la reducción de la brecha de género 

El complemento de pensiones contributivas para la reducción de la brecha de género, 
sustituye el complemento por maternidad por aportación demográfica por un complemento 
dirigido a la reducción de la brecha de género, con el que  se persigue reparar el perjuicio que 
han sufrido a lo largo de su carrera profesional las mujeres por asumir un papel principal en la 
tarea de los cuidados de los hijos que se proyecta en el ámbito de las pensiones. 

 

TEMA 15 

 

 LEY 47/2003, DE 26 DE NOVIEMBRE, GENERAL PRESUPUESTARIA 

Artículo 2. Sector público estatal (Se añade el ordinal 3º a la letra a) del apartado 2) 

3º. Agencias Estatales. 

Artículo 37. Remisión a las Cortes Generales (Se modifica el apartado 2) 

2. Al proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado se acompañará la siguiente 
documentación complementaria: 
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a) Las memorias descriptivas de los programas de gasto y sus objetivos anuales. 

b) El informe de impacto de género. 

c) El informe del impacto en la infancia, en la adolescencia y en la familia. 

d) El informe de alineamiento de los Presupuestos Generales del Estado con los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030. 

e) Un anexo con el desarrollo económico de los créditos, por centros gestores de gasto. 

f) Un anexo, de carácter plurianual de los proyectos de inversión pública, que incluirá 
su clasificación territorial. 

g) La liquidación de los presupuestos del año anterior y un avance de la liquidación del 
ejercicio corriente. 

h) Las cuentas y balances de la Seguridad Social del año anterior. 

i) Los estados consolidados de los presupuestos. 

j) Un informe económico y financiero, que incluirá una explicación de los contenidos de 
cada presupuesto, con especificación de las principales modificaciones que 
presenten en relación con los vigentes. 

k) Una memoria de los beneficios fiscales. 

Artículo 38. Prórroga de los Presupuestos Generales del Estado (nueva redacción). 

1. Si la Ley de Presupuestos Generales del Estado no se aprobara antes del primer día del 
ejercicio económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los 
presupuestos iniciales del ejercicio anterior hasta la aprobación y publicación de los 
nuevos en el ‘‘Boletín Oficial del Estado’’. 

2. La prórroga no afectará a los créditos para gastos correspondientes a programas o 
actuaciones que terminen en el ejercicio cuyos presupuestos se prorrogan o para 
obligaciones que se extingan en el mismo. 

3. La estructura orgánica del presupuesto prorrogado se adaptará, sin alteración de la 
cuantía total, a la organización administrativa en vigor en el ejercicio en que el 
presupuesto deba ejecutarse. 

4. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Hacienda, acordará los criterios 
para instrumentar la aplicación de los apartados anteriores. 

Artículo 54. Créditos ampliables (nueva redacción al apartado 2.a) y se añade la letra h) al 
apartado 2). 

a) Los destinados al pago de pensiones de todo tipo; prestaciones por incapacidad 
temporal; protección a la familia; nacimiento y cuidado de menor y riesgos durante el 
embarazo y la lactancia natural; cuidado de menores afectados por cáncer u otra 
enfermedad grave; ingreso mínimo vital; así como las entregas únicas, siempre que se 
encuentren legal o reglamentariamente establecidas y sea obligatorio y no graciable su 
pago por parte de la Seguridad Social y su cuantía esté objetivamente determinada 

h) Los destinados al sistema de protección por cese de actividad. 

Artículo 58. Incorporaciones de crédito 

Se deja sin efecto lo previsto en la letra b), durante la vigencia de los presupuestos generales 
del Estado para el año 2021 

Artículo 66. Tramitación (Se modifican los apartados 2 y 3) 

2. No están obligados a presentar el programa de actuación plurianual aquellas sociedades 
mercantiles estatales que, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación mercantil vigente, 
puedan formular balance, estados de cambios en el patrimonio neto y memoria 
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abreviados, salvo que reciban con cargo a los Presupuestos Generales del Estado 
subvenciones de explotación o capital u otra aportación de cualquier naturaleza. Tampoco 
tendrán que presentar el programa de actuación plurianual las fundaciones del sector 
público estatal, las sociedades mercantiles estatales, con forma de sociedad anónima, 
cuyas acciones estén admitidas a negociación en un mercado secundario oficial de valores 
y las entidades tenedoras de las acciones. 

3. Las entidades públicas empresariales y otras entidades del sector público estatal, incluidas 
las sociedades mercantiles estatales, sometidas a la normativa mercantil en materia 
contable, que, ejerciendo el control sobre otras entidades sometidas a dicha normativa, 
formen un grupo de acuerdo con los criterios previstos en el artículo 42.1 del Código de 
Comercio, podrán presentar sus presupuestos de explotación y de capital y, en su caso, 
sus programas de actuación plurianual de forma consolidada con las entidades que lo 
integran, relacionando las entidades objeto de presentación consolidada. Esta norma no 
se aplicará a aquellas sociedades mercantiles estatales que, a su vez, estén participadas 
mayoritariamente, de forma directa o indirecta, por otra entidad que deba elaborar los 
presupuestos de explotación y de capital. 

No están obligados a presentar el programa de actuación plurianual de forma consolidada 
en el caso de que alguna de las sociedades del grupo tenga la consideración de sociedad 
mercantil estatal, con forma de sociedad anónima, cuyas acciones estén admitidas a 
negociación en un mercado secundario oficial de valores. 

Deberán presentar, en todo caso, el presupuesto de explotación y de capital y, en su caso, 
el programa de actuación plurianual de forma individualizada, las entidades públicas 
empresariales, salvo las que sean tenedoras de acciones de sociedades mercantiles 
estatales, con forma de sociedad anónima, cuyas acciones estén admitidas a negociación 
en un mercado secundario oficial de valores, así como las fundaciones del sector público 
estatal, y las sociedades mercantiles estatales que soliciten con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado subvenciones de explotación o capital u otra aportación de 
cualquier naturaleza. 

Artículo 74. Competencias en materia de gestión de gastos (Se modifica el apartado 5). 

5. Los órganos de los departamentos ministeriales, de sus organismos autónomos y de las 
entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, competentes para la 
suscripción de convenios o contratos-programa con otras Administraciones públicas o con 
entidades públicas o privadas, necesitarán autorización del Consejo de Ministros cuando 
el importe del gasto que de aquellos se derive sea superior a doce millones de euros. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no resultará de aplicación a los convenios que 
formalicen los compromisos financieros de créditos gestionados por las Comunidades 
Autónomas de conformidad con el artículo 86 de esta Ley. 

Asimismo, las modificaciones de convenios o contratos-programa autorizados por el 
Consejo de Ministros conforme a lo dispuesto en el párrafo primero anterior, requerirán 
la autorización del mismo órgano cuando impliquen una alteración del importe global del 
gasto, del concreto destino del mismo o, en su caso, de los calendarios que se hubiesen 
establecido para la amortización o devolución de activos financieros. 

También requerirán la previa autorización del Consejo de Ministros a que hace referencia 
el presente artículo aquellos acuerdos que tengan por objeto la resolución de convenios o 
contratos-programa cuya suscripción o modificación hubiera sido autorizada por dicho 
órgano conforme a lo dispuesto en los párrafos anteriores, con independencia del 
momento en que dichos negocios jurídicos hubieran sido suscritos. 
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La autorización del Consejo de Ministros implicará la aprobación del gasto que se derive 
del convenio o contrato-programa. 

Con carácter previo a la suscripción de cualquier convenio o contrato-programa se 
tramitará el oportuno expediente de gasto, en el cual figurará el importe máximo de las 
obligaciones a adquirir, y en el caso de que se trate de gastos de carácter plurianual, la 
correspondiente distribución por anualidades. En los supuestos en que, conforme a los 
párrafos anteriores, resulte preceptiva la autorización del Consejo de Ministros, la 
tramitación del expediente de gasto se llevará a cabo antes de la elevación del asunto a 
dicho órgano. 

Artículo 79. Pagos a justificar (Se modifica el apartado 3) 

3. De acuerdo con lo establecido en el artículo 49 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, con cargo a todos los libramientos a justificar, exclusivamente se 
podrán imputar las obligaciones derivadas de las actuaciones realizadas y exigibles en el 
ejercicio presupuestario al que corresponde el libramiento aprobado. No obstante el 
Consejo de Ministros podrá acordar que, con los fondos librados a justificar para gastos en 
el extranjero imputados a un presupuesto, sean atendidos gastos realizados en el ejercicio 
siguiente, si ello fuese considerado relevante para el interés general. 

A estos efectos, será obligatorio que en todas las propuestas de pago a justificar, 
cualquiera que sea su finalidad, se incluya un calendario de las actuaciones que se 
pretenda financiar con el correspondiente libramiento. 

Si del calendario se derivara la existencia de gastos plurianuales se tramitará un 
expediente de gastos que desglose las anualidades correspondientes al ejercicio corriente 
y a ejercicios posteriores. 

En todo caso, la cantidad no invertida de los libramientos en el ejercicio en que se 
aprobaran los mismos, será justificada mediante carta de pago demostrativa de su 
reintegro al tesoro público por el cajero pagador correspondiente. 

 

 LEY 11/2020, DE 30 DE DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO 
PARA EL AÑO 2021 

El contenido del artículo 1 de esta ley es idéntico al contenido del artículo 1 de la 
anterior ley de presupuestos generales (Ley 6/2018) 

 

 ORDEN HAC/692/2018, DE 28 DE JUNIO, POR LA QUE SE DICTAN LAS NORMAS 
PARA LA ELABORACIÓN DE LOS PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA 
2019. 

Norma derogada por la Orden HAC/641/2020 

 

 ORDEN HAC/641/2020, DE 14 DE JULIO, POR LA QUE SE DICTAN LAS NORMAS 
PARA LA ELABORACIÓN DE LOS PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA 
2021. 

Artículo 1. Criterios generales de presupuestación 

Los Presupuestos Generales del Estado para 2021 se orientarán a la consecución de los 
objetivos de la política económica, social y medioambiental del Gobierno y adecuarán sus 
ingresos y gastos al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda 
pública aprobados por las Cortes Generales para el sector público estatal. Asimismo, el 
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Presupuesto del Estado para 2021 deberá ajustarse al límite de gasto no financiero establecido 
por el Gobierno de forma coherente con el objetivo de estabilidad presupuestaria y la regla de 
gasto aprobados para dicho ejercicio en el Estado conforme a los artículos 12 y 30 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

Los Presupuestos Generales del Estado para 2021 tendrán en consideración las 
recomendaciones del Consejo de la Unión Europea formuladas en el marco del Semestre 
europeo. 

En la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado para el año 2021 se priorizarán los 
siguientes criterios de asignación de los recursos que, por una parte, sientan las bases de un 
crecimiento sólido, sostenible e inclusivo y, por otra, comienzan la incorporación de la 
perspectiva de género en los programas presupuestarios: 

a) Proteger a los colectivos más vulnerables de la sociedad, ampliando los derechos 
sociales de la ciudadanía, reforzando la lucha contra la pobreza, la desigualdad y la 
exclusión social, así como garantizar la atención a la dependencia, el acceso a una 
vivienda digna, las prestaciones de desempleo y el apoyo a la formación de los 
desempleados, el sistema de pensiones y de rentas mínimas, avanzando en la igualdad 
de género. 

b) Priorizar el apoyo a los sectores estratégicos de nuestra economía más afectados por la 
pandemia como el turismo, el transporte, el comercio minorista o la hostelería. 
Igualmente, reforzar las capacidades en otros sectores clave que son cruciales para 
garantizar el crecimiento y la resistencia futuros, como la I+D+i y las nuevas tecnologías. 

c) Fomentar la transición verde, justa y ecológica mediante el apoyo a inversiones de gran 
escala que luchen contra la emergencia climática. Las inversiones se focalizarán en la 
eficiencia energética, el reto demográfico, las energías renovables y la electrificación, la 
conservación y preservación de la biodiversidad, las redes inteligentes y el refuerzo de 
las cadenas de valor y la economía circular, y el fomento de nuevos modelos de negocio. 

d) Transformar digitalmente la sociedad a través de la mejora de la conectividad digital, 
garantizando el acceso a las infraestructuras digitales y favoreciendo la inclusión social, 
fomentar las competencias digitales a través de la modernización de los sistemas 
educativos, la universidad y la formación continua, el despliegue del 5G y de la 
inteligencia artificial, la transformación digital del sector público como elemento de 
eficiencia económica con efectos indirectos en el sector privado, así como la 
digitalización de las PYMES y la atracción de talento y espíritu empresarial. 

e) Reforzar la protección del capital humano y de las políticas de empleo, fomentando la 
digitalización y modernización del Sistema Español de Empleo. Así, más allá de las 
medidas inmediatas para proteger los empleos, es necesario reforzar la capacidad de 
recuperación de nuestro mercado laboral y asegurar que la recuperación traiga consigo 
empleos de calidad. Para ello será necesario alcanzar un nuevo pacto social que permita: 
mantener la alta capacidad de creación de empleo, reducir la dualidad y la desigualdad y 
mejorar las condiciones laborales. La inversión social será clave en la educación, 
potenciando especialmente la política de becas, y la formación profesional, el desarrollo 
de habilidades, con especial atención a los jóvenes, los trabajadores menos cualificados, 
los autónomos y las PYMES. 

f) Orientar la inversión pública en infraestructuras destinadas a favorecer la movilidad de 
personas y mercancías de forma sostenible y segura, apostando por la innovación 
tecnológica y fortaleciendo la cohesión territorial. 

g) Reforzar la capacidad de respuesta ante emergencias, así como las inversiones en 
ciencia, investigación e innovación. Igualmente, potenciar la eficiencia y la resistencia de 
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la Administración Pública para dar respuestas rápidas, apoyando la mejora de la 
digitalización de los servicios de salud, de empleo, seguridad social, justicia, mejora de la 
flexibilidad mediante el teletrabajo, digitalización de la educación y una mayor eficiencia 
en la contratación pública, así como el refuerzo de la lucha contra el fraude. 

h) Garantizar la seguridad, independencia y la libertad de las mujeres, así como la igualdad 
real y efectiva entre mujeres y hombres reforzando el compromiso adquirido mediante 
la aplicación del Pacto de Estado contra la Violencia de Género y la lucha decidida contra 
este tipo de violencia, contribuyendo a la eliminación de la brecha salarial existente, al 
avance en la conciliación laboral y familiar y a la erradicación de la discriminación de 
cualquier tipo. 

i) Trabajar por la construcción de una Europa social y unida mediante una política 
migratoria responsable y solidaria, reforzando un espacio económico más sólido, justo, 
competitivo y sostenible y apostar por el fortalecimiento de la influencia de España en 
organismos e instancias internacionales, en un contexto cambiante que permita afrontar 
amenazas globales y defender los derechos humanos, la paz y la seguridad, así como el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 en todo el 
mundo. 

Artículo 2. Ámbito institucional 

1. De acuerdo con el artículo 32 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, los Presupuestos Generales del Estado constituyen la expresión cifrada, 
conjunta y sistemática de los derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por 
cada uno de los órganos y entidades que forman parte del sector público estatal. 

Conforme a lo anterior, para la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado, 
cada uno de dichos órganos y entidades presentarán sus presupuestos que tendrán, con 
arreglo a su normativa, carácter limitativo o estimativo. 

2. De conformidad con lo dispuesto en el apartado anterior, los Presupuestos Generales del 
Estado comprenderán: 

a) Los presupuestos con carácter limitativo de las siguientes entidades: 

1º Del Estado. 

2º De los organismos autónomos. 

3º De las integrantes del Sistema de la Seguridad Social. 

4º  Del resto de entidades del sector público estatal a las que resulte de aplicación 
el régimen de especificaciones y de modificaciones regulado en la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria o cuya normativa específica 
confiera a su presupuesto carácter limitativo. 

b) Los presupuestos con carácter estimativo de las siguientes entidades: 

1º De las entidades públicas empresariales, de las sociedades mercantiles 
estatales, de las fundaciones del sector público estatal y del resto de entidades 
del sector público estatal que aplican los principios y normas de contabilidad 
recogidos en el Código de Comercio y el Plan General de Contabilidad de la 
empresa española, así como en sus adaptaciones y disposiciones que lo 
desarrollan. 

2º De los consorcios, las universidades públicas no transferidas, los fondos sin 
personalidad jurídica y de las restantes entidades de derecho público del 
sector público administrativo estatal con presupuesto estimativo. 
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Artículo 3. Unidad de presupuestación 

Los Presupuestos Generales del Estado se elaborarán expresados en miles de euros, con dos 
decimales. 

Artículo 4. Comisiones participantes en el proceso de elaboración de los Presupuestos 
Generales del Estado 

1. Comisión de Políticas de Gasto. 

De conformidad con el artículo 36 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, las directrices para la distribución del gasto, estableciendo los criterios de 
elaboración de las propuestas de presupuestos y sus límites cuantitativos con las 
prioridades y limitaciones que deban respetarse, se determinarán por el titular del 
Ministerio de Hacienda con arreglo a los criterios establecidos en el artículo 1 de la 
presente Orden. 

Con este fin se constituirá la Comisión de Políticas de Gasto que estará presidida por el 
titular del Ministerio de Hacienda y, en su ausencia, por el titular de la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos, y estará integrada por los titulares de los 
departamentos ministeriales, o, en su ausencia, por los titulares de las subsecretarías de 
los departamentos. 

Actuará como Secretario no miembro, la persona titular de la Subdirección General de 
Política Presupuestaria. 

La presidencia de la Comisión de Políticas de Gasto podrá convocar a otros gestores de 
gasto, así como al personal asesor que estime necesario. 

2. Comisiones de Análisis de Programas. 

Las Comisiones de Análisis de Programas son reuniones bilaterales entre el Ministerio de 
Hacienda y los distintos departamentos ministeriales en cuyo seno tiene lugar el estudio 
de la adecuación y validez de los programas de gasto respecto de los objetivos 
perseguidos por los mismos, y sus necesidades financieras, conforme a las prioridades de 
las políticas de gasto y dentro de las disponibilidades financieras establecidas. Además, 
todas las partidas del Presupuesto serán objeto de una revisión exhaustiva y sistemática 
con el objeto de actuar sobre aquellas medidas e incrementos inerciales que no estén 
justificados en el contexto de emergencia y reconstrucción económica y social. 

Se constituirá, en su caso, una Comisión de Análisis de Programas para cada uno de los 
departamentos ministeriales, y a ella asistirán: 

a) El titular de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos. 

b) El titular de la Dirección General de Presupuestos. 

c) El titular de la Subsecretaría del departamento ministerial. 

d) El Jefe de la Oficina Presupuestaria del departamento ministerial. 

Actuará como presidente de las Comisiones de Análisis de Programas el titular de la 
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos y, en su ausencia, el titular de la Dirección 
General de Presupuestos. 

El Presidente de las Comisiones de Análisis de Programas podrá convocar a otros gestores 
de gasto, así como al personal asesor que estime necesario. 

Artículo 5. Proceso de elaboración y tramitación del anteproyecto 

La Dirección General de Presupuestos elaborará los estados de gastos del anteproyecto de 
Presupuestos Generales del Estado para 2021 teniendo en cuenta las orientaciones de política 
económica, el límite de gasto no financiero del presupuesto del Estado, las prioridades 
formuladas por la Comisión de Políticas de Gasto, las conclusiones resultantes, en su caso, de 
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las Comisiones de Análisis de Programas y las propuestas remitidas por los distintos centros 
gestores. 

La Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos coordinará las propuestas de los centros 
directivos del Ministerio de Hacienda y de aquellos centros directivos de otros Departamentos 
Ministeriales con competencias en materia de ingresos para la realización de previsiones y 
estimaciones que han de ser tenidas en cuenta por la Dirección General de Presupuestos en la 
elaboración de los estados de ingresos del anteproyecto de Presupuestos Generales del Estado 
para 2021. 

Una vez elaborados los estados de gastos e ingresos, estos se elevarán al titular del Ministerio 
de Hacienda, quien someterá al acuerdo del Gobierno el anteproyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para 2021. 

Con los mismos criterios, la Dirección General de Presupuestos elaborará los anteproyectos de 
presupuestos del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y del Instituto de Mayores y Servicios 
Sociales a partir de las propuestas remitidas por el Ministerio de Sanidad y por el Ministerio de 
Derechos Sociales y Agenda 2030, respectivamente. Formados ambos anteproyectos, la 
Dirección General de Presupuestos los enviará al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones para su integración en el anteproyecto de presupuesto de la Seguridad Social. 

Por su parte, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones unirá los anteproyectos 
de presupuestos del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y del Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales a los del resto de las Entidades Gestoras, Tesorería General de la Seguridad 
Social, Gerencia de Informática de la Seguridad Social y Mutuas Colaboradoras con la 
Seguridad Social, para formar el anteproyecto de presupuesto de la Seguridad Social, que se 
remitirá al Ministerio de Hacienda para que los titulares de ambos Ministerios lo eleven 
conjuntamente al Gobierno para su aprobación e inclusión en el proyecto de Presupuestos 
Generales del Estado. 

Artículo 6. Estructura de los Presupuestos Generales del Estado 

1. Estructura general del presupuesto de gastos de las entidades integrantes del sector 
público administrativo estatal con presupuesto limitativo. 

El presupuesto de gastos con carácter limitativo de las entidades a las que se refiere el 
artículo 2.2.a) de la presente Orden se estructura teniendo en cuenta: las finalidades u 
objetivos que el presupuesto pretende conseguir, la organización de los distintos entes 
integrantes del sector público administrativo estatal y la naturaleza económica de los 
gastos. Adicionalmente, informará de la distribución territorial de las inversiones reales. 

1.1. Estructura de programas. 

La asignación de recursos se efectuará dentro de una estructura de programas de 
gasto, que será adecuada a los contenidos de las políticas de gasto que delimitan 
y concretan las distintas áreas de actuación del presupuesto, y permitirá a los 
centros gestores agrupar los créditos presupuestarios atendiendo a los objetivos a 
conseguir. 

La estructura de programas diferenciará los programas de gasto de carácter 
finalista de los programas instrumentales y de gestión. Los programas finalistas 
son aquellos a los que se puede asignar objetivos cuantificables e indicadores de 
ejecución mensurables. Los objetivos se expresarán en unidades físicas cuando 
ello sea posible lo que, unido al establecimiento de los oportunos indicadores, 
permitirá efectuar un seguimiento de su grado de realización durante el ejercicio 
presupuestario. Los programas instrumentales y de gestión son los que tienen por 
objeto alguna de las siguientes finalidades: la administración de los recursos 
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necesarios para la ejecución de actividades generales de ordenación, regulación y 
planificación; la ejecución de una actividad que se perfecciona por su propia 
realización, sin que sea posible proceder a una cuantificación material de sus 
objetivos; o el apoyo a un programa finalista. 

Los programas de gasto se estructuran en grupos de programas, políticas de gasto 
y áreas de gasto de acuerdo con la clasificación que contiene el anexo I de la 
presente Orden. 

La Dirección General de Presupuestos podrá autorizar, a iniciativa propia o a 
propuesta de los centros gestores, modificaciones en el código, denominación y 
contenido de los programas de gasto, para adaptar la clasificación por programas 
a las necesidades de la gestión pública. 

De conformidad con la disposición adicional quincuagésima sexta de la Ley 
2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2005, las memorias explicativas de los programas de gasto detallarán, cuando 
proceda, las inversiones previstas desagregadas por proyectos, provincias y 
comunidades autónomas, así como las inversiones externalizadas o diferidas en el 
tiempo y los préstamos o aportaciones patrimoniales que el Estado concede a 
terceros para operaciones de capital o adquisición de activos de capital. 

Por otra parte, han de consignarse en el programa presupuestario 000X 
«Transferencias y libramientos internos» las dotaciones para financiar los gastos 
que se realicen con cargo a los artículos 40 a 43 del capítulo 4 «Transferencias 
corrientes», artículos 70 a 73 del capítulo 7 «Transferencias de capital», 
subconcepto 820.00 «Préstamos a corto plazo a entidades del sector público 
estatal con presupuesto limitativo», subconcepto 821.00 «Préstamos a largo plazo 
a entidades del sector público estatal con presupuesto limitativo», subconcepto 
910.00 «Amortización de préstamos a corto plazo de entidades del sector público 
estatal con presupuesto limitativo» y subconcepto 911.00 «Amortización de 
préstamos a largo plazo de entidades del sector público estatal con presupuesto 
limitativo». 

1.2. Estructura orgánica. 

Las dotaciones consignadas en los programas de gasto se distribuirán por centros 
gestores, que son aquellas unidades orgánicas con diferenciación presupuestaria y 
responsabilidad en la gestión de los mismos. 

La clasificación orgánica de los créditos y dotaciones se realizará en función de los 
subsectores que se indican a continuación: 

a) El Estado, que se dividirá en secciones y estas a su vez en servicios. 

b) Los organismos autónomos. 

c) La Seguridad Social. 

d) Resto de entidades del sector público administrativo estatal con presupuesto 
limitativo. 

Los organismos y entidades mencionadas en los apartados b) y d) anteriores se 
agruparán según el Ministerio al que estén adscritos. 

1.3. Estructura económica. 

Los créditos incluidos en los estados de gastos del presupuesto se ordenarán 
según su naturaleza económica, con arreglo a la clasificación por capítulos, 
artículos, conceptos y subconceptos que se detalla en el anexo II de la presente 
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Orden, y se agruparán separando las operaciones corrientes, las de capital, las 
financieras y el fondo de contingencia de ejecución presupuestaria. 

La creación de conceptos y subconceptos en los capítulos correspondientes a 
gastos de personal, gastos corrientes en bienes y servicios, gastos financieros e 
inversiones reales, que no figuren tipificados en el anexo II de la presente Orden, 
será aprobada por la Dirección General de Presupuestos a propuesta, en su caso, 
de los centros gestores interesados, y tendrán la consideración de no tipificados. 

1.4. Estructura territorial. 

Los proyectos de inversión se detallarán en el anexo al Presupuesto, con su 
clasificación territorial por comunidades autónomas, ciudades con Estatuto de 
Autonomía propio y provincias, y la indicación del año en que se inicia el proyecto, 
en consonancia con lo dispuesto en el artículo 37 apartado 2 letra d) de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

2. Estructura general del presupuesto de ingresos de las entidades integrantes del sector 
público administrativo estatal con presupuesto limitativo. 

El presupuesto de ingresos de las entidades a que se refiere el artículo 2.2.a) de la 
presente Orden, se estructura siguiendo las clasificaciones orgánica y económica. 

2.1. Estructura orgánica. 

La clasificación orgánica distinguirá los ingresos correspondientes al Estado, a la 
Seguridad Social y a cada uno de los organismos autónomos y restantes entidades 
del sector público administrativo estatal cuya normativa confiere carácter 
limitativo a los créditos de su presupuesto de gastos. 

2.2. Estructura económica. 

Los recursos incluidos en los estados de ingresos del presupuesto se ordenarán, 
según su naturaleza económica, con arreglo a la clasificación por capítulos, 
artículos, conceptos y subconceptos, que se adjunta como anexo III a la presente 
Orden, y se agruparán separando las operaciones corrientes, las de capital y las 
financieras. 

3. Estructuras específicas. 

3.1. De la Seguridad Social. 

La Seguridad Social presentará su presupuesto en el marco del procedimiento 
previsto en el artículo 36 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, con arreglo a su estructura orgánica y acompañado, a efectos de 
su presentación integrada, de un documento de equivalencias entre la estructura 
por programas de su presupuesto y la definida con carácter general en el 
apartado 1.1 anterior, que quedará recogido en la Sección 60 de los presupuestos 
del Estado. 

3.2. De las entidades públicas empresariales, las sociedades mercantiles estatales, las 
fundaciones del sector público estatal y del resto de entidades del artículo 
2.2.b).1.º de la presente Orden. 

Los presupuestos de carácter estimativo de las entidades públicas empresariales, 
sociedades mercantiles estatales y fundaciones del sector público estatal 
comprenderán los presupuestos de explotación y de capital, elaborados de 
conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, en los términos que establezca la Dirección 
General de Presupuestos. 
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El resto de entidades comprendidas en el artículo 2.2.b).1.º de la presente Orden, 
cuyo presupuesto de gastos tiene carácter estimativo, elaborarán presupuestos 
de explotación y de capital en los términos que establezca la Dirección General de 
Presupuestos. 

3.3. De los consorcios, las universidades públicas no transferidas, los fondos sin 
personalidad jurídica y de las restantes entidades de derecho público del sector 
público administrativo estatal con presupuesto estimativo del artículo 2.2.b).2.º 
de la presente Orden. 

Los presupuestos de carácter estimativo de las entidades del artículo 2.2.b).2.º de 
la presente Orden, comprenderán los presupuestos de explotación y de capital 
elaborados en los términos que establezca la Dirección General de Presupuestos. 

4. Información específica de determinados créditos y actuaciones. 

Con independencia de las clasificaciones antes reguladas, las bases de datos 
presupuestarias ofrecerán información complementaria respecto a la presupuestación 
inicial de determinados planes o actuaciones. 

Dicha información deberá concretarse, para el ámbito de programas o créditos al que 
afecte la misma, en la fase de elaboración del Presupuesto para 2021 y será objeto de 
codificaciones específicas. 

Artículo 7. Documentación y plazos para la elaboración de los Presupuestos Generales del 
Estado 

1. Estado, organismos autónomos y resto de entidades del sector público administrativo con 
presupuesto limitativo. 

Los centros gestores incluidos en los subsectores a que se refiere el artículo 6 apartado 
1.2 letras a), b), y d) de esta Orden, utilizarán para la justificación de sus propuestas la 
documentación que se detalle en la resolución que al efecto establezca la Dirección 
General de Presupuestos. 

Todos los documentos a cumplimentar por los centros gestores deberán ser remitidos a la 
Dirección General de Presupuestos a través de las oficinas presupuestarias. Dichas 
oficinas, durante todo el proceso, coordinarán y tramitarán la información elaborada por 
los mencionados centros, así como la que se reciba del Ministerio de Hacienda y que 
afecte a los mismos. 

Las propuestas de los centros gestores se remitirán a la Dirección General de 
Presupuestos antes del 29 de julio de 2020. 

Asimismo los centros gestores remitirán a la Dirección General de Fondos Europeos, antes 
del 22 de julio de 2020, una relación de los proyectos de inversión y otras partidas de 
gasto que sean susceptibles de ser financiados con fondos de la Unión Europea. 

Los documentos contenidos en el anexo IV de la presente Orden relativos a los Fondos de 
Compensación Interterritorial, que cumplimenten las distintas comunidades autónomas y 
ciudades con Estatuto de Autonomía propio afectadas, se remitirán por estas a la 
Dirección General de Fondos Europeos antes del 29 de julio de 2020. 

2. Seguridad Social. 

El Ministerio de Sanidad y el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 remitirán a la 
Dirección General de Presupuestos las propuestas de presupuestos del Instituto Nacional 
de Gestión Sanitaria y del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, respectivamente, de 
acuerdo con la documentación que a tal efecto se establezca por dicha Dirección General, 
antes del 29 de julio de 2020. 
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Por su parte, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones remitirá, por los 
medios electrónicos y los sistemas informáticos mencionados en la disposición final 
segunda, al Ministerio de Hacienda las cifras del anteproyecto de presupuesto de la 
Seguridad Social con la estructura de programas del presupuesto del Estado, que 
constituyen el documento de equivalencias a que se refiere el apartado 3.1 del artículo 6 
de la presente Orden, a través de la Sección 60, antes del 29 de julio de 2020. 

Asimismo, remitirá en términos de la Sección 60 el anexo de inversiones a que se refiere 
el artículo 37, apartado 2, letra d) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria. 

Todo ello en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

3. Entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles estatales, fundaciones del 
sector público estatal y resto de entidades del artículo 2.2.b).1.º de la presente Orden. 

Las entidades del artículo 2.2.b).1.º de la presente Orden, cumplimentarán y remitirán a la 
Dirección General de Presupuestos, a través de la oficina presupuestaria del 
departamento ministerial del que dependan o en su caso, al que estén adscritas, antes del 
29 de julio de 2020, sus propuestas de presupuestos de explotación y de capital, 
acompañados de la memoria explicativa de sus contenidos, la ejecución de los 
presupuestos del año anterior y la previsión de la ejecución de los del ejercicio corriente. 

Adicionalmente, estas entidades remitirán una descripción de las inversiones que vayan a 
realizar en el ejercicio, con expresión de los objetivos que se pretenden conseguir, así 
como un anexo de sus proyectos de inversión territorializados por provincias, con 
indicación del año en que se inicia el proyecto. 

Las entidades comprendidas en este apartado que deban elaborar programa de actuación 
plurianual conforme al artículo 65 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, los remitirán conjuntamente con sus presupuestos de explotación y de 
capital. Estos programas reflejarán los datos económico-financieros provisionales 
correspondientes los ejercicios 2021, 2022 y 2023, según las líneas estratégicas y 
objetivos definidos para cada entidad. 

Esta documentación, junto con los estados financieros complementarios, se ajustará a los 
formatos que se detallen en la Resolución que al efecto establezca la Dirección General de 
Presupuestos. 

Asimismo las entidades incluidas en el presente apartado, remitirán a la Dirección General 
de Fondos Europeos, antes del 22 de julio de 2020, una relación de los proyectos de 
inversión y otras partidas de gasto que sean susceptibles de ser financiados con fondos de 
la Unión Europea. 

4. Consorcios, universidades públicas no transferidas, fondos sin personalidad jurídica y 
restantes entidades de derecho público del sector público administrativo estatal con 
presupuesto estimativo del artículo 2.2.b).2.º de la presente Orden. 

Las entidades del artículo 2.2.b).2.º de la presente Orden, cumplimentarán y remitirán a la 
Dirección General de Presupuestos, a través de la oficina presupuestaria del 
departamento ministerial del que dependan y antes del 29 de julio de 2020, sus 
propuestas de presupuestos de explotación y de capital, que se incorporarán al 
anteproyecto de Presupuestos Generales del Estado, así como una memoria explicativa 
de sus contenidos, la ejecución de los presupuestos del ejercicio anterior y la previsión de 
la ejecución de los del ejercicio corriente. 
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Adicionalmente, remitirán una descripción de las inversiones que vayan a realizar en el 
ejercicio, con expresión de los objetivos que se pretenden conseguir, así como un anexo 
de sus proyectos de inversión territorializados por provincias, con indicación del año de 
inicio del proyecto. 

Los presupuestos de explotación y capital de la Universidad Nacional de Educación a 
Distancia (UNED) aprobados por el Consejo Social, o en su defecto el proyecto aprobado 
por su Consejo de Gobierno, se unirán a los presupuestos de aquellos centros asociados a 
los que resulte de aplicación la adaptación del Plan General de Contabilidad Pública 
aprobada por la Intervención General de la Administración del Estado mediante 
Resolución de 10 de octubre de 2018, al objeto de su incorporación de forma agregada o 
consolidada en los Presupuestos Generales del Estado. Adicionalmente la UNED 
presentará sus presupuestos de forma individualizada. 

Toda la documentación anteriormente referida, junto con los estados financieros 
complementarios, se ajustará a los formatos que se detallen en la Resolución que al 
efecto establezca la Dirección General de Presupuestos. 

5. Articulado del anteproyecto de Ley. 

Los Ministerios deberán remitir a la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos, antes 
del 29 de julio de 2020, exclusivamente por medios electrónicos, las propuestas de 
normas de contenido presupuestario cuya inclusión en el articulado del anteproyecto de 
la Ley de Presupuestos consideren procedente, acompañadas de una memoria explicativa 
de la conexión del articulado propuesto con las habilitaciones de gasto, las previsiones de 
ingreso o la política económica del Gobierno, cuantificando, en su caso, el efecto de la 
norma propuesta sobre las cifras de ingresos o gastos que se han de presupuestar. 

6. Informe de impacto de género. 

El Informe de Impacto de Género estará constituido por tres capítulos principales 
referidos a la Realidad, Representación y Recursos-Resultados. 

El apartado de Realidad se realizará en colaboración con el Instituto Nacional de 
Estadística, trabajando en los indicadores más relevantes con el propósito de realizar un 
diagnóstico de la realidad de género en la sociedad española. El segundo apartado, 
relativo a la Representación, analizará la situación y representación de mujeres y hombres 
en la Administración General del Estado. Por último, el apartado de Recursos-Resultados 
estará constituido por los informes que los departamentos ministeriales remitan a la 
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos antes del 29 de julio de 2020 analizando el 
impacto de género de sus programas de gasto, en los términos que se establezcan al 
efecto por la citada Secretaría de Estado. 

Se constituirá un grupo de trabajo integrado por representantes del Ministerio de 
Igualdad, de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos, de la Dirección General de 
Presupuestos y de la Dirección General de Costes de Personal para conformar la redacción 
final del Informe del Impacto de Género, que acompañará al anteproyecto de Ley de 
Presupuestos Generales del Estado. 

7. Informe del impacto en la infancia, en la adolescencia y en las familias. 

Los departamentos ministeriales que se establezcan al efecto remitirán a la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos antes del 29 de julio de 2020 un informe analizando el 
impacto de sus programas de gasto en la infancia, en la adolescencia y en las familias, en 
los términos que se establezcan por la citada Secretaría de Estado. 

Dichos informes constituirán la base para la formulación por parte de la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos del Informe del impacto en la infancia, en la 
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adolescencia y en las familias que acompañará al anteproyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado, a cuyos efectos se constituirá un grupo de trabajo integrado por 
representantes del Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, de la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos y de la Dirección General de Presupuestos. 

8. Informe de alineamiento de los Presupuestos Generales del Estado con los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030. 

Los departamentos ministeriales remitirán a la Secretaría de Estado de Presupuestos y 
Gastos antes del 29 de julio de 2020 un informe analizando la contribución de los 
programas de gasto a los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en los términos que se 
establezcan al efecto por la citada Secretaría de Estado. 

Dichos informes constituirán la base para la formulación por parte de la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos del Informe de alineamiento de los Presupuestos 
Generales del Estado con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, a 
cuyos efectos se constituirá un grupo de trabajo integrado por representantes del 
Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, de la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos, de la Dirección General de Presupuestos y del Gabinete de la 
Ministra de Hacienda. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas la Orden HAC/20/2020, de 20 de enero, por la que se dictan las normas 
para la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado para 2020, y cuantas normas de 
igual o inferior rango se opongan a lo establecido en la presente Orden. 

Disposición final primera. Funcionamiento de las Comisiones de Análisis de Programas. 

Se autoriza a la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos para adaptar el funcionamiento 
de las Comisiones de Análisis de Programas a que se refiere el artículo 4 apartado 2 de esta 
Orden a las necesidades del proceso presupuestario. 

Disposición final segunda. Tratamiento de la información. 

En el ejercicio de su función de coordinación en la elaboración de los Presupuestos Generales 
del Estado, la Dirección General de Presupuestos llevará a cabo el tratamiento de toda la 
información necesaria para la obtención del documento final del proyecto de Presupuestos 
Generales del Estado. 

La Intervención General de la Administración del Estado, de acuerdo con las directrices 
funcionales de la Dirección General de Presupuestos, asumirá el soporte informático de los 
Presupuestos Generales del Estado mediante el mantenimiento, desarrollo y explotación de 
los sistemas informáticos que sean necesarios. 

Disposición final tercera. Remisión de las cuentas anuales e informes de auditoría 
correspondientes al ejercicio 2019. 

Las entidades a que se hace referencia en los apartados 3 y 4 del artículo 7 de esta Orden 
remitirán a la Dirección General de Presupuestos en el plazo de un mes desde su aprobación 
por el órgano correspondiente, y por los medios electrónicos mencionados en la disposición 
final segunda, copia de las cuentas anuales y del informe de auditoría correspondientes al 
ejercicio 2019. Igual obligación incumbe a las entidades gestoras de los fondos sin 
personalidad jurídica del sector público estatal. 

Disposición final cuarta. Autorizaciones a la Dirección General de Presupuestos. 

Se autoriza a la Dirección General de Presupuestos para: 
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a) Dictar las normas y realizar las modificaciones que procedan en lo referente a las 
estructuras por programas y económica, así como a los criterios de imputación de 
gastos e ingresos. 

b) Recabar los informes y estados justificativos necesarios para determinar con 
exactitud la realidad económico-financiera de los centros gestores incluidos en el 
Presupuesto. 

c) Establecer los soportes de recogida de información y el formato de la documentación 
a que se hace referencia en el artículo 7 de la presente Orden. 

d) Desarrollar la metodología sobre alineamiento de programas de gasto con los 
objetivos de desarrollo sostenible de la Agenda 2030. 

e) Concretar planes o actuaciones adicionales que den lugar a información específica de 
determinados créditos o programas, a iniciativa propia o a propuesta de los 
departamentos ministeriales. 

 

ANEXO I. CLASIFICACIÓN POR PROGRAMAS DE GASTO 

De acuerdo con el artículo 6 apartado 1.1 de la presente Orden, la estructura de programas 
diferenciará los programas de carácter finalista de los programas instrumentales y de gestión. 
Esta diferenciación se establece con el cuarto carácter del código de programas: las letras «A» 
a «L» identifican a los programas finalistas y las letras «M» a «Z» a los instrumentales y de 
gestión. 

Las políticas de gasto se integran en 5 áreas de gasto: 

AREA DE GASTO 1: SERVICIOS PÚBLICOS BÁSICOS 

11. Justicia. 

111. Administración General de Justicia. 

112. Administración de Justicia. 

113. Registros. 

12. Defensa. 

121. Administración General de Defensa. 

122. Fuerzas Armadas. 

13. Seguridad Ciudadana e Instituciones Penitenciarias. 

131. Administración General de Seguridad y Protección Civil. 

132. Seguridad y Orden Público 

133. Instituciones Penitenciarias. 

134. Protección Civil. 

135. Protección de Datos. 

14. Política Exterior y de Cooperación para el Desarrollo. 

141. Administración General de Relaciones Exteriores. 

142. Acción Diplomática y Consular. 

143. Cooperación para el desarrollo. 

144. Cooperación, Promoción y Difusión Cultural en el Exterior.  

AREA DE GASTO 2: ACTUACIONES DE PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN SOCIAL 

21. Pensiones. 

211. Pensiones contributivas 
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212. Pensiones no contributivas.  

219. Gestión de Pensiones 

22. Otras prestaciones económicas. 

221. Prestaciones económicas de la Seguridad Social. 

222. Prestaciones económicas del Mutualismo Administrativo. 

223. Prestaciones de garantía salarial. 

224. Otras prestaciones económicas 

23. Servicios Sociales y Promoción Social. 

231. Acción Social. 

232. Promoción Social. 

239. Gestión de servicios sociales y promoción social. 

24. Fomento del Empleo. 

241. Promoción del empleo y de la inserción laboral. 

25. Desempleo 

251. Asistencia al desempleo. 

26. Acceso a la vivienda y fomento de la edificación. 

261. Acceso a la vivienda y fomento de la edificación. 

28. Gestión y administración de Trabajo y Economía social. 

281. Administración General de Trabajo y Economía Social 

29. Gestión y administración de Inclusión, de la Seguridad Social y de la Migración. 

291. Administración General de la Inclusión, de la Seguridad Social y de la Migración. 

AREA DE GASTO 3: PRODUCCIÓN DE BIENES PÚBLICOS DE CARÁCTER PREFERENTE 

31. Sanidad. 

311. Administración General de Sanidad. 

312. Hospitales, servicios asistenciales y centros de salud. 

313. Acciones públicas relativas a la salud. 

32. Educación. 

321. Administración General de Educación. 

322. Enseñanza. 

323. Promoción educativa. 

33. Cultura. 

331. Administración General de Cultura y Deporte 

332. Biblioteca y archivos. 

333. Museos y artes plásticas. 

334. Promoción cultural. 

335. Artes escénicas. 

336. Deportes y educación física. 

337. Arqueología y protección del Patrimonio Histórico-Artístico. 

AREA DE GASTO 4: ACTUACIONES CARÁCTER ECONÓMICO 

41. Agricultura, Pesca y Alimentación. 

411. Administración General de Agricultura, Pesca y Alimentación. 



 

 

 

 

ADENDA AUXILIAR ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JULIO 2019 – Vol II 

 www.academiatamargo.com 
Página 23 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
Mayo 2021 

 

412. Mejoras de las estructuras agrarias y de los sistemas productivos. 

413. Competitividad de la industria agroalimentaria y calidad alimentaria. 

414. Desarrollo rural. 

415. Protección y desarrollo de los recursos pesqueros y mejora de las estructuras. 

416. Previsión de riesgos en las producciones agrarias y pesqueras. 

42. Industria y Energía. 

421. Actuaciones administrativas sobre la industria y la Energía. 

422. Reconversión y desarrollo industrial. 

423. Fomento de la minería y de las comarcas mineras. 

424. Protección y Seguridad Nuclear. 

425. Ordenación y eficiencia energética. 

43. Comercio, Turismo y Pymes. 

431. Comercio 

432. Ordenación y promoción turística 

433. Desarrollo empresarial. 

44. Subvenciones al transporte. 

441. Subvenciones al transporte. 

45. Infraestructuras. 

451. Administración General de Infraestructuras. 

452. Recursos hidráulicos. 

453. Infraestructuras del transporte terrestre. 

454. Infraestructuras del transporte marítimo. 

455. Infraestructuras del transporte aéreo. 

456. Actuaciones medioambientales. 

457. Actuaciones en comarcas mineras del carbón. 

46. Investigación, desarrollo e innovación. 

461. Administración General de Ciencia e Innovación 

462. Investigación y estudios relacionados con los servicios públicos generales. 

463. investigación básica. 

464. Investigación y desarrollo relacionados con la defensa. 

465. Investigación y desarrollo relacionados con la salud. 

467. Investigación y desarrollo en otros sectores. 

49. Otras actuaciones de carácter económico. 

491 Comunicaciones 

492 Defensa de la competencia. 

493 Ordenación del sector financiero. 

494 Relaciones laborales. 

495 Cartografía, meteorología y metrología. 

496 Ordenación del sector del juego. 

497 Servicios marítimos. 

498 Administración General de Consumo 
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AREA DE GASTO 9: ACTUACIONES DE CARÁCTER GENERAL 

91. Órganos constitucionales, Gobierno y otros. 

911. Alta Dirección del Estado. 

912. Alta Dirección del Gobierno. 

92. Servicios de carácter general. 

921. Administración General. 

922. Coordinación y organización territorial del Estado. 

923. Administración General de Economía y Hacienda. 

924. Participación ciudadana. 

925. Memoria Democrática 

929. Imprevistos, situaciones transitorias y contingencias de ejecución. 

93. Administración Financiera y Tributaria. 

931. Política Económica y Fiscal. 

932. Gestión del Sistema Tributario 

94. Transferencias a otras Administraciones Públicas. 

941. Transferencias a Comunidades Autónomas. 

942. Transferencias a Entidades Locales. 

943. Relaciones financieras con la Unión Europea. 

95. Deuda Pública. 

951. Deuda Pública. 

 

ANEXO II. CLASIFICACIÓN ECONÓMICA DEL GASTO 

En aquellos supuestos en que se prevé el desarrollo por sectores de un concepto, éstos 
quedarán identificados por los siguientes dígitos. 

0. Administración del Estado. 

1. Organismos Autónomos. 

2. Seguridad Social. 

3. Otras entidades del Sector Público Administrativo Estatal con presupuesto limitativo. 

4. Sociedades, entidades públicas empresariales, fundaciones y resto de entidades del 
Sector Público Estatal. 

5. Comunidades Autónomas. 

6. Corporaciones Locales. 

7. Empresas privadas. 

8. Familias e instituciones sin fines de lucro. 

9. Exterior. 
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Clasificación económica del presupuesto 

 

Capítulo explicación 

1 

2 

3 

4 

5 

6 

7 

8 

9 

GASTOS DE PERSONAL 

GASTOS CORRIENTES EN BIENES Y SERVICIOS 

GASTOS FINANCIEROS 

TRANSFERENCIAS CORRIENTES 

FONDO DE CONTINGENCIA Y OTROS IMPREVISTOS 

INVERSIONES REALES 

TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 

ACTIVOS FINANCIEROS 

PASIVOS FINANCIEROS 

 

CAPÍTULO 1: "GASTOS DE PERSONAL" 

Se aplicarán a este capítulo los gastos siguientes: 

 Todo tipo de retribuciones e indemnizaciones, excluidas las derivadas de 
indemnizaciones por razón del servicio. 

 Cotizaciones a la Seguridad Social y a las entidades gestoras del sistema de previsión 
social de su personal. 

 Gastos sociales del personal y de protección familiar, realizados en cumplimiento de 
las disposiciones vigentes. 

CAPÍTULO 2: "GASTOS EN BIENES CORRIENTES Y SERVICIOS" 

Comprende todos aquellos gastos corrientes en bienes y servicios, necesarios para el ejercicio 
de las actividades del Estado. Son imputables a este capítulo los gastos originados por la 
adquisición de bienes que reúnan algunas de las características siguientes: 

a) Ser bienes fungibles 

b) Tener una duración previsiblemente inferior al ejercicio presupuestario 

c) No ser susceptibles de inclusión en inventario 

d) Ser, previsiblemente, gastos reiterativos. 

Asimismo, se aplican a este capítulo, los gastos de índole inmaterial que puedan tener carácter 
reiterativo, no sean susceptibles de amortización y no estén directamente relacionados con la 
realización de las inversiones. 

Así, se incluyen en este capítulo los gastos siguientes: 

 Arrendamientos y cánones de bienes muebles e inmuebles. 

 Los gastos de mantenimiento, reparaciones y conservación de infraestructuras, 
edificios y locales, maquinaria, material de transporte y otro inmovilizado material. 

 Los gastos relativos a material, suministros y otros. 

 Las indemnizaciones por razón del servicio. 

 Gastos ocasionados por la edición y distribución de publicaciones. 

 Conciertos de asistencia sanitaria. 

CAPÍTULO 3: "GASTOS FINANCIEROS" 

Operaciones corrientes 

Operaciones de capital 

Operaciones financieras 
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En este capítulo se incluyen los gastos motivados por las siguientes operaciones: 

 Carga financiera por intereses. 

 Los gastos de emisión, modificación y cancelación de las deudas. 

 Carga financiera por intereses de todo tipo de depósitos y fianzas recibidas. 

 Otros rendimientos implícitos y diferencias de cambio. 

 Intereses de demora y otros gastos financieros. 

CAPÍTULO 4: "TRANSFERENCIAS CORRIENTES" 

Se imputan a este capítulo los pagos, condicionados o no, efectuados por el Estado, 
organismos autónomos y otros organismos públicos, sin contrapartida directa por parte de los 
agentes receptores, los cuales destinan estos fondos a financiar operaciones corrientes. 

CAPÍTULO 5: "FONDO DE CONTINGENCIA Y OTROS IMPREVISTOS" 

Dentro de este capítulo se encuadran sólo dos tipos de dotaciones: las relativas al Fondo de 
Contingencia a que se refiere el artículo 50 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, y las destinadas a atender otras necesidades que pudieran presentarse en los 
Departamentos Ministeriales. 

CAPÍTULO 6: "INVERSIONES REALES" 

Este capítulo comprende los gastos a realizar directamente por el Estado, organismos 
autónomos y otros organismos públicos, destinados a la creación o adquisición de bienes de 
capital, así como los destinados a la adquisición de bienes de naturaleza inventariable 
necesarios para el funcionamiento operativo de los servicios. 

CAPÍTULO 7: "TRANSFERENCIAS DE CAPITAL" 

Dentro de este apartado se incluyen aquellos pagos, condicionados o no, efectuados sin 
contrapartida directa por parte de los agentes receptores, los cuales destinan estos fondos a 
financiar operaciones de capital. 

CAPÍTULO 8: "ACTIVOS FINANCIEROS" 

Este apartado comprende los créditos destinados a la adquisición de activos financieros, que 
pueden estar representados en títulos valores, anotaciones en cuenta, contratos de préstamo 
o cualquier otro documento que inicialmente los reconozca, así como los destinados a la 
constitución de depósitos y fianzas. 
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CAPÍTULO 9: "PASIVOS FINANCIEROS" 

Se incluyen en esta categoría los gastos ocasionados por: 

 Amortización de deudas emitidas y préstamos, contraídos o asumidas por el Estado, 
organismos autónomos y otros organismos públicos, tanto en euros como en 
moneda extranjera, a corto y largo plazo, por su valor efectivo, aplicando los 
rendimientos implícitos al capítulo 3. 

 Devolución de depósitos y fianzas constituidos por terceros. 

 

ANEXO III. CLASIFICACIÓN ECONÓMICA DEL GASTO 

Los recursos incluidos en los estados de ingresos del presupuesto se ordenarán, según su 
naturaleza económica, con arreglo a la clasificación por capítulos, artículos, conceptos y 
subconceptos, que se adjunta como anexo III a la presente Orden, y se agruparán separando 
las operaciones corrientes, las de capital y las financieras. 

Capítulo explicación 

1 

2 

3 

4 

5 

6 

7 

8 

9 

Impuestos directos y cotizaciones sociales 

Impuestos indirectos 

Tasas, precios públicos y otros ingresos 

Transferencias corrientes 

Ingresos patrimoniales 

Enajenación de inversiones reales 

Transferencias de capital 

Activos financieros 

Pasivos financieros 

CAPÍTULO 1: "IMPUESTOS DIRECTOS Y COTIZACIONES SOCIALES" 

En este capítulo figuran todo tipo de recursos exigidos sin contraprestación cuyo hecho 
imponible está constituido por negocios, actos o hechos de naturaleza jurídica o económica, 
que pongan de manifiesto la capacidad contributiva del sujeto pasivo. Fundamentalmente, se 
recogen los ingresos procedentes de: 

 impuestos que gravan la renta, así como los que recaen sobre las ganancias 
patrimoniales que los sujetos obtienen tanto por vía de renta como de ganancias de 
capital o plusvalías (Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto de 
Sociedades, Impuesto sobre la Renta de no Residentes). 

 Impuestos que gravan el patrimonio de las personas físicas y las adquisiciones a título 
lucrativo (Impuesto sobre el Capital). 

 Aquellos derivados de las aportaciones de carácter obligatorio que los funcionarios y 
el Estado efectúan a los regímenes de previsión social de los funcionarios (cuotas de 
Derechos Pasivos, cuotas de funcionarios a las mutualidades y aportación obligatoria 
del Estado a dichas mutualidades), así como las de los empleadores y asalariados 
para financiar otras prestaciones sociales (cuota de desempleo, cuota de formación 
profesional y cuotas empresariales al Fondo de Garantía Salarial). 

 Impuestos sobre la producción y almacenamiento de energía eléctrica y combustible.  

CAPÍTULO 2: "IMPUESTOS INDIRECTOS" 

En esta clasificación se incluyen los ingresos derivados de: 

Operaciones corrientes 

Operaciones de capital 

Operaciones financieras 
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 Impuesto sobre el Valor Añadido. 

 Consumo de determinados bienes tales como alcohol y bebidas derivadas, cerveza, 
vino y bebidas fermentadas, labores de tabaco, hidrocarburos, determinados medios 
de transporte, productos intermedios y energía, entre otros (Impuestos Especiales). 

 El tráfico exterior de mercancías a través de las fronteras fiscales, bien gravando la 
circulación de las mismas o bien equiparando las extranjeras a las nacionales en 
cuanto a la imposición interior indirecta que éstas soportan. 

 Imposición sobre otras operaciones tales como la producción y el almacenamiento de 
azúcar e isoglucosa; las primas de seguro del ramo no vida; actividades de juego y 
gases fluorados de efecto invernadero. Además de recogerse en este capítulo los 
ingresos por otros impuestos indirectos no incluidos en estas categorías. 

CAPÍTULO 3: "TASAS, PRECIOS PÚBLICOS Y OTROS INGRESOS" 

 Ingresos derivados de la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio 
público, en la prestación de servicios o en realización de actividades en régimen de 
Derecho Público que se refieran, afecten o beneficien al obligado tributario cuando 
los servicios o actividades no sean de solicitud voluntaria para los obligados 
tributarios y no se presten o realicen por el sector privado, de conformidad con la 
normativa vigente. 

 Contraprestaciones pecuniarias obtenidas por la prestación de servicios o la 
realización de actividades efectuadas en régimen de Derecho Público cuando, 
prestándose también tales servicios o actividades por el sector privado, sean de 
solicitud voluntaria por parte de los administrados. 

 Ingresos derivados de prestación de servicios que no tengan la consideración de 
precios públicos; los procedentes de la venta de bienes; los reintegros de 
operaciones corrientes; diferencias de cambio producidas al amortizar la deuda 
emitida en moneda extranjera; diferencias entre los valores de reembolso y de 
emisión; y otros. 

CAPÍTULO 4: "TRANSFERENCIAS CORRIENTES" 

Agrupa los recursos, condicionados o no, recibidos por el Estado, organismos autónomos y 
otros organismos públicos, sin contrapartida directa por parte de los agentes que los reciben, y 
que se destinan a financiar operaciones corrientes. 

CAPÍTULO 5: "INGRESOS PATRIMONIALES" 

Se integran en este grupo los ingresos procedentes de rentas de la propiedad o patrimonio del 
Estado, organismos autónomos, agencias estatales y otros organismos públicos, así como los 
derivados de actividades realizadas en régimen de derecho privado. 

CAPÍTULO 6: "ENAJENACIÓN DE INVERSIONES REALES" 

A este capítulo se aplican los ingresos derivados de la venta de bienes de capital, propiedad de 
los diversos agentes. En concreto, los procedentes de la venta de solares, fincas rústicas y 
otros terrenos, así como cualquier otra inversión real. 

CAPÍTULO 7: "TRANSFERENCIAS DE CAPITAL" 

Recoge los recursos, condicionados o no, recibidos por la Administración del Estado y 
Organismos Públicos sin contrapartida directa por parte de los agentes que los reciben, y que 
se destinan a financiar las operaciones de capital. 

CAPÍTULO 8: "ACTIVOS FINANCIEROS" 

Esta agrupación incluye los recursos procedentes de la enajenación de activos financieros, así 
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como los ingresos procedentes de los reintegros de préstamos concedidos y de depósitos y 
fianzas constituidos. 

CAPÍTULO 9: "PASIVOS FINANCIEROS" 

Se imputarán a este capítulo los ingresos obtenidos por el Estado, organismos autónomos y 
organismos públicos procedentes de la emisión de deuda y la obtención de préstamos tanto en 
euros como en moneda extranjera, con independencia del periodo temporal a corto o largo 
plazo; los depósitos y las fianzas recibidas; y los beneficios derivados de la acuñación de 
moneda metálica por la diferencia entre el valor facial y el coste de acuñación de la moneda 
puesta en circulación durante el ejercicio y expresada en términos netos. 

 

 

TEMA 4 

 

 LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR PÚBLICO 

Artículo 46 bis. Ubicación de los sistemas de información y comunicaciones para el registro 
de datos (Se añade) 

Los sistemas de información y comunicaciones para la recogida, almacenamiento, 
procesamiento y gestión del censo electoral, los padrones municipales de habitantes y otros 
registros de población, datos fiscales relacionados con tributos propios o cedidos y datos de los 
usuarios del sistema nacional de salud, así como los correspondientes tratamientos de datos 
personales, deberán ubicarse y prestarse dentro del territorio de la Unión Europea. 

Los datos a que se refiere el apartado anterior no podrán ser objeto de transferencia a un 
tercer país u organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una 
decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las 
obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España. 

Artículo 155. Transmisiones de datos entre Administraciones Públicas (Se modifica) 

1. De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas 
físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de 
estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 
de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y su 
normativa de desarrollo, cada Administración deberá facilitar el acceso de las restantes 
Administraciones Públicas a los datos relativos a los interesados que obren en su poder, 
especificando las condiciones, protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios 
para acceder a dichos datos con las máximas garantías de seguridad, integridad y 
disponibilidad. 

2. En ningún caso podrá procederse a un tratamiento ulterior de los datos para fines 
incompatibles con el fin para el cual se recogieron inicialmente los datos personales. De 
acuerdo con lo previsto en el artículo 5.1.b) del Reglamento (UE) 2016/679, no se 
considerará incompatible con los fines iniciales el tratamiento ulterior de los datos 
personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e 
histórica o fines estadísticos. 

3. Fuera del caso previsto en el apartado anterior y siempre que las leyes especiales 
aplicables a los respectivos tratamientos no prohíban expresamente el tratamiento 
ulterior de los datos para una finalidad distinta, cuando la Administración Pública 
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cesionaria de los datos pretenda el tratamiento ulterior de los mismos para una finalidad 
que estime compatible con el fin inicial, deberá comunicarlo previamente a la 
Administración Pública cedente a los efectos de que esta pueda comprobar dicha 
compatibilidad. La Administración Pública cedente podrá, en el plazo de diez días 
oponerse motivadamente. Cuando la Administración cedente sea la Administración 
General del Estado podrá en este supuesto, excepcionalmente y de forma motivada, 
suspender la transmisión de datos por razones de seguridad nacional de forma cautelar 
por el tiempo estrictamente indispensable para su preservación. En tanto que la 
Administración Pública cedente no comunique su decisión a la cesionaria esta no podrá 
emplear los datos para la nueva finalidad pretendida. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior los supuestos en que el tratamiento 
para otro fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos personales esté previsto 
en una norma con rango de ley de conformidad con lo previsto en el artículo 23.1 del 
Reglamento (UE) 2016/679. 

 

 LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN 
DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. 

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento (se modifica) 

1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados 
en el procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos 
o denominación o razón social, según corresponda, que consten en el Documento 
Nacional de Identidad o documento identificativo equivalente. 

2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas 
a través de los sistemas siguientes: 

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica 
expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de 
servicios de certificación’’. 

b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico 
expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de 
servicios de certificación’’. 

c) Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema, que las Administraciones 
consideren válido en los términos y condiciones que se establezca, siempre que 
cuenten con un registro previo como usuario que permita garantizar su identidad, 
previa autorización por parte de la Secretaría General de Administración Digital del 
Ministerio de Política Territorial y Función Pública, que solo podrá ser denegada por 
motivos de seguridad pública, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado 
de Seguridad del Ministerio del Interior. La autorización habrá de ser emitida en el 
plazo máximo de tres meses. Sin perjuicio de la obligación de la Administración 
General del Estado de resolver en plazo, la falta de resolución de la solicitud de 
autorización se entenderá que tiene efectos desestimatorios. 

Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la utilización de uno de los sistemas 
previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun cuando se admita 
para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c). 

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, 
se establece la obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, 
almacenamiento, tratamiento y gestión de dichos sistemas se encuentren situados en 
territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de categorías especiales de datos a 
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los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y 
por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los 
datos se encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y 
administrativas competentes. 

Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un 
tercer país u organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de 
una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento 
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España. 

4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del 
Estado servirá para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en 
contrario, la identificación electrónica de los interesados en el procedimiento 
administrativo. 

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas (se modifica) 

1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la Los 
interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la 
autenticidad de la expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e 
inalterabilidad del documento. 

2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones 
Públicas a través de medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma: 

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados 
electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en 
la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’. 

b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en 
certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador 
incluido en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’. 

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones Públicas consideren válido en los 
términos y condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro 
previo como usuario que permita garantizar su identidad, previa autorización por 
parte de la Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Política 
Territorial y Función Pública, que solo podrá ser denegada por motivos de seguridad 
pública, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad del 
Ministerio del Interior. La autorización habrá de ser emitida en el plazo máximo de 
tres meses. Sin perjuicio de la obligación de la Administración General del Estado de 
resolver en plazo, la falta de resolución de la solicitud de autorización se entenderá 
que tiene efectos desestimatorios. 

Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la utilización de uno de los sistemas 
previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos en todos sus 
trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo 
dispuesto en la letra c). 

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se 
establece la obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, 
almacenamiento, tratamiento y gestión de dichos sistemas se encuentren situados en 
territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de categorías especiales de datos a 
los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se 
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encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y 
administrativas competentes. 

Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un 
tercer país u organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de 
una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento 
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España. 

4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las 
Administraciones Públicas podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en 
esta Ley como sistema de firma cuando permitan acreditar la autenticidad de la expresión 
de la voluntad y consentimiento de los interesados. 

5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su 
identidad se entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. 

 

 REAL DECRETO 203/2021, DE 30 DE MARZO, POR EL QUE SE APRUEBA EL 
REGLAMENTO DE ACTUACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO POR 
MEDIOS ELECTRÓNICOS. 

 

1. INTRODUCCION 

Artículo único. Aprobación del Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público 
por medios electrónicos. 

Se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios 
electrónicos, cuyo texto se incluye a continuación. 

Disposición transitoria primera. Destrucción de documentos en soporte no electrónico. 

1. Transcurridos dos años desde la entrada en vigor de este real decreto, los documentos en 
soporte no electrónico que se encuentren en las oficinas de asistencia en materia de 
registros y de los que se haya obtenido una copia electrónica auténtica de conformidad 
con los requisitos que establece el Esquema Nacional de Interoperabilidad y su normativa 
técnica complementaria, para su registro e incorporación al correspondiente expediente 
electrónico, podrán ser eliminados en las mismas condiciones que establece este real 
decreto. 

Para ello será necesaria la comunicación previa a la autoridad calificadora 
correspondiente, que irá acompañada de un análisis de riesgos, con la especificación de 
las garantías de conservación de las copias electrónicas y del cumplimiento de las 
condiciones de seguridad que, en relación con la conservación y archivo de los 
documentos electrónicos, establezca el Esquema Nacional de Seguridad, la normativa de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, la legislación de archivos 
y patrimonio histórico y cultural y la normativa específica que sea de aplicación. 

2. Asimismo, transcurridos dos años desde la entrada en vigor de este real decreto podrán 
destruirse las copias en papel de los documentos previstos en el artículo 49 del 
Reglamento que se encuentren en las oficinas de registro y de las que se haya obtenido 
en su momento la correspondiente copia electrónica. 

Disposición transitoria segunda. Portales de internet existentes y aplicaciones específicas en 
el ámbito estatal. 

1. La supresión de los portales de internet creados en el ámbito estatal antes de la entrada 
en vigor de este real decreto se regirá por las reglas aplicables en el momento de su 
creación. 
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2. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto, en el ámbito de 
cada ministerio se analizará la oportunidad del mantenimiento de sus portales de internet 
existentes y los de sus organismos públicos o entidades de derecho público vinculados o 
dependientes respectivos, así como de las páginas web promocionales («microsites»). 
Para ese análisis se aplicarán los mismos criterios previstos en el artículo 6 para la 
creación de nuevos portales y se decidirá acerca de su mantenimiento o su supresión. 

En caso de que se decida la supresión, se valorará si es pertinente o no incorporar en el 
PAGe de la Administración General del Estado la información que se ha contenido en 
dichos portales hasta la supresión. 

3. Realizado el proceso previsto en el apartado anterior, en el plazo máximo de un año 
desde la entrada en vigor de este real decreto se publicará en el PAGe de la 
Administración General del Estado una Resolución del Secretario General de Función 
Pública, en la que figurará el listado de portales de internet activos de la Administración 
General del Estado y de los organismos públicos o entidades de derecho público 
vinculados o dependientes de esta. 

4. En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de este real decreto, y a partir de 
la información facilitada por los ministerios, la Secretaría General de Administración 
Digital realizará el censo de aplicaciones específicas diseñadas para dispositivos móviles 
(«app») para su utilización en los procedimientos de la Administración General del Estado. 

5. En el ámbito de la Administración General del Estado, los portales de internet muy 
reconocidos e identificables por los usuarios, creados antes de la entrada en vigor de este 
real decreto se regirán por las reglas aplicables en el momento de su creación en cuanto a 
nomenclatura, sin necesidad de que modifiquen el nombre del dominio de segundo nivel. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa 

Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo dispuesto en 
este real decreto y, en concreto, el Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se 
desarrolla parcialmente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los servicios públicos. 

Disposición final primera. Títulos competenciales 

1. Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
procedimiento administrativo común y para dictar las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas. 

2. Los artículos 15, 16, 23, 26, 28.2, 28.3 y 29.4 y la disposición adicional tercera del 
Reglamento que aprueba este real decreto, en cuanto a su relación con la ciberseguridad 
y su impacto en la seguridad de las redes y sistemas de información se dictan, además, de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 149.1.21.ª y 149.1.29.ª de la Constitución, que 
atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de telecomunicaciones y en 
materia de seguridad pública, respectivamente. 

3. No tiene carácter básico y será de aplicación únicamente en el ámbito estatal lo dispuesto 
en: 

a) La disposición transitoria segunda y la disposición final tercera de este real decreto. 

b) El segundo párrafo del apartado 3 del artículo 3, los artículos 6, 7.4, 8, 10.3, 10.4, 
13.2, 17, 18.2, 19.3, 19.4, 21.4, 23.2, 24, 25.4, 28.3, 30.2, 31, 33, 36, 38.1, el segundo 
párrafo del apartado 4 del artículo 39, los artículos 40, 42.5, 48, 53.5, 55.2, 57, 60.3, 
62.2 y las disposiciones adicionales primera, segunda, cuarta, quinta, sexta, el 
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segundo apartado de la disposición adicional séptima del Reglamento que aprueba 
este real decreto. 

Disposición final cuarta. Habilitación normativa 

Se faculta a la persona titular del Ministerio de Política Territorial y Función Pública y a la 
persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital en el ámbito de 
sus competencias, para dictar las disposiciones y adoptar las medidas necesarias para el 
desarrollo y ejecución de este real decreto y del Reglamento que aprueba, así como para 
modificar el anexo del mismo. 

Disposición final quinta. Entrada en vigor 

Este real decreto entrará en vigor el día 2 de abril de 2021. 

 

2. REGLAMENTO DE ACTUACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO POR MEDIOS 
ELECTRÓNICOS 

 

TÍTULO PRELIMINAR. DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación 

1. Este Reglamento tiene por objeto el desarrollo de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en lo referido a la 
actuación y el funcionamiento electrónico del sector público. 

2. El ámbito subjetivo de aplicación es el establecido en el artículo 2 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, y el artículo 2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

Artículo 2. Principios generales 

El sector público deberá respetar los siguientes principios en sus actuaciones y relaciones 
electrónicas: 

a) Los principios de neutralidad tecnológica y de adaptabilidad al progreso de las 
tecnologías y sistemas de comunicaciones electrónicas, para garantizar tanto la 
independencia en la elección de las alternativas tecnológicas necesarias para 
relacionarse con las Administraciones Públicas por parte de las personas interesadas 
y por el propio sector público, como la libertad para desarrollar e implantar los 
avances tecnológicos en un ámbito de libre mercado. A estos efectos, el sector 
público utilizará estándares abiertos, así como, en su caso y de forma 
complementaria, estándares que sean de uso generalizado. 

Las herramientas y dispositivos que deban utilizarse para la comunicación por medios 
electrónicos, así como sus características técnicas, serán no discriminatorios, estarán 
disponibles de forma general y serán compatibles con los productos informáticos de 
uso general. 

b) El principio de accesibilidad, entendido como el conjunto de principios y técnicas que 
se deben respetar al diseñar, construir, mantener y actualizar los servicios 
electrónicos para garantizar la igualdad y la no discriminación en el acceso de las 
personas usuarias, en particular de las personas con discapacidad y de las personas 
mayores. 

c) El principio de facilidad de uso, que determina que el diseño de los servicios 
electrónicos esté centrado en las personas usuarias, de forma que se minimice el 
grado de conocimiento necesario para el uso del servicio. 
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d) El principio de interoperabilidad, entendido como la capacidad de los sistemas de 
información y, por ende, de los procedimientos a los que éstos dan soporte, de 
compartir datos y posibilitar el intercambio de información entre ellos. 

e) El principio de proporcionalidad, en cuya virtud sólo se exigirán las garantías y 
medidas de seguridad adecuadas a la naturaleza y circunstancias de los distintos 
trámites y actuaciones electrónicos. 

f) El principio de personalización y proactividad, entendido como la capacidad de las 
Administraciones Públicas para que, partiendo del conocimiento adquirido del 
usuario final del servicio, proporcione servicios precumplimentados y se anticipe a las 
posibles necesidades de los mismos. 

Artículo 3. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones 
Públicas 

1. Estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones 
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al 
menos, los sujetos a los que se refiere el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

2. Las personas físicas no obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con las 
Administraciones Públicas podrán ejercitar su derecho a relacionarse electrónicamente 
con la Administración Pública de que se trate al inicio del procedimiento y, a tal efecto, lo 
comunicarán al órgano competente para la tramitación del mismo de forma que este 
pueda tener constancia de dicha decisión. La voluntad de relacionarse electrónicamente 
o, en su caso, de dejar de hacerlo cuando ya se había optado anteriormente por ello, 
podrá realizarse en una fase posterior del procedimiento, si bien deberá comunicarse a 
dicho órgano de forma que quede constancia de la misma. En ambos casos, los efectos de 
la comunicación se producirán a partir del quinto día hábil siguiente a aquel en que el 
órgano competente para tramitar el procedimiento haya tenido constancia de la misma. 

3. De acuerdo con lo previsto en el apartado 3 del artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, la obligatoriedad de relacionarse electrónicamente podrá establecerse 
reglamentariamente por las Administraciones Públicas para determinados procedimientos 
y para ciertos colectivos de personas físicas que, por razón de su capacidad económica, 
técnica, dedicación profesional u otros motivos, quede acreditado que tienen acceso y 
disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 

A tal efecto, en el ámbito estatal la mencionada obligatoriedad de relacionarse por 
medios electrónicos con sus órganos, organismos y entidades de derecho público podrá 
ser establecida por real decreto acordado en Consejo de Ministros o por orden de la 
persona titular del Departamento competente respecto de los procedimientos de que se 
trate que afecten al ámbito competencial de uno o varios Ministerios cuya regulación no 
requiera de norma con rango de real decreto. Asimismo, se publicará en el Punto de 
Acceso General electrónico (PAGe) de la Administración General del Estado y en la sede 
electrónica o sede asociada que corresponda. 

Artículo 4. Canales de asistencia para el acceso a los servicios electrónicos 

Las Administraciones Públicas prestarán la asistencia necesaria para facilitar el acceso de las 
personas interesadas a los servicios electrónicos proporcionados en su ámbito competencial a 
través de alguno o algunos de los siguientes canales: 

a) Presencial, a través de las oficinas de asistencia que se determinen. 

b) Portales de internet y sedes electrónicas. 

c) Redes sociales. 

d) Telefónico. 
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e) Correo electrónico. 

f) Cualquier otro canal que pueda establecerse de acuerdo con lo previsto en el artículo 
12 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

 

TÍTULO I. PORTALES DE INTERNET, PUNTO DE ACCESO GENERAL ELECTRÓNICO Y SEDES 
ELECTRÓNICAS 

Artículo 5. Portales de internet de las Administraciones Públicas 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 39 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, se 
entiende por portal de internet el punto de acceso electrónico cuya titularidad 
corresponda a una Administración Pública, organismo público o entidad de derecho 
público que permite el acceso a través de internet a la información y, en su caso, a la sede 
electrónica o sede electrónica asociada correspondiente. 

2. Cada Administración podrá determinar los contenidos y canales mínimos de atención a las 
personas interesadas y de difusión y prestación de servicios que deban tener sus portales, 
así como criterios obligatorios de imagen institucional. En cualquier caso, deberán tenerse 
en cuenta los contenidos, formatos y funcionalidades que en la normativa de reutilización, 
accesibilidad y transparencia se establezcan como obligatorios para los sitios web. 

3. Los portales de internet dispondrán de sistemas que permitan el establecimiento de 
medidas de seguridad de acuerdo con lo establecido en Real Decreto 3/2010, de 8 de 
enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la 
Administración Electrónica. 

Artículo 6. Creación y supresión de portales de internet en el ámbito estatal 

1. En el ámbito estatal, la creación o supresión de portales se llevará a cabo por orden de la 
persona titular del ministerio correspondiente o por resolución de la persona titular del 
órgano superior, en el caso de la Administración General del Estado, y por resolución de la 
persona titular de la Presidencia o de la Dirección en el caso de sus organismos públicos y 
entidades de derecho público vinculados o dependientes. 

La creación requerirá informe favorable de la Comisión Ministerial de Administración 
Digital respectiva y posterior comunicación al Ministerio de Política Territorial y Función 
Pública y al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Para obtener 
dicho informe favorable, la propuesta de creación del nuevo portal se deberá justificar en 
términos de eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos e interés 
prioritario para la implantación de una política pública o la aplicación de la normativa de 
la Unión Europea o nacional y a tal efecto el órgano promotor de la creación del nuevo 
portal remitirá una memoria justificativa y económica. 

La supresión de portales requerirá la previa comunicación al Ministerio de Política 
Territorial y Función Pública y al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital. 

2. El acto o resolución de creación de un nuevo portal previsto en el apartado anterior 
contendrá, al menos, la identificación de su dirección electrónica, que deberá incluir el 
nombre de dominio de segundo nivel «.gob.es», su ámbito funcional y, en su caso, 
orgánico y la finalidad para la que se crea. Para facilitar su identificación, seguirán las 
disposiciones generales que se establezcan para la imagen institucional de la 
Administración General del Estado. 

3. En el ámbito estatal los portales de internet a los que se refiere este artículo deberán 
estar referenciados en el PAGe de la Administración General del Estado. 
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Artículo 7. Punto de Acceso General electrónico 

1. Las Administraciones Públicas contarán con un Punto de Acceso General electrónico 
(PAGe). 

2. El PAGe de cada Administración Pública facilitará el acceso a los servicios, trámites e 
información de los órganos, organismos públicos y entidades vinculados o dependientes 
de la Administración Pública correspondiente. 

3. El PAGe dispondrá de una sede electrónica, a través de la cual se podrá acceder a todas 
las sedes electrónicas y sedes asociadas de la Administración Pública correspondiente. 

Además, esta sede podrá incluir un área personalizada a través de la cual cada interesado, 
mediante procedimientos seguros que garanticen la integridad y confidencialidad de sus 
datos personales, podrá acceder a su información, al seguimiento de los trámites 
administrativos que le afecten y a las notificaciones y comunicaciones en el ámbito de la 
Administración Pública competente. 

4. El PAGe de la Administración General del Estado y su sede electrónica serán gestionados 
por el Ministerio de Política Territorial y Función Pública en colaboración con la Secretaría 
General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital. 

En dicha sede electrónica está alojada la Dirección Electrónica Habilitada única a la que se 
refiere el artículo 43 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

El PAGe de la Administración General del Estado, a través de su sede, permitirá la 
comprobación de la autenticidad e integridad de los documentos facilitados por el sector 
público estatal a través del Código Seguro de Verificación o de cualquier otro sistema de 
firma o sello basado en certificado electrónico cualificado que se haya utilizado en su 
generación. También permitirá, en su caso, su recuperación. 

5. El PAGe de la Administración General del Estado podrá interoperar con portales web 
oficiales de la Unión Europea. 

Artículo 8. Carpeta Ciudadana del sector público estatal 

1. La Carpeta Ciudadana es el área personalizada de las personas interesadas a que se 
refiere el artículo 7.3 en su relación con el sector público estatal. Además del interesado 
podrán acceder a la Carpeta Ciudadana: 

a) Sus representantes legales. 

b) Quien ostente un poder general previsto en el artículo 6.4.a) de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, otorgado por el interesado e inscrito en el Registro Electrónico de 
Apoderamientos. 

2. La Carpeta Ciudadana será accesible a través de la sede electrónica del PAGe de la 
Administración General del Estado y podrá ofrecer, entre otras, las funcionalidades 
siguientes para el interesado o sus representantes: 

a) Permitir el seguimiento del estado de tramitación de los procedimientos en que sea 
interesado, de acuerdo con lo previsto en el artículo 53.1.a) de la Ley 39/ 2015, de 1 
de octubre. 

b) Permitir el acceso a sus comunicaciones y notificaciones. 

c) Conocer qué datos suyos obran en poder del sector público estatal, sin perjuicio de 
las limitaciones que establezca la normativa vigente. 

d) Facilitar la obtención de certificaciones administrativas exigidas por la normativa 
correspondiente. 
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3. El interesado accederá a la Carpeta Ciudadana mediante los sistemas de identificación a 
los que se refiere el artículo 9.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

4. El interesado deberá asegurar el buen uso de los sistemas de identificación y velar por 
que el acceso a su carpeta Ciudadana solo se haga por sí mismo o por tercero autorizado. 

Artículo 9. Sedes electrónicas de las Administraciones Públicas 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 38 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, una sede 
electrónica es aquella dirección electrónica disponible para la ciudadanía por medio de 
redes de telecomunicaciones. Mediante dicha sede electrónica se realizarán todas las 
actuaciones y trámites referidos a procedimientos o a servicios que requieran la 
identificación de la Administración Pública y, en su caso, la identificación o firma 
electrónica de las personas interesadas. 

2. La titularidad de la sede electrónica corresponde a una Administración Pública, o bien a 
uno o varios organismos públicos o entidades de derecho público en el ámbito de sus 
competencias. 

Artículo 10. Creación y supresión de las sedes electrónicas y sedes electrónicas asociadas 

1. Se podrán crear una o varias sedes electrónicas asociadas a una sede electrónica 
atendiendo a razones técnicas y organizativas. La sede electrónica asociada tendrá 
consideración de sede electrónica a todos los efectos. 

2. El acto o resolución de creación o supresión de una sede electrónica o sede electrónica 
asociada será publicado en el boletín oficial que corresponda en función de cuál sea la 
Administración Pública titular de la sede o sede asociada y también en el directorio del 
Punto de Acceso General Electrónico que corresponda. En el caso de las entidades locales, 
el boletín oficial será el de la provincia al que pertenezca la entidad. 

El acto o resolución de creación determinará, al menos: 

a) El ámbito de aplicación de la sede electrónica o sede electrónica asociada. 

b) La identificación de la dirección electrónica de referencia de la sede electrónica o 
sede electrónica asociada que se cree, así como de las direcciones electrónicas de las 
sedes electrónicas que desde el momento de la creación ya sean asociadas de 
aquella. Las sedes electrónicas asociadas con posterioridad a la publicación del 
instrumento de creación se referenciarán en la mencionada dirección electrónica. 

c) La identificación de su titular. 

d) La identificación del órgano u órganos encargados de la gestión y de los servicios 
puestos a disposición en la misma. 

3. En el ámbito estatal, tanto la creación o supresión de una sede electrónica asociada a la 
sede electrónica del PAGe de la Administración General del Estado como la creación o 
supresión de sedes electrónicas o sedes electrónicas asociadas de los organismos públicos 
y entidades de derecho público vinculados o dependientes se hará mediante orden de la 
persona titular del Departamento competente o por resolución de la persona titular de la 
Presidencia o de la Dirección del organismo o entidad de derecho público competente, 
con el informe previo favorable del Ministerio de Política Territorial y Función Pública y 
del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. 

4. Para obtener los informes previos favorables a que se refiere el apartado anterior, la 
propuesta de creación de la nueva sede electrónica o, en su caso, sede electrónica 
asociada se tendrá que justificar, en términos de eficiencia en la asignación y utilización 
de recursos públicos. A tal efecto, el órgano promotor de la creación de la sede 
electrónica remitirá una memoria justificativa y económica en que se explicite el volumen 
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de trámites que está previsto gestionar a través de la misma, los efectos presupuestarios 
y económicos de su establecimiento, su incidencia en la reducción del tiempo de 
resolución de los procedimientos y de cargas administrativas para las personas 
interesadas y cualquier otra razón de interés general que justifique su creación. 

Artículo 11. Contenido y servicios de las sedes electrónicas y sedes asociadas 

1. Toda sede electrónica o sede electrónica asociada dispondrá del siguiente contenido 
mínimo a disposición de las personas interesadas: 

a) La identificación de la sede electrónica o sede electrónica asociada, así como del 
órgano u organismo titular de la misma y los órganos competentes para la gestión de 
la información, servicios, procedimientos y trámites puestos a disposición en ella. 

b) La identificación del acto o disposición de creación y el acceso al mismo, 
directamente o mediante enlace a su publicación en el Boletín Oficial 
correspondiente. 

c) La información necesaria para la correcta utilización de la sede electrónica, 
incluyendo su mapa o información equivalente, con especificación de la estructura de 
navegación y las distintas secciones disponibles, así como la relativa a propiedad 
intelectual, protección de datos personales y accesibilidad. 

d) La relación de sistemas de identificación y firma electrónica que sean admitidos o 
utilizados en la misma. 

e) La normativa reguladora del Registro al que se acceda a través de la sede electrónica. 

f) La fecha y hora oficial, así como el calendario de días inhábiles a efectos del cómputo 
de plazos aplicable a la Administración en que se integre el órgano, organismo 
público o entidad de derecho público vinculado o dependiente que sea titular de la 
sede electrónica o sede electrónica asociada. 

g) Información acerca de cualquier incidencia técnica que acontezca e imposibilite el 
funcionamiento ordinario del sistema o aplicación que corresponda, así como de la 
ampliación del plazo no vencido que, en su caso, haya acordado el órgano 
competente debido a dicha circunstancia. 

h) Relación actualizada de los servicios, procedimientos y trámites disponibles 

i) Relación actualizada de las actuaciones administrativas automatizadas vinculadas a 
los servicios, procedimientos y trámites descritos en la letra anterior. Cada una se 
acompañará de la descripción de su diseño y funcionamiento, los mecanismos de 
rendición de cuentas y transparencia, así como los datos utilizados en su 
configuración y aprendizaje. 

2. Las sedes electrónicas y sedes electrónicas asociadas dispondrán, al menos, de los 
siguientes servicios a disposición de las personas interesadas: 

a) Un acceso a los servicios y trámites disponibles en la sede electrónica o sede 
electrónica asociada, con indicación de los plazos máximos de duración de los 
procedimientos, excluyendo las posibles ampliaciones o suspensiones que en su caso, 
pudiera acordar el órgano competente. 

b) Un enlace para la formulación de sugerencias y quejas ante los órganos que en cada 
caso resulten competentes. 

c) Los mecanismos de comunicación y procedimiento de reclamación establecidos al 
respecto de los requisitos de accesibilidad de los sitios web y aplicaciones móviles del 
sector público. 

d) Un sistema de verificación de los certificados de la sede electrónica. 
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e) Un sistema de verificación de los sellos electrónicos de los órganos, organismos 
públicos o entidades de derecho público que abarque la sede electrónica o sede 
electrónica asociada. 

f) Un servicio de comprobación de la autenticidad e integridad de los documentos 
emitidos por los órganos, organismos públicos o entidades de derecho público 
comprendidos en el ámbito de la sede electrónica, que hayan sido firmados por 
cualquiera de los sistemas de firma conformes a la Ley 40/2015, 1 de octubre, y para 
los cuales se haya generado un código seguro de verificación. 

g) Un acceso a los modelos, y sistemas de presentación masiva, de uso voluntario, que 
permitan a las personas interesadas presentar simultáneamente varias solicitudes en 
la forma que establezca, en su caso, cada Administración, organismo público o 
entidad de derecho público titular de la sede electrónica o sede electrónica asociada. 

h) El acceso a los modelos normalizados de presentación de solicitudes que establezca, 
en su caso, cada Administración u organismo público o entidad de derecho público 
titular de la sede electrónica o sede electrónica asociada. 

i) Un servicio de consulta del directorio geográfico de oficinas de asistencia en materia 
de registros, que permita al interesado identificar la más próxima a su dirección de 
consulta. 

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 66.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, las 
Administraciones Públicas deberán mantener y actualizar en la sede electrónica 
correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes de sus órganos, 
centros o unidades administrativas. 

Artículo 12. Responsabilidad sobre la sede electrónica o sede electrónica asociada 

1. El titular de la sede electrónica y, en su caso, de la sede electrónica asociada, será 
responsable de la integridad, veracidad y actualización de la información y los servicios de 
su competencia a los que pueda accederse a través de la misma. 

2. En caso de que la sede electrónica o sede electrónica asociada contenga un enlace o 
vínculo a otra sede o sede asociada, será el titular de esta última el responsable de la 
integridad, veracidad y actualización de la información o procedimientos que figuren en la 
misma, sin perjuicio de la debida diligencia del titular de la primera respecto de la 
incorporación de los contenidos en la misma. 

3. En caso de que una sede electrónica o sede electrónica asociada contenga 
procedimientos, servicios o ambos, cuya competencia corresponda a otro órgano 
administrativo, organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, 
sea de la misma o de diferente Administración, el titular de la competencia será 
responsable de la integridad, veracidad y actualización de lo relativo a dichos 
procedimientos, servicios o ambos sin perjuicio de la debida diligencia del titular de la 
sede electrónica o sede electrónica asociada respecto de la incorporación de los 
contenidos en la misma. 

 

TÍTULO II. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO POR MEDIOS ELECTRÓNICOS 
CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 13. Actuación administrativa automatizada 

1. La tramitación electrónica de una actuación administrativa podrá llevarse a cabo, entre 
otras formas, de manera automatizada de acuerdo con lo previsto en el artículo 41 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre. 
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2. En el ámbito estatal la determinación de una actuación administrativa como 
automatizada se autorizará por resolución del titular del órgano administrativo 
competente por razón de la materia o del órgano ejecutivo competente del organismo o 
entidad de derecho público, según corresponda, y se publicará en la sede electrónica o 
sede electrónica asociada. La resolución expresará los recursos que procedan contra la 
actuación, el órgano administrativo o judicial, en su caso, ante el que hubieran de 
presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que las personas interesadas 
puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno y establecerá medidas adecuadas 
para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos de las personas 
interesadas. 

3. En el ámbito de las Entidades Locales, en caso de actuación administrativa automatizada 
se estará a lo dispuesto en la disposición adicional octava del Real Decreto 128/2018, de 
16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de 
Administración Local con habilitación de carácter nacional. 

Artículo 14. Régimen de subsanación 

1. Si existe la obligación del interesado de relacionarse a través de medios electrónicos y 
aquel no los hubiese utilizado, el órgano administrativo competente en el ámbito de 
actuación requerirá la correspondiente subsanación, advirtiendo al interesado, o en su 
caso su representante, que, de no ser atendido el requerimiento en el plazo de diez días, 
se le tendrá por desistido de su solicitud o se le podrá declarar decaído en su derecho al 
trámite correspondiente, previa resolución que deberá ser dictada en los términos 
previstos en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

Este régimen de subsanación será asimismo aplicable a las personas físicas no obligadas a 
relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas que, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.2, hayan ejercitado su derecho a relacionarse 
electrónicamente con la Administración Pública de que se trate. 

Cuando se trate de una solicitud de iniciación del interesado, la fecha de la subsanación se 
considerará a estos efectos como fecha de presentación de la solicitud de acuerdo con el 
artículo 68.4 de dicha ley. 

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 39.1 de este Reglamento, en el caso de que 
las Administraciones Públicas hayan determinado los formatos y estándares a los que 
deberán ajustarse los documentos presentados por el interesado, si este incumple dicho 
requisito se le requerirá para que, en el plazo de diez días, subsane el defecto advertido 
en los términos establecidos en los artículos 68.1, cuando se trate de una solicitud de 
iniciación, y 73.2, cuando se trate de otro acto, ambos de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
con la indicación de que, si así no lo hiciera y previa resolución que deberá ser dictada en 
los términos previstos en el artículo 21 de dicha ley, se le tendrá por desistido de su 
solicitud o se le podrá declarar decaído en su derecho al trámite correspondiente, 
respectivamente. 

3. En el caso de que el escrito o solicitud presentada adolezca de cualquier otro defecto 
subsanable, por la falta de cumplimiento de los requisitos exigidos en los artículos 66, 67 y 
73 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, o por la falta de otros requisitos exigidos por la 
legislación específica aplicable, se requerirá su subsanación en el plazo de diez días, en los 
términos de los artículos 68.1 y 73.1 de la citada ley. Este plazo podrá ser ampliado hasta 
cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la aportación de los 
documentos requeridos, en su caso, presente dificultades especiales, siempre que no se 
trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva. 
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CAPÍTULO II. DE LA IDENTIFICACIÓN Y AUTENTICACIÓN DE LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS Y LAS PERSONAS INTERESADAS 

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES COMUNES A LA IDENTIFICACIÓN Y AUTENTICACIÓN Y 
CONDICIONES DE INTEROPERABILIDAD 

Artículo 15. Sistemas de identificación, firma y verificación 

1. Las Administraciones Públicas admitirán, en sus relaciones por medios electrónicos, 
sistemas de firma electrónica que sean conformes a lo establecido en la normativa 
vigente sobre firma electrónica y resulten adecuados para garantizar la identificación de 
las personas interesadas y, en su caso, la autenticidad e integridad de los documentos 
electrónicos. 

2. Las Administraciones Públicas podrán utilizar los siguientes sistemas para su identificación 
electrónica y para garantizar el origen e integridad de los documentos electrónicos: 

a) Sistemas de identificación de las sedes electrónicas y sedes electrónicas asociadas. 

b) Sello electrónico basado en un certificado electrónico cualificado y que reúna los 
requisitos exigidos por la legislación de firma electrónica. 

c) Sistemas de firma electrónica para la actuación administrativa automatizada. 

d) Firma electrónica del personal al servicio de las Administraciones Públicas. 

e) Intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación, conforme a 
lo específicamente acordado entre las partes. 

3. Las personas interesadas podrán utilizar los siguientes sistemas de identificación y firma 
en sus relaciones electrónicas con las Administraciones Públicas: 

a) De acuerdo con lo previsto en el artículo 9.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, los 
interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas 
a través de los sistemas descritos en las letras a), b) y c) de dicho artículo. En este 
último supuesto los sistemas deberán ser autorizados previamente por la Secretaría 
General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, que solo podrá ser denegada por motivos de seguridad 
pública, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad del 
Ministerio del Interior. 

b) Asimismo, se considerarán válidos a efectos de firma electrónica ante las 
Administraciones Públicas los sistemas previstos en las letras a), b) y c) del artículo 
10.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

c) De acuerdo con lo previsto en el artículo 10.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las 
Administraciones Públicas podrán admitir los sistemas de identificación previstos en 
dicha ley como sistema de firma cuando permitan acreditar la autenticidad de la 
expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados. 

4. La Administración no será responsable de la utilización por terceras personas de los 
medios de identificación personal y firma electrónica del interesado, salvo que concurran 
los requisitos establecidos en el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, para la 
exigencia de responsabilidad patrimonial. 

Artículo 16. Plataformas de verificación de certificados electrónicos y de otros sistemas de 
identificación 

1. La Administración General del Estado dispondrá de una plataforma para la verificación de 
la vigencia y del contenido de los certificados cualificados admitidos en el sector público. 
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El sistema deberá permitir que tal verificación se pueda llevar a cabo de forma libre y 
gratuita, para el sector público. 

La Secretaría General de Administración Digital será el órgano responsable de esta 
plataforma, que estará disponible para todo el sector público previa formalización del 
correspondiente instrumento de adhesión. 

2. Esta plataforma dispondrá de una declaración de prácticas de validación en la que se 
detallarán las obligaciones que se comprometen a cumplir tanto la plataforma como las 
personas usuarias de la misma en relación con los servicios de verificación. Esta 
declaración estará disponible al público por vía electrónica y con carácter gratuito. 

3. Los prestadores cualificados de servicios de confianza deberán facilitar a esta plataforma 
el acceso electrónico y gratuito para la verificación de la vigencia de los certificados 
electrónicos emitidos por aquellos en virtud de su cualificación de acuerdo con la 
legislación aplicable en materia de servicios electrónicos de confianza. 

Artículo 17. Política de firma electrónica y de certificados en el ámbito estatal 

1. La política de firma electrónica y de certificados en el ámbito estatal, está constituida por 
las directrices y normas técnicas aplicables a la utilización de certificados y firma 
electrónica. 

2. Sin perjuicio de las obligaciones de los prestadores de servicios de confianza previstas en 
la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados aspectos de los servicios 
electrónicos de confianza y resto de normativa vigente, la política de firma electrónica y 
certificados deberá contener en todo caso: 

a) La definición de su ámbito de aplicación. 

b) Los requisitos de las firmas electrónicas presentadas ante los órganos de la 
Administración General del Estado y de sus organismos públicos y entidades de 
derecho público vinculados o dependientes. 

c) Las especificaciones técnicas y operativas para la definición y prestación de los 
servicios de confianza asociados a las nuevas formas de identificación y autenticación 
de la Administración General del Estado y de sus organismos públicos y entidades 
vinculados o dependientes recogidas en este Reglamento. 

3. La política de firma electrónica y certificados en el ámbito estatal será aprobada por 
Resolución de la persona titular de la Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia 
Artificial y se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» y en la sede electrónica del PAGe 
de la Administración General del Estado. 

SECCIÓN 2.ª IDENTIFICACIÓN ELECTRÓNICA DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y 
AUTENTICACIÓN DEL EJERCICIO DE SU COMPETENCIA 

Artículo 18. Identificación de las sedes electrónicas y de las sedes electrónicas asociadas 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 38 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, las sedes 
electrónicas y sedes electrónicas asociadas utilizarán, para identificarse y garantizar una 
comunicación segura con las mismas, certificados cualificados de autenticación de sitio 
web o medio equivalente. Dichos certificados electrónicos se ajustarán a lo señalado en el 
Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad, y la normativa vigente en materia de identidad y firma electrónica. 

2. En el ámbito estatal las sedes electrónicas y sedes electrónicas asociadas se identificarán 
mediante certificados cualificados de autenticación de sitio web. 

Con carácter adicional y para su identificación inmediata, los ciudadanos y ciudadanas 
dispondrán de la información general obligatoria que debe constar en las mismas de 
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acuerdo con lo establecido en este Reglamento. Las direcciones electrónicas que tengan 
la condición de sede electrónica o sede electrónica asociada deberán hacerlo constar de 
forma visible e inequívoca. Para facilitar su identificación, seguirán las disposiciones 
generales que se establezcan para la imagen institucional de la Administración General 
del Estado y su dirección electrónica incluirá el nombre de dominio «.gob.es». 

Artículo 19. Identificación mediante sello electrónico basado en certificado electrónico 
cualificado que reúna los requisitos exigidos por la legislación de firma electrónica 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 40 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, las 
Administraciones Públicas podrán identificarse mediante el uso de un sello electrónico 
basado en un certificado electrónico cualificado que reúna los requisitos exigidos por la 
legislación de firma electrónica. Estos certificados electrónicos incluirán el número de 
identificación fiscal y la denominación correspondiente, así como, en su caso, la identidad 
de la persona titular en el caso de los sellos electrónicos de órganos administrativos. 

2. La relación de sellos electrónicos utilizados por cada Administración Pública, incluyendo 
las características de los certificados electrónicos y los prestadores que los expiden, 
deberá ser pública y accesible por medios electrónicos, publicándose en la sede 
electrónica o sede asociada o en el portal de internet correspondiente. Además, cada 
Administración Pública adoptará las medidas adecuadas para facilitar la verificación de 
sus sellos electrónicos. 

3. En el ámbito estatal, la creación de sellos electrónicos se realizará mediante resolución de 
la persona titular de la Subsecretaría del Ministerio o de la persona titular de la 
Presidencia o de la Dirección del organismo público o entidad de derecho público 
vinculado o dependiente, que se publicará en la sede electrónica o sede electrónica 
asociada correspondiente. En dicha resolución deberá constar: 

a) El órgano, organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente 
titular del sello, que será el responsable de su utilización, con indicación de su 
Ministerio de adscripción, vinculación o dependencia. 

b) Características técnicas generales del sistema de firma y certificado aplicable. 

c) Servicio de validación para la verificación del certificado. 

d) Actuaciones y procedimientos en los que podrá ser utilizado. 

4. Los certificados de sello electrónico en el ámbito estatal tendrán, al menos, los siguientes 
contenidos: 

a) Descripción del tipo de certificado, con la denominación «sello electrónico». 

b) Nombre del suscriptor. 

c) Número de identificación fiscal del suscriptor. 

Artículo 20. Sistemas de firma electrónica para la actuación administrativa automatizada 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 42 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, en la 
tramitación administrativa automatizada de los procedimientos, cada Administración 
Pública podrá determinar los supuestos de utilización de los siguientes sistemas de firma 
electrónica: 

a) Sello electrónico de Administración Pública, órgano, organismo público o entidad de 
derecho público, a que se refiere el artículo 19 de este Reglamento, basado en 
certificado electrónico cualificado que reúna los requisitos exigidos por la legislación 
de firma electrónica. 

b) Código seguro de verificación vinculado a la Administración Pública, órgano, 
organismo público o entidad de derecho público, en los términos y condiciones 
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establecidos, permitiéndose en todo caso la comprobación de la integridad del 
documento mediante el acceso a la sede electrónica correspondiente. 

2. Cada Administración determinará los medios admitidos para la firma electrónica en las 
entidades de derecho privado vinculadas o dependientes cuando estas tramiten 
procedimientos de forma automatizada en el ejercicio de potestades administrativas. 

Artículo 21. Sistemas de firma basados en código seguro de verificación para la actuación 
administrativa automatizada 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 42.b) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, las 
Administraciones Públicas podrán utilizar sistemas de código seguro de verificación de 
documentos en el desarrollo de actuaciones automatizadas. 

Dicho código vinculará al órgano, organismo público o entidad de derecho público y, en su 
caso, a la persona firmante del documento, permitiéndose en todo caso la comprobación 
de la integridad del documento en la sede electrónica o sede electrónica asociada 
correspondiente mediante un procedimiento de verificación directo y gratuito para las 
personas interesadas. 

2. El sistema de código seguro de verificación deberá garantizar, en todo caso: 

a) El origen e integridad de los documentos mediante el acceso a la sede electrónica o 
sede electrónica asociada correspondiente. 

b) El carácter único del código generado para cada documento. 

c) Su vinculación con el documento generado y, en su caso, con el firmante. El código 
seguro de verificación y la dirección electrónica de acceso a la sede electrónica o 
sede electrónica asociada deberán integrarse preferentemente en todas las páginas 
del documento firmado con dicho código. Cualquier modificación del documento 
generado dará lugar a un nuevo documento con un código seguro de verificación 
diferente. 

d) La posibilidad de verificar el documento en la sede electrónica o sede electrónica 
asociada, como mínimo, por el tiempo que se establezca en la resolución que 
autorice la utilización de este procedimiento. Una vez que el documento deje de 
estar disponible en la sede electrónica o sede electrónica asociada, su disponibilidad 
por otros cauces se regirá por lo dispuesto en la estrategia de conservación 
implantada por cada Administración Pública a través de su política de gestión 
documental. 

e) Un acceso restringido al documento a quien disponga del código seguro de 
verificación, sin perjuicio de las garantías adicionales que se puedan establecer. 

3. En las comunicaciones de documentos electrónicos a otros órganos, organismos o 
entidades y cuando así lo determinen las partes implicadas, la interoperabilidad se 
garantizará mediante la superposición al código seguro de verificación de un sello 
electrónico de los previstos en el artículo 42 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, como 
mecanismo de verificación automática del origen e integridad de los documentos 
electrónicos en los términos que establezca la Norma Técnica de Interoperabilidad de 
Documento Electrónico. 

4. En el ámbito estatal, la utilización de este sistema requerirá resolución de la persona 
titular de la Subsecretaría del Ministerio o de la persona titular de la Presidencia o de la 
Dirección del organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, 
previo informe del Centro Criptológico Nacional y de la Secretaría General de 
Administración Digital. 

3. La orden o resolución de creación deberá incluir: 
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a) Actuaciones a las que es de aplicación el sistema. 

b) Órganos responsables de la aplicación del sistema. 

c) Disposiciones que resultan de aplicación a la actuación. 

d) Sede electrónica o sede electrónica asociada a la que pueden acceder las personas 
interesadas para la verificación del contenido de la actuación o documento. 

e) Plazo de disponibilidad para la verificación en la sede electrónica o sede electrónica 
asociada del código seguro de verificación aplicado a un documento. Este plazo será 
al menos de cinco años, salvo que en la normativa especial por razón de la materia se 
prevea un plazo superior. Transcurrido este tiempo, será necesario solicitarlo al 
órgano de la Administración Pública, organismo público o entidad de derecho público 
que emitió el documento. En este caso, cuando utilice medios electrónicos, la 
certificación de la verificación se realizará mediante firma electrónica del titular del 
órgano competente o del empleado o empleada público que tenga atribuida la 
actuación por aquel órgano. 

Artículo 22. Sistemas de firma electrónica del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 43 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, sin 
perjuicio de lo previsto en los artículos 18, 19 y 20 de este Reglamento, la actuación de 
una Administración Pública, organismo público o entidad de derecho público, cuando 
utilice medios electrónicos, se realizará mediante firma electrónica del titular del órgano 
competente o del empleado o empleada público a través del que se ejerza la 
competencia. 

2. Cada Administración Pública determinará los sistemas de firma electrónica que debe 
utilizar su personal. Estos sistemas podrán identificar de forma conjunta al titular del 
puesto de trabajo o cargo y a la Administración u órgano en la que presta sus servicios. 

3. Los certificados electrónicos de empleado público serán cualificados y se ajustarán a lo 
señalado en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y la legislación vigente en materia 
de identidad y firma electrónica. 

4. Cada Administración determinará los medios admitidos para la firma electrónica en las 
entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de esta cuando tramiten 
procedimientos en el ejercicio de potestades administrativas. 

Artículo 23. Certificados electrónicos de empleado público con número de identificación 
profesional 

1. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 22.3 de este Reglamento, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 43.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, los prestadores 
cualificados de servicios de confianza podrán consignar un número de identificación 
profesional en el certificado electrónico de empleado público, a petición de la 
Administración en la que presta servicios el empleado o empleada de que se trate, si 
dicho certificado se va a utilizar en actuaciones que afecten a información clasificada, a la 
seguridad pública, a la defensa nacional o a otras actuaciones para cuya realización esté 
legalmente justificado el anonimato. Estos certificados se denominarán «certificados 
electrónicos de empleado público con número de identificación profesional». 

2. En el ámbito estatal corresponderá solicitar la consignación de un número de 
identificación profesional del empleado o empleada público a la persona titular de la 
Subsecretaría del ministerio o a la persona titular de la Presidencia o de la Dirección del 
organismo público o entidad de derecho público en el que preste servicios el empleado o 
empleada público. 



 

 

 

 

ADENDA AUXILIAR ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JULIO 2019 – Vol II 

 www.academiatamargo.com 
Página 47 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
Mayo 2021 

 

3. La Administración solicitante del certificado conservará la documentación acreditativa de 
la identidad del titular. 

4. Los certificados electrónicos de empleado público con número de identificación 
profesional serán cualificados y se ajustarán a lo previsto en el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad y la legislación vigente en materia de identidad y firma electrónica y 
tendrán idéntico uso, capacidad y funcionalidad que el certificado electrónico de 
empleado público, aunque limitados a las actuaciones que justificaron su emisión. 

5. Las autoridades públicas competentes y los órganos judiciales, en el ejercicio de sus 
funciones y de acuerdo con la normativa vigente, podrán solicitar la revelación de la 
identidad del titular de un certificado de empleado público con número de identificación 
profesional mediante petición oficial dirigida a la Administración responsable de su 
custodia. 

Artículo 24. Sistemas de identificación y firma electrónica del personal al servicio de la 
Administración General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público 
vinculados o dependientes 

1. El personal al servicio de la Administración General del Estado y sus organismos públicos y 
entidades de derecho público vinculados o dependientes, podrá identificarse con aquellos 
sistemas que, entre los previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se establezcan en 
función del nivel de seguridad que corresponda al trámite de que se trate de acuerdo al 
Esquema Nacional de Seguridad. 

2. Dicho personal podrá firmar mediante sistemas de firma electrónica basados en 
certificados electrónicos cualificados facilitados específicamente a sus empleados y 
empleadas. Estos sistemas podrán ser utilizados por estos en el desempeño efectivo de su 
puesto de trabajo, para los trámites y actuaciones que realicen por razón del mismo, o 
para relacionarse con las Administraciones públicas cuando estas lo admitan. 

3. Se podrá disponer de sistemas de identificación de personal basados en repositorios de 
empleados públicos que permitan la relación de los empleados y empleadas públicos con 
servicios y aplicaciones necesarios para el ejercicio de sus funciones que en todo caso 
garanticen lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad. 

4. Los registros de personal de la Administración General del Estado podrán recoger los 
datos para la identificación electrónica de los empleados y empleadas públicos, así como 
su cesión a sistemas de identificación de personal basados en repositorios de identidades 
de empleados públicos. 

Artículo 25. Intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 44 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, los 
documentos electrónicos transmitidos en entornos cerrados de comunicaciones 
establecidos entre Administraciones Públicas, órganos, organismos públicos y entidades 
de derecho público, serán considerados válidos a efectos de autenticación e identificación 
de los emisores y receptores en las condiciones establecidas en este artículo. 

2. Cuando los participantes en las comunicaciones pertenezcan a una misma Administración 
Pública, esta establecerá las condiciones y garantías por las que se regirá, que 
comprenderán, al menos, la relación de emisores y receptores autorizados y la naturaleza 
de los datos a intercambiar. 

3. Cuando los participantes pertenezcan a distintas Administraciones Públicas, las 
condiciones y garantías citadas en el apartado anterior se establecerán mediante 
convenio suscrito entre aquellas. 
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4. En el ámbito estatal, las condiciones y garantías a que se refiere el apartado 2 serán 
establecidas por la Secretaría General de Administración Digital. 

5. En todo caso deberá garantizarse la seguridad del entorno cerrado de comunicaciones y la 
protección de los datos que se transmitan conforme a los requisitos establecidos en el 
Esquema Nacional de Seguridad 

 

SECCIÓN 3.ª IDENTIFICACIÓN Y FIRMA DE LAS PERSONAS INTERESADAS 

Artículo 26. Sistemas de identificación de las personas interesadas en el procedimiento 

1. De acuerdo con lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, los interesados podrán 
identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de cualquier 
sistema que cuente con un registro previo como usuario que permita garantizar su 
identidad. 

2. En particular, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9.2 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, serán admitidos los siguientes sistemas de identificación electrónica: 

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica 
expedidos por prestadores incluidos en la «Lista de confianza de prestadores 
cualificados de servicios de confianza». 

b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico 
expedidos por prestadores incluidos en la «Lista de confianza de prestadores 
cualificados de servicios de confianza». 

c) Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema que las Administraciones 
Públicas consideren válido, en los términos y condiciones que se establezca, siempre 
que cuenten con un registro previo como usuario que permita garantizar su 
identidad, previa autorización por parte de la Secretaría General de Administración 
Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, que solo 
podrá ser denegada por motivos de seguridad pública, previo informe vinculante de 
la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior. 

Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la utilización de uno de los sistemas 
previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun cuando se admita 
para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c). 

Artículo 27. Atributos mínimos de los certificados electrónicos cuando se utilizan para la 
identificación de las personas interesadas ante las Administraciones Públicas 

1. Los sistemas basados en certificados cualificados de firma electrónica admitidos por las 
Administraciones Públicas para la identificación electrónica de persona física a que se 
refiere el artículo 9.2.a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, emitidos al amparo de la Ley 
6/2020, de 11 de noviembre, deberán contener como atributos, al menos, su nombre y 
apellidos y su número de Documento Nacional de Identidad, Número de Identificación de 
Extranjero o Número de Identificación Fiscal que conste como tal de manera inequívoca. 
La comprobación de la identidad y otras circunstancias de los solicitantes del certificado, 
se realizará de conformidad con lo previsto en el artículo 7 de la Ley 6/2020, de 11 de 
noviembre. 

2. Los certificados electrónicos cualificados de representante de persona jurídica deberán 
contener, como mínimo, la denominación y el Número de Identificación Fiscal de la 
persona jurídica y el nombre y apellidos y número de Documento Nacional de Identidad, o 
Número de Identificación de Extranjero o Número de Identificación Fiscal de la persona 
que actúa como representante. 
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3. Los sistemas basados en certificados cualificados de sello electrónico admitidos por las 
Administraciones Públicas para la identificación electrónica de persona jurídica a que se 
refiere el artículo 9.2.b) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, emitidos al amparo de la Ley 
6/2020, de 11 de noviembre, deberán contener, como mínimo, su denominación y su 
Número de Identificación Fiscal. 

Artículo 28. Sistemas de clave concertada y otros sistemas de identificación de las personas 
interesadas 

1. Los sistemas de clave concertada o cualquier otro sistema que las Administraciones 
Públicas consideren válidos, admitidos para la identificación electrónica de persona física 
de conformidad con el artículo 9.2.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, deberán 
ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad y contener, como mínimo, el 
nombre y apellidos y el número de Documento Nacional de Identidad, Número de 
Identificación de Extranjero, Número de Identificación Fiscal y, para los casos en que así se 
establezca en la definición del sistema, el número de pasaporte. 

2. Los sistemas de identificación a que se refiere el apartado anterior deberán ser 
autorizados previamente por la Secretaría General de Administración Digital del 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, que solo podrá ser denegada 
por motivos de seguridad pública, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de 
Seguridad del Ministerio del Interior. 

3. En el ámbito estatal, la creación de los nuevos sistemas de identificación será aprobada 
por orden de la persona titular del Ministerio o, en su caso, resolución de la persona 
titular de la Presidencia o de la Dirección del organismo público o entidad de derecho 
público vinculado o dependiente por razón del ámbito material en que se vaya a utilizar, 
previa autorización de la Secretaría General de Administración Digital a que se refiere el 
apartado anterior. 

Cuando el nuevo sistema se refiera a la totalidad de la Administración General del Estado 
se requerirá Acuerdo del Consejo de Ministros a propuesta de la persona titular del 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. En este caso, este sistema 
deberá estar accesible a través de la Plataforma común del Sector Público Administrativo 
Estatal para la identificación, autenticación y firma electrónica mediante el uso de claves 
concertadas. 

Artículo 29. Sistemas de firma electrónica de las personas interesadas admitidos por las 
Administraciones Públicas y régimen de uso 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 10.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en el 
caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a 
través de medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma: 

a) Sistemas de firma electrónica reconocida o cualificada y avanzada basados en 
certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por prestadores 
incluidos en la «Lista de confianza de prestadores cualificados de servicios de 
confianza». 

b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en 
certificados electrónicos cualificados de sello electrónico incluidos en la «Lista de 
confianza de prestadores cualificados de servicios de confianza». 

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones Públicas consideren válido, en los 
términos y condiciones que se establezca, siempre que cuente con un registro previo 
como usuario que permita garantizar su identidad. 
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Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la utilización de uno de los sistemas 
previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos en todos sus 
trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo 
dispuesto en la letra c). 

2. El uso de la firma electrónica no excluye la obligación de incluir en el documento o 
comunicación electrónica los datos de identificación del interesado y, en su caso, del 
representante o la representante, que sean necesarios de acuerdo con la legislación que 
le sea aplicable. 

3. Los sistemas de firma electrónica que usen las personas interesadas permitirán que las 
Administraciones Públicas puedan verificar los datos consignados de la firma, de manera 
que se pueda vincular su identidad con el acto de firma. 

4. Los sistemas de firma electrónica previstos en la letra c) del apartado 1 deberán contar 
con la previa autorización de la Secretaría General de Administración Digital del Ministerio 
de Asuntos Económicos y Transformación Digital, que solo podrá ser denegada por 
motivos de seguridad pública, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de 
Seguridad del Ministerio del Interior. Asimismo, deberán cumplir con lo previsto en el Real 
Decreto 3/2010, de 8 de enero. 

5. De acuerdo con lo previsto en el artículo 10.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, cuando 
así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones 
Públicas podrán admitir los sistemas de identificación previstos en dicha ley como sistema 
de firma cuando permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y 
consentimiento de las personas interesadas. 

Artículo 30. Identificación o firma electrónica de las personas interesadas mediante personal 
funcionario público habilitado 

1. De acuerdo con lo previsto en el segundo párrafo del artículo 12.2 de la Ley 39/2015 de 1 
de octubre, si algún interesado no incluido en los apartados 2 y 3 del artículo 14 de la ley 
no dispusiera de los medios electrónicos necesarios para su identificación o firma 
electrónica en el procedimiento administrativo, estas podrán ser válidamente realizadas 
por personal funcionario público habilitado mediante el uso del sistema de firma 
electrónica del que esté dotado para ello. En este caso, será necesario que el interesado 
se identifique ante el funcionario o funcionaria y preste su consentimiento expreso para 
esta actuación, de lo que deberá quedar constancia por escrito para los casos de 
discrepancia o litigio. 

El funcionario habilitado entregará al interesado toda la documentación acreditativa del 
trámite realizado, así como una copia del documento de consentimiento expreso 
cumplimentado y firmado, cuyo formulario estará disponible en el Punto de Acceso 
General Electrónico de la respectiva Administración 

2. En el ámbito estatal la identificación y firma electrónica del interesado conforme al 
procedimiento descrito en el apartado anterior se realizará necesariamente por un 
funcionario público inscrito a tal efecto en el Registro de Funcionarios Habilitados de la 
Administración General del Estado. 

La identificación o firma electrónica en el procedimiento por personal funcionario público 
habilitado sólo será válida para los trámites y actuaciones que haya determinado con 
carácter previo cada ministerio, organismo público o entidad de derecho público 
vinculado o dependiente y en los términos que se especifiquen mediante orden conjunta 
de la persona titular del Ministerio de Política Territorial y Función Pública y de la persona 
titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. En el PAGe de la 
Administración General del Estado y en las sedes electrónicas asociadas de cada 
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ministerio o en la sede electrónica o sede asociada del organismo público o entidad de 
derecho público en su ámbito de competencia, se mantendrá una relación pública, 
permanentemente actualizada, de dichos trámites y actuaciones. 

Artículo 31. Registro de Funcionarios Habilitados de la Administración General del Estado 

1. Se crea el Registro de Funcionarios Habilitados en el ámbito de la Administración General 
del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes, en el que constarán inscritos: 

a) El personal funcionario habilitado para la identificación y firma electrónica de las 
personas interesadas en aquellos trámites y procedimientos que se determinen por 
el ministerio, organismo o entidad competente para su tramitación. 

b) El personal funcionario habilitado para la expedición de copias auténticas. Esta 
habilitación será conferida por los órganos a los que corresponda la emisión de los 
documentos originales, su custodia, el archivo de documentos o que en sus normas 
de competencia así se haya previsto. 

c) El personal funcionario habilitado que presta servicio en las oficinas de asistencia en 
materia de registros de la Administración General del Estado, que estará habilitados 
para la identificación y firma electrónica de las personas interesadas en aquellos 
trámites y procedimientos que se determinen y para la expedición de copias 
auténticas electrónicas de cualquier documento que estas presenten para que se 
remita desde la Oficina a la unidad competente para su incorporación a un 
expediente administrativo. 

2. El Registro de Funcionarios Habilitados será gestionado por la Secretaría de Estado de 
Política Territorial y Función Pública del Ministerio de Política Territorial y Función Pública, 
en colaboración con la Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital. Este Registro será interoperable con los 
sistemas equivalentes que ya existan en el ámbito de la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes. 

3. Este Registro deberá ser plenamente interoperable con los registros u otros sistemas 
equivalentes que se creen por las comunidades autónomas y las entidades locales a los 
efectos de comprobar la validez de las citadas habilitaciones. 

4. Mediante orden conjunta de la persona titular del Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública y de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital se regulará el funcionamiento del Registro de Funcionarios 
Habilitados 

 

SECCIÓN 4.ª ACREDITACIÓN DE LA REPRESENTACIÓN DE LAS PERSONAS INTERESADAS 

Artículo 32. Acreditación en la actuación por medio de representante 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, las 
personas interesadas con capacidad de obrar podrán actuar ante las Administraciones 
Públicas por medio de representante, bien sea una persona física con capacidad de obrar 
bien sea una persona jurídica cuando así esté previsto en sus Estatutos. 

2. Los representantes de las personas interesadas obligadas a relacionarse electrónicamente 
con las Administraciones Públicas están obligados a relacionarse electrónicamente en el 
ejercicio de dicha representación, de acuerdo con el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre. 
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3. La representación puede acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que 
deje constancia fidedigna de su existencia, entre otros: 

a) Mediante apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal en las 
oficinas de asistencia en materia de registros o comparecencia electrónica en la 
correspondiente sede electrónica o sede electrónica asociada. 

b) Mediante acreditación de su inscripción en el registro electrónico de apoderamientos 
de la Administración Pública competente o en sus registros particulares de 
apoderamientos. 

c) Mediante un certificado electrónico cualificado de representante. 

d) Mediante documento público cuya matriz conste en un archivo notarial o de una 
inscripción practicada en un registro mercantil. 

4. En el caso de actuaciones en nombre de persona jurídica, la capacidad de representación 
podrá acreditarse también mediante certificado electrónico cualificado de representante, 
entendiéndose en tal caso que el poder de representación abarca cualquier actuación 
ante cualquier Administración Pública. 

5. Asimismo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.7 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a 
personas físicas o jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones 
por medios electrónicos en representación de las personas interesadas. En la sede 
electrónica o sede electrónica asociada de cada una de las Administraciones Públicas se 
publicarán los trámites electrónicos que podrán realizarse con esta representación. 

Artículo 33. Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado 

1. A los efectos previstos en el artículo anterior y de acuerdo con el artículo 6 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, en el Registro Electrónico de Apoderamientos de la 
Administración General del Estado se inscribirán los apoderamientos de carácter general 
previstos en el artículo 6.4.a) de dicha ley otorgados «apud acta» a favor de 
representante, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de 
interesado en un procedimiento administrativo para actuar en su nombre ante las 
Administraciones Públicas. 

Asimismo, podrán inscribirse los poderes previstos en el artículo 6.4.b) de la ley para 
actuar ante la Administración General del Estado o ante un organismo público o entidad 
de Derecho Público vinculado o dependiente de la misma que no cuente con un registro 
electrónico de apoderamientos particular. Por último, podrán inscribirse los poderes 
previstos en el artículo 6.4.c) de la ley otorgados para realizar determinados trámites y 
actuaciones especificados en el poder ante los órganos de la Administración General del 
Estado o ante un organismo público o entidad de derecho público vinculado o 
dependiente de dicha Administración que no cuente con el citado registro particular. 

Constará en el Registro el bastanteo del poder realizado por los servicios jurídicos 
correspondientes, sin perjuicio de la apreciación concreta de su suficiencia en la 
actuación, trámite o procedimiento en que se emplee. 

2. El Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado será 
gestionado por el Ministerio de Política Territorial y Función Pública con la colaboración 
del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, y será accesible desde la 
sede electrónica del PAGe de la Administración General del Estado así como desde las 
sedes y sedes electrónicas asociadas de la Administración General del Estado y de los 
organismos públicos o entidades de derecho público vinculados o dependientes. 
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3. Sin perjuicio de este registro general de apoderamientos, cada organismo público o 
entidad de derecho público vinculado o dependiente de la Administración General del 
Estado podrá disponer de un registro particular de apoderamientos en el que se inscriban 
los poderes otorgados por quien ostente la condición de interesado para realizar los 
trámites específicos de su competencia y cuya gestión corresponderá al propio organismo 
o entidad. 

En estos registros particulares no podrán inscribirse los poderes previstos en el artículo 
6.4.a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

4. El Registro Electrónico de Apoderamientos y los registros particulares deberán ser 
interoperables y no tienen carácter público, por lo que el interesado sólo podrá acceder a 
la información de los apoderamientos de los que sea poderdante o apoderado. 

5. Mediante orden conjunta de la persona titular del Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública y de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital se regularán los requisitos y condiciones de funcionamiento del 
Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. 

Artículo 34. Acreditación de la representación mediante certificado electrónico cualificado 
de representante 

1. La representación podrá acreditarse ante la Administración con un certificado electrónico 
cualificado de representante de persona jurídica que sea acorde a lo previsto en el 
artículo 28 y el Anexo I del al Reglamento (UE) 910/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de 
confianza para las transacciones, electrónicas en el mercado interior y por la que se 
deroga la Directiva 1999/93/CE (en adelante, Reglamento eIDAS) y a la Política marco de 
Firma Electrónica y de certificados a que hace referencia el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad y, además, haya sido expedido a quien tenga un poder general para 
llevar a cabo cualquier actuación administrativa y ante cualquier Administración. 

2. La aceptación de certificados electrónicos cualificados de representante de persona 
jurídica de alcance no general estará sujeta al Reglamento eIDAS, a la Política Marco de 
Firma Electrónica y de Certificados a que hace referencia el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad y además, a los requisitos que disponga cada Administración. 

Artículo 35. Acreditación y verificación de las representaciones que resulten de un 
documento público notarial o certificación de un Registro Mercantil 

1. Cuando la representación alegada resulte de un documento público notarial, o de una 
certificación expedida por un registro mercantil, el interesado deberá aportar la 
certificación registral electrónica correspondiente o al menos expresar el código seguro u 
otro sistema de acceso y verificación del documento electrónico. 

2. Las Administraciones Públicas efectuarán la verificación de la autenticidad e integridad del 
traslado a papel y el acceso a los metadatos necesarios para la tramitación automatizada 
de la certificación registral electrónica, mediante el acceso electrónico y gratuito a la 
dirección electrónica que el Consejo General del Notariado o el Colegio de Registradores, 
respectivamente, habrán de tener habilitada a tales efectos. 

3. Asimismo, las Administraciones Públicas, cuando necesiten comprobar la vigencia, 
revocación o cese de representaciones inscritas en el Registro Mercantil, consultarán 
electrónicamente y de modo gratuito el Registro Mercantil. 

Artículo 36. Autorización de representantes de terceros por la Administración General del 
Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes 
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1. La Administración General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho 
público vinculados o dependientes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.7 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, podrán habilitar con carácter general o específico a personas 
físicas o jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones 
electrónicas en representación de las personas interesadas. 

2. La habilitación requerirá la firma previa de un convenio entre el Ministerio, organismo 
público o entidad de derecho público vinculado o dependiente competente y la 
organización o corporación de que se trate, de acuerdo de lo previsto en el capítulo VI del 
título Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. El convenio deberá especificar, al 
menos, los procedimientos y trámites objeto de la habilitación, y las condiciones y 
obligaciones aplicables tanto a la entidad firmante del convenio, como a las personas 
físicas o jurídicas habilitadas y determinará la presunción de validez de la representación. 

A estos efectos, podrá acordarse un modelo normalizado de convenio que permita dar 
soporte a esta habilitación en los términos y condiciones que las partes acuerden, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y que incluya como anexo el 
modelo individualizado de adhesión al convenio que, previendo expresamente la 
aceptación de su contenido íntegro, deben suscribir las personas físicas o jurídicas 
miembros de las organizaciones o corporaciones firmantes que se adhieran al mismo. 

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 32.5, en el ámbito de la Administración General 
del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes, los trámites electrónicos que podrán realizarse con esta representación se 
publicarán en la sede electrónica del PAGe de la Administración General del Estado y en 
las respectivas sedes electrónicas o sedes electrónicas asociadas. 

 

CAPÍTULO III. REGISTROS, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS 

SECCIÓN 1.ª REGISTROS ELECTRÓNICOS 

Artículo 37. Registro electrónico 

1. Las Administraciones Públicas dispondrán de registros electrónicos para la recepción y 
remisión de solicitudes, escritos y comunicaciones, que deberán ser plenamente 
interoperables de manera que se garantice su compatibilidad informática e interconexión 
en los términos previstos en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre y en el 
artículo 60 de este Reglamento. 

2. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General en el que hará el 
asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano 
administrativo, organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente. 
Los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de 
cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico plenamente 
interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración a 
la que estén vinculados o de la que dependan. 

3. Los registros electrónicos admitirán: 

a) Documentos electrónicos normalizados correspondientes a los servicios, 
procedimientos y trámites que se especifiquen conforme a lo dispuesto en la norma 
de creación del registro, cumplimentados de acuerdo con formatos preestablecidos. 

b) Cualquier solicitud, escrito o comunicación distinta de los mencionados en el párrafo 
anterior dirigido a cualquier Administración Pública. 

4. De acuerdo con el artículo 16.8 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, no se tendrán por 
presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial 
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establezca otra forma de presentación. En estos supuestos, el órgano administrativo 
competente para la tramitación del procedimiento comunicará esta circunstancia al 
interesado e informará de los requisitos exigidos por la legislación específica aplicable 

Artículo 38. Registro Electrónico General de la Administración General del Estado 

1. El Registro Electrónico General de la Administración General del Estado será gestionado 
por el Ministerio de Política Territorial y Función Pública en colaboración con el Ministerio 
de Asuntos Económicos y Transformación Digital y se configura como el conjunto 
agregado de: 

a) Los asientos practicados a través de las aplicaciones de que dispongan las unidades 
que realicen anotaciones en registro. 

b) Las anotaciones que se realicen en cualquier aplicación que proporcione soporte a 
procedimientos específicos. 

c) Las anotaciones que se practiquen por medio del servicio electrónico para la 
presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones que no dispongan de modelos 
normalizados de presentación, independientemente de las Administraciones Públicas 
u organismos públicos o entidades de derecho público vinculados o dependientes a 
las que vayan dirigidos. Dicho servicio electrónico será accesible desde la sede 
electrónica del PAGe de la Administración General del Estado. 

2. Las anotaciones en el Registro General de la Administración General del Estado tendrán 
plena eficacia y validez para todas las Administraciones Públicas. 

Artículo 39. Presentación y tratamiento de documentos en registro 

1. Las Administraciones Públicas podrán determinar los formatos y estándares a los que 
deberán ajustarse los documentos presentados por las personas interesadas en el registro 
siempre que cumplan con lo previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y 
normativa correspondiente. 

2. En el caso de que se detecte código malicioso susceptible de afectar a la integridad o 
seguridad del sistema en documentos que ya hayan sido registrados, se requerirá su 
subsanación al interesado que los haya aportado de acuerdo con lo previsto en el artículo 
14.3 de este Reglamento. 

3. Los documentos en soporte no electrónico se presentarán a través de las oficinas de 
asistencia en materia de registros. Cuando se presenten documentos originales o copias 
auténticas en soporte no electrónico, desde el momento en que sean digitalizados 
conforme a lo dispuesto en las correspondientes normas técnicas de interoperabilidad, 
tendrán la consideración de copia electrónica auténtica de documento en soporte papel 
con la misma validez para su tramitación que los documentos aportados en soporte papel, 
conforme a las previsiones del artículo 27 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

4. Cuando el tamaño de los documentos registrados exceda la capacidad que se determine 
para el Sistema de Interconexión de Registros (SIR), su remisión a la Administración y 
órgano al que van dirigidos podrá sustituirse por la puesta a disposición de los 
documentos, previamente depositados en un repositorio de intercambio de ficheros. 

En ámbito de la Administración General del Estado dicho repositorio de intercambio de 
ficheros será de titularidad pública y tanto los documentos depositados como los datos 
que estos contengan no podrán ser utilizados para fines distintos a los previstos en la 
normativa que regule el procedimiento para el que han sido objeto de registro. 

5. Los documentos presentados en las oficinas de asistencia en materia de registro serán 
devueltos a las personas interesadas inmediatamente tras su digitalización o, en caso 
contrario, se les aplicará lo previsto en el artículo 53 de este Reglamento. 
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6. El archivo de los documentos intercambiados por registro corresponderá al órgano 
competente para la tramitación del procedimiento, de acuerdo al plazo que determine su 
normativa. 

Artículo 40. Oficinas de asistencia en materia de registros en el ámbito de la Administración 
General del Estado 

1. Las Oficinas de asistencia en materia de registros tienen naturaleza de órgano 
administrativo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre. 

La creación de nuevas Oficinas, así como la modificación o supresión de las existentes se 
realizará conforme a lo previsto en el artículo 59.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 

2. La Administración General del Estado contará con un directorio geográfico de las Oficinas 
de asistencia en materia de registros que será gestionado por el Ministerio de Política 
Territorial y Función Pública. A tal efecto, el órgano del que dependa la correspondiente 
Oficina de asistencia deberá comunicar de forma inmediata al citado Ministerio la 
aprobación de la norma por la que se cree, modifique o suprima dicha oficina, de acuerdo 
con lo establecido en el Esquema Nacional de Interoperabilidad, garantizando su 
actualización permanente. 

3. Las Oficinas de asistencia en materia de registros desarrollarán las siguientes funciones: 

a) La digitalización de las solicitudes, escritos y comunicaciones en papel que se 
presenten o sean recibidos en la Oficina y se dirijan a cualquier órgano, organismo 
público o entidad de derecho público de cualquier Administración Pública, así como 
su anotación en el Registro Electrónico General o Registro electrónico de cada 
organismo o entidad según corresponda. 

b) La anotación, en su caso, de los asientos de salida que se realicen de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

c) La emisión del correspondiente recibo que acredite la fecha y hora de presentación 
de solicitudes, comunicaciones y documentos que presenten las personas 
interesadas. 

d) La expedición de copias electrónicas auténticas tras la digitalización de cualquier 
documento original o copia auténtica que presenten las personas interesadas y que 
se vaya a incorporar a un expediente administrativo a través de dicha oficina en el 
registro electrónico correspondiente. 

e) La información en materia de identificación y firma electrónica, para la presentación 
de solicitudes, escritos y comunicaciones a través de medios electrónicos en los 
trámites y procedimientos para los que se haya conferido habilitación. 

f) La identificación o firma electrónica del interesado, cuando se trate de una persona 
no obligada a la relación electrónica con la Administración, en los procedimientos 
administrativos para los que se haya previsto habilitación. 

g) La práctica de notificaciones, en el ámbito de actuación de esa Oficina, cuando el 
interesado o su representante comparezcan de forma espontánea en la Oficina y 
solicite la comunicación o notificación personal en ese momento. 

h) La comunicación a las personas interesadas del código de identificación del órgano, 
organismo público o entidad a la que se dirige la solicitud, escrito o comunicación. 

i) La iniciación de la tramitación del apoderamiento presencial apud acta en los 
términos previstos en el artículo 6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

j) Cualesquiera otras funciones que se les atribuyan legal o reglamentariamente. 
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SECCIÓN 2.ª COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS 

Artículo 41. Comunicaciones administrativas a las personas interesadas por medios 
electrónicos 

Cuando de acuerdo con lo previsto en el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, la 
relación de las personas interesadas con las Administraciones Públicas deba realizarse por 
medios electrónicos, serán objeto de comunicación al interesado por medios electrónicos, al 
menos: 

a) La fecha y, en su caso, hora efectiva de inicio del cómputo de plazos que haya de 
cumplir la Administración tras la presentación del documento o documentos en el 
registro electrónico, de acuerdo con lo previsto en el artículo 31.2.c) de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre. 

b) La fecha en que la solicitud ha sido recibida en el órgano competente, el plazo 
máximo para resolver el procedimiento y para la práctica de la notificación de los 
actos que le pongan término, así como de los efectos del silencio administrativo, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 21.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

c) La solicitud de pronunciamiento previo y preceptivo a un órgano de la Unión Europea 
y la notificación del pronunciamiento de ese órgano de la Unión Europea a la 
Administración instructora de acuerdo con lo previsto en el artículo 22.1.b) de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre. 

d) La existencia, desde que se tenga constancia de la misma, de un procedimiento no 
finalizado en el ámbito de la Unión Europea que condicione directamente el 
contenido de la resolución, así como la finalización de dicho procedimiento de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 22.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

e) La solicitud de un informe preceptivo a un órgano de la misma o distinta 
Administración y la recepción, en su caso, de dicho informe, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 22.1.d) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

f) La solicitud de previo pronunciamiento de un órgano jurisdiccional, cuando este sea 
indispensable para la resolución del procedimiento, así como el contenido del 
pronunciamiento cuando la Administración actuante tenga la constancia del mismo 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 22.1.g) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

g) La realización del requerimiento de anulación o revisión de actos entre 
administraciones previsto en el artículo 22.2.a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
así como su cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente recurso 
contencioso-administrativo. 

Artículo 42. Práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 43.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, las 
notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede 
electrónica o sede electrónica asociada de la Administración, organismo público o entidad 
de derecho público vinculado o dependiente actuante, a través de la Dirección Electrónica 
Habilitada única o mediante ambos sistemas, según disponga cada Administración, 
organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, debiendo 
quedar constancia de la fecha y hora del acceso al contenido de la misma, o del rechazo 
de la notificación. 

En caso de que la Administración, organismo o entidad actuante lleve a cabo la puesta a 
disposición de las notificaciones por ambos sistemas, para el cómputo de plazos y el resto 
de efectos jurídicos se tomará la fecha y hora de acceso al contenido o el rechazo de la 
notificación por el interesado o su representante en el sistema en el que haya ocurrido en 
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primer lugar. A tal efecto se habrá de disponer de los medios electrónicos necesarios para 
sincronizar de forma automatizada en uno y otro sistema la información sobre el estado 
de la notificación con objeto de garantizar la eficacia y seguridad jurídica en la tramitación 
del procedimiento. 

2. Con independencia de que un interesado no esté obligado a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones Públicas o de que no haya comunicado que se 
le practiquen notificaciones por medios electrónicos, su comparecencia voluntaria o la de 
su representante en la sede electrónica o sede asociada de una Administración, 
organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente o a través de la 
Dirección Electrónica Habilitada única, y el posterior acceso al contenido de la notificación 
o el rechazo expreso de esta tendrá plenos efectos jurídicos. 

3. La notificación por comparecencia en la sede electrónica o sede electrónica asociada y a 
través de la Dirección Electrónica Habilitada única conlleva la puesta a disposición del 
interesado de un acuse de recibo que permita justificar bien el acceso al contenido de la 
notificación, bien el rechazo del interesado a recibirla. 

El acuse contendrá, como mínimo, la identificación del acto notificado y la persona 
destinataria, la fecha y hora en la que se produjo la puesta a disposición y la fecha y hora 
del acceso a su contenido o del rechazo. 

4. En los supuestos de sucesión de personas físicas o jurídicas, inter vivos o mortis causa, la 
persona o entidad que sucede al interesado comunicará la sucesión al órgano competente 
de la tramitación del procedimiento de cuya existencia tenga conocimiento. Dicha 
comunicación deberá efectuarse tras la efectividad de la sucesión o desde la inscripción 
de la defunción en el Registro Civil, en el caso de fallecimiento de persona física. 

El órgano responsable de la tramitación procederá, en su caso, en procedimientos no 
finalizados, a autorizar a la persona o entidad sucesora el acceso a las notificaciones 
electrónicas ya practicadas desde la fecha del hecho causante de la sucesión y a practicar 
a dicha persona o entidad sucesora las notificaciones electrónicas que se produzcan en lo 
sucesivo. En el caso en el que la persona física sucesora no estuviera obligada a 
relacionarse electrónicamente con la Administración y no opte por este cauce de relación, 
las notificaciones que se produzcan en lo sucesivo deberán practicarse en papel, sin 
perjuicio de la garantía de acceso al expediente completo. 

La persona o entidad que suceda al interesado en un procedimiento del que conozca su 
existencia debe comunicar, conforme a lo expuesto en los párrafos anteriores, la sucesión 
a la Administración Pública a la que corresponda la tramitación de aquel, en el plazo de 15 
días hábiles, desde el día siguiente al de la efectividad de la sucesión o desde la inscripción 
de la defunción en el Registro Civil, en el caso de fallecimiento de persona física. Si la 
persona o entidad sucesora efectúa la comunicación después de dicho plazo, los defectos 
en la práctica de notificaciones que se deriven de este incumplimiento, que hubieran 
acaecido con anterioridad a dicha comunicación, le serán imputables al interesado; 
dándose por cumplida por la Administración, a todos los efectos, la obligación de puesta a 
disposición de la notificación electrónica en la sede electrónica o sede electrónica 
asociada, a través de la Dirección Electrónica Habilitada única o ambas, según proceda, a 
la persona jurídica o persona física cuya sucesión el interesado no ha hecho valer. 

5. Toda notificación cuyo emisor pertenezca al ámbito estatal a que se refiere el artículo 1.2 
de este Reglamento se pondrá a disposición del interesado a través de la Dirección 
Electrónica Habilitada única, incluyendo el supuesto previsto en el artículo 42.1 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre. Asimismo, los emisores de ámbito estatal podrán notificar en 
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su sede electrónica o sede electrónica asociada de forma complementaria a la puesta a 
disposición en la Dirección Electrónica Habilitada única. 

Artículo 43. Aviso de puesta a disposición de la notificación 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 41.6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, con 
independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las 
Administraciones Públicas, organismos públicos o entidades de derecho público 
vinculados o dependientes enviarán al interesado o, en su caso, a su representante, aviso 
informándole de la puesta a disposición de la notificación bien en la Dirección Electrónica 
Habilitada única, bien en la sede electrónica o sede electrónica asociada de la 
Administración, u Organismo o Entidad o, en su caso, en ambas. 

La falta de práctica de este aviso, de carácter meramente informativo, no impedirá que la 
notificación sea considerada plenamente válida. 

El aviso se remitirá al dispositivo electrónico o la dirección de correo electrónico que el 
interesado haya comunicado voluntariamente al efecto, o a ambos, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 41.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

El interesado se hace responsable, por la comunicación a la Administración, organismo 
público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, de que dispone de acceso 
al dispositivo o dirección de correo electrónico designados. En caso de que dejen de estar 
operativos o pierda la posibilidad de acceso, el interesado está obligado a comunicar a la 
Administración que no se realice el aviso en tales medios. El incumplimiento de esta 
obligación por parte del interesado no conllevará responsabilidad alguna para la 
Administración por los avisos efectuados a dichos medios no operativos. 

El aviso regulado en este apartado sólo se practicará en caso de que el interesado o su 
representante hayan comunicado a la Administración un dispositivo electrónico o 
dirección de correo electrónico al efecto. 

2. Cuando el interesado sea un sujeto obligado a relacionarse por medios electrónicos y la 
Administración emisora de la notificación no disponga de datos de contacto electrónicos 
para practicar el aviso de su puesta a disposición, en los procedimientos iniciados de oficio 
la primera notificación que efectúe la Administración, organismo o entidad se realizará en 
papel en la forma determinada por el artículo 42.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
advirtiendo al interesado en esa primera notificación que las sucesivas se practicarán en 
forma electrónica por comparecencia en la sede electrónica o sede electrónica asociada 
que corresponda o, en su caso, a través de la Dirección Electrónica Habilitada única según 
haya dispuesto para sus notificaciones la Administración, organismo o entidad respectivo, 
y dándole a conocer que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 41.1 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, puede identificar un dispositivo electrónico, una dirección de correo 
electrónico o ambos para el aviso de la puesta a disposición de las notificaciones 
electrónicas posteriores. 

3. Las Administraciones podrán crear bases de datos de contacto electrónico para la práctica 
de los avisos de puesta a disposición de notificaciones en su respectivo ámbito. 

Artículo 44. Notificación a través de la Dirección Electrónica Habilitada única 

1. La Dirección Electrónica Habilitada única es el sistema de información para la notificación 
electrónica cuya gestión corresponde al Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital en colaboración con el Ministerio de Política Territorial y Función 
Pública. 

2. De acuerdo con lo previsto en el artículo 7.4, la Dirección Electrónica Habilitada única se 
aloja en la sede electrónica del PAGe de la Administración General del Estado. 
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3. La adhesión a la Dirección Electrónica Habilitada única se realizará en los términos 
previstos en el artículo 65. 

Todas las Administraciones Públicas y sus organismos públicos y entidades de derecho 
público vinculados o dependientes colaborarán para establecer sistemas interoperables 
que permitan que las personas físicas y jurídicas puedan acceder a todas sus 
notificaciones a través de la Dirección Electrónica Habilitada única, tal como establece el 
artículo 43 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

Esta previsión será aplicable con independencia de cuál sea la Administración que practica 
la notificación y si las notificaciones se han practicado en papel o por medios electrónicos. 

4. Cuando una incidencia técnica imposibilite el funcionamiento ordinario de la Dirección 
Electrónica Habilitada única, una vez comunicada dicha incidencia a los órganos, 
organismos o entidades emisores que la utilicen como medio de notificación, estos 
podrán determinar una ampliación del plazo no vencido para comparecer y acceder a las 
notificaciones emitidas. En caso de que también pongan a disposición las notificaciones 
en su sede electrónica o sede electrónica asociada, deberán publicar también en esta 
tanto la incidencia técnica acontecida en la Dirección Electrónica Habilitada única como la 
ampliación concreta, en su caso, del plazo no vencido. 

5. Con carácter previo al acceso al contenido de la notificación puesta a disposición del 
interesado en la Dirección Electrónica Habilitada única, este será informado de que de 
acuerdo con lo previsto en los artículos 41 y 43 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, dicho 
acceso al contenido, el rechazo expreso de la notificación o bien la presunción de rechazo 
por haber transcurrido el plazo de diez días naturales desde la puesta a disposición de la 
notificación sin acceder al contenido de la misma, dará por efectuado el trámite de 
notificación y se continuará el procedimiento. 

6. Para dar por efectuado el trámite de notificación a efectos jurídicos, en la Dirección 
Electrónica Habilitada única deberá quedar constancia, con indicación de fecha y hora, del 
momento del acceso al contenido de la notificación, del rechazo expreso de la misma o 
del vencimiento del plazo previsto en el artículo 43.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

El estado del trámite de notificación en la Dirección Electrónica Habilitada única se 
sincronizará automáticamente con la sede electrónica o sede electrónica asociada en la 
que, en su caso, la notificación también se hubiera puesto a disposición del interesado. 

Artículo 45. Notificación electrónica en sede electrónica o sede electrónica asociada 

1. Con carácter previo al acceso al contenido de la notificación puesta a disposición del 
interesado en la sede electrónica o sede electrónica asociada del emisor de la misma, este 
será informado de que de acuerdo con lo previsto en los artículos 41 y 43 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, la comparecencia y acceso al contenido, el rechazo expreso de 
la notificación o bien la presunción de rechazo por haber transcurrido el plazo de diez días 
naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin acceder al contenido de la 
misma dará por efectuado el trámite de notificación y se continuará el procedimiento. 

2. Para dar por efectuado el trámite de notificación a efectos jurídicos, en la sede electrónica 
o sede electrónica asociada deberá quedar constancia, con indicación de fecha y hora, del 
momento del acceso al contenido de la notificación, del rechazo expreso de la misma o 
del vencimiento del plazo previsto en el artículo 43.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

El estado del trámite de notificación en la sede electrónica o sede electrónica asociada se 
sincronizará automáticamente con la Dirección Electrónica Habilitada única si la 
notificación también se hubiera puesto a disposición del interesado en aquella. 
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3. De conformidad con el artículo 43.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se entenderá 
cumplida la obligación de notificar en plazo por parte de la Administración, a que se 
refiere el artículo 40.4 de dicha ley, con la puesta a disposición de la notificación en la 
sede o en la dirección electrónica habilitada única. 

 

TÍTULO III. EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO ELECTRÓNICO 

CAPÍTULO I. DOCUMENTO ADMINISTRATIVO ELECTRÓNICO Y COPIAS 

Artículo 46. Documento administrativo electrónico 

1. Se entiende por documento administrativo electrónico la información de cualquier 
naturaleza en forma electrónica, archivada en un soporte electrónico, según un formato 
determinado y susceptible de identificación y tratamiento diferenciado admitido en el 
Esquema Nacional de Interoperabilidad y normativa correspondiente, y que haya sido 
generada, recibida o incorporada por las Administraciones Públicas en el ejercicio de sus 
funciones sujetas a Derecho administrativo. 

2. Cuando en el marco de un procedimiento administrativo tramitado por medios 
electrónicos el órgano actuante esté obligado a facilitar al interesado un ejemplar de un 
documento administrativo electrónico, dicho documento se podrá sustituir por la entrega 
de los datos necesarios para su acceso por medios electrónicos adecuados. 

Artículo 47. Requisitos de validez y eficacia de las copias auténticas de documentos 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 27.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, tendrá 
la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado 
original o de otra copia auténtica, la realizada, cualquiera que sea su soporte, por los 
órganos competentes de las Administraciones Públicas en las que quede garantizada la 
identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido. 

2. Las copias auténticas se expedirán siempre a partir de un original o de otra copia 
auténtica y tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales. 

Artículo 48. Órganos competentes para la emisión de copias auténticas de documentos en el 
ámbito estatal 

1. En el ámbito estatal, serán competentes para la expedición de copias auténticas de 
documentos públicos administrativos o documentos privados, que sean documentos 
originales o copias auténticas de documento original los siguientes órganos: 

a) Los órganos a los que corresponda la emisión de los documentos originales. 

b) Los órganos a los que corresponda la custodia y archivo de documentos. 

c) Los órganos que hayan previsto sus normas de competencia. 

d) Las oficinas de asistencia en materia de registros, respecto de los documentos 
originales o copias auténticas presentados por las personas interesadas para que se 
remitan desde la Oficina a la unidad competente para su incorporación a un 
expediente administrativo. 

2. La expedición de copias auténticas de documentos públicos administrativos o 
documentos privados, que sean documentos originales o copias auténticas de documento 
original, podrá llevarse a cabo mediante actuación administrativa automatizada o por 
personal funcionario habilitado inscrito en el Registro de Funcionarios Habilitados de la 
Administración General del Estado al que se refiere el artículo 31 de este Reglamento. 

3. Los titulares de los órganos que se relacionan en los párrafos a), b) c) y d) del apartado 1 
de este artículo designarán a los funcionarios y funcionarias habilitados para la emisión de 
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las copias electrónicas auténticas, que se llevará a cabo mediante el correspondiente 
proceso de digitalización. 

Artículo 49. Emisión de copias de documentos aportados en papel por el interesado 

Cuando el interesado presente en papel una copia de un documento público administrativo o 
de un documento privado para incorporarlo a un expediente administrativo, el proceso de 
digitalización por la Administración Pública generará una copia electrónica que tendrá el 
mismo valor que la copia presentada en papel. 

Artículo 50. Referencia temporal de los documentos administrativos electrónicos 

1. Todos los documentos administrativos electrónicos deberán llevar asociadas una de las 
siguientes modalidades de referencia temporal, de acuerdo con lo que determinen las 
normas reguladoras de los respectivos procedimientos: 

a) Marca de tiempo, entendiendo por tal la asignación por medios electrónicos de la 
fecha y, en su caso, la hora a un documento electrónico. 

b) Sello electrónico cualificado de tiempo, entendiendo por tal la asignación por medios 
electrónicos de una fecha y hora a un documento electrónico con la intervención de 
un prestador cualificado de servicios de confianza que asegure la exactitud e 
integridad de la marca de tiempo del documento. Los sellos electrónicos de tiempo 
no cualificados serán asimilables a todos los efectos a las marcas de tiempo. 

2. La marca de tiempo será utilizada en todos aquellos casos en los que las normas 
reguladoras no establezcan la utilización de un sello electrónico cualificado de tiempo 

La información relativa a las marcas y sellos electrónicos cualificados de tiempo se 
asociará a los documentos electrónicos en la forma que determine el Esquema Nacional 
de Interoperabilidad y normativa correspondiente. 

3. La relación de prestadores cualificados de servicios de confianza que prestan servicios de 
sellado de tiempo en el sector público deberá estar incluida en la «Lista de confianza de 
prestadores cualificados de servicios de confianza». 

Artículo 51. Configuración del expediente administrativo electrónico 

1. El foliado de los expedientes administrativos electrónicos se llevará a cabo mediante un 
índice electrónico autenticado que garantizará la integridad del expediente y permitirá su 
recuperación siempre que sea preciso. 

2. Un mismo documento electrónico podrá formar parte de distintos expedientes 
administrativos. 

3. El índice electrónico autenticado será firmado por el titular del órgano que conforme el 
expediente para su tramitación o bien podrá ser sellado electrónicamente en el caso de 
expedientes electrónicos que se formen de manera automática, a través de un sistema 
que garantice su integridad. 

Artículo 52. Ejercicio del derecho de acceso al expediente electrónico y obtención de copias 
de los documentos electrónicos 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 53.1.a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, el derecho 
de acceso de las personas interesadas que se relacionen electrónicamente con las 
Administraciones Públicas al expediente electrónico y, en su caso, a la obtención de copia total 
o parcial del mismo, se entenderá satisfecho mediante la puesta a disposición de dicho 
expediente en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o en la 
sede electrónica o sede electrónica asociada que corresponda. 

A tal efecto, la Administración destinataria de la solicitud remitirá al interesado o, en su caso a 
su representante, la dirección electrónica o localizador que dé acceso al expediente 
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electrónico puesto a disposición, garantizando aquella el acceso durante el tiempo que 
determine la correspondiente política de gestión de documentos electrónicos siempre de 
acuerdo con el dictamen de valoración emitido por la autoridad calificadora correspondiente, y 
el cumplimiento de la normativa aplicable en materia de protección de datos de carácter 
personal y de transparencia y acceso a la información pública y de patrimonio documental, 
histórico y cultural. 

Artículo 53. Tiempo de conservación y destrucción de documentos 

1. Los documentos presentados por el interesado en soporte papel que por cualquier 
circunstancia no le puedan ser devueltos en el momento de su presentación, una vez 
digitalizados serán conservados a su disposición durante seis meses para que pueda 
recogerlos, independientemente del procedimiento administrativo al que se incorporen o 
de la Administración Pública a que vayan dirigidos, salvo que reglamentariamente la 
Administración correspondiente establezca un plazo mayor. 

2. Los documentos presentados por el interesado en formato electrónico dentro de un 
dispositivo, que por cualquier circunstancia no le puedan ser devueltos en el momento de 
su presentación, una vez incorporados al expediente serán conservados a su disposición 
durante seis meses para que pueda recogerlos, independientemente del procedimiento 
administrativo al que se incorporen o de la Administración Pública a que vayan dirigidos, 
salvo que reglamentariamente la Administración correspondiente establezca un plazo 
mayor. 

3. Transcurrido el plazo previsto en los apartados anteriores, la destrucción de los 
documentos se realizará de acuerdo con las competencias del Ministerio de Cultura y 
Deporte o del órgano competente de la comunidad autónoma, y siempre que no se trate 
de documentos con valor histórico, artístico u otro relevante o de documentos en los que 
la firma u otras expresiones manuscritas o mecánicas confieran al documento un valor 
especial. 

4. Cuando la generación de copias electrónicas auténticas se realice a partir de documentos 
originales o copias auténticas de documentos en soporte no electrónico que se conserven 
formando parte de sus correspondientes expedientes y series documentales en 
cualesquiera de las oficinas, archivos o dependencias de cualquier organismo de las 
Administraciones públicas, dichos documentos originales o copias auténticas de 
documentos en soporte no electrónico se restituirán a sus oficinas, archivos o 
dependencias de origen, donde les será de aplicación la normativa específica en materia 
de archivos y conservación del patrimonio documental en su respectivo ámbito y 
siguiendo lo establecido por las autoridades calificadoras que correspondan. 

5. En el ámbito estatal, se estará a lo preceptuado en el Real Decreto 1164/2002, de 8 de 
noviembre, por el que se regula la conservación del patrimonio documental con valor 
histórico, el control de la eliminación de otros documentos de la Administración General 
del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público y la conservación de 
documentos administrativos en soporte distinto al original. 

 

CAPÍTULO II. ARCHIVO ELECTRÓNICO DE DOCUMENTOS 

Artículo 54. Conservación de documentos electrónicos 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 46 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, las 
Administraciones Públicas, así como sus organismos públicos y entidades de derecho 
público vinculados o dependientes, deberán conservar en soporte electrónico todos los 



 

 

 

 

ADENDA AUXILIAR ADMINISTRATIVO ESTADO Ed JULIO 2019 – Vol II 

 www.academiatamargo.com 
Página 64 

ACADEMIA TAMARGO S.L.U. 
 
Mayo 2021 

 

documentos que formen parte de un expediente administrativo y todos aquellos 
documentos con valor probatorio creados al margen de un procedimiento administrativo. 

La copia electrónica auténtica generada conforme a lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, tiene la consideración de patrimonio documental a efectos 
de aplicación de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español o la 
normativa autonómica correspondiente, siendo el periodo de conservación de los 
documentos el establecido por las autoridades calificadoras que correspondan. 

2. Cada Administración Pública, regulará los períodos mínimos de conservación de los 
documentos electrónicos, que formen parte del expediente de un procedimiento cuya 
tramitación haya concluido, conforme a su normativa específica de archivos y patrimonio 
documental. 

Cuando se tenga conocimiento por la Administración Pública, organismo o entidad de la 
existencia de procedimientos judiciales que afecten o puedan afectar a documentos 
electrónicos, estos deberán conservarse a disposición de los órganos jurisdiccionales, 
hasta tanto exista constancia de la terminación del procedimiento judicial 
correspondiente en las sucesivas instancias, por haber recaído resolución no susceptible 
de recurso o procedimiento alguno ante órganos jurisdiccionales nacionales o 
internacionales. 

3. La conservación de los documentos electrónicos deberá realizarse de forma que permita 
su acceso y comprenda, como mínimo, su identificación, contenido, metadatos, firma, 
estructura y formato. 

También será posible la inclusión de su información en bases de datos siempre que, en 
este último caso, consten los criterios para la reconstrucción de los formularios o modelos 
electrónicos origen de los documentos, así como para la comprobación de la 
identificación o firma electrónica de dichos datos. 

Los plazos de conservación de esta información están sujetos a los mismos plazos 
establecidos para los correspondientes documentos electrónicos. 

4. Para asegurar la conservación, acceso y consulta de los documentos electrónicos 
archivados con independencia del tiempo transcurrido desde su emisión, se podrán 
trasladar los datos a otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes 
aplicaciones, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre y en la normativa específica de archivos y patrimonio documental, histórico y 
cultural. 

Asimismo, se planificarán las actuaciones de preservación digital que garanticen la 
conservación a largo plazo de los documentos digitales y permitan de esta forma dar 
cumplimiento a lo establecido en el párrafo anterior 

5. En todo caso, bajo la supervisión de los responsables de la seguridad y de los responsables 
de la custodia y gestión del archivo electrónico y de los responsables de las unidades 
productoras de la documentación se establecerán los planes y se habilitarán los medios 
tecnológicos para la migración de los datos a otros formatos y soportes que permitan 
garantizar la autenticidad, integridad, disponibilidad, conservación y acceso al documento 
cuando el formato de los mismos deje de figurar entre los admitidos por el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad y normativa correspondiente. 

Artículo 55. Archivo electrónico único 

1. El archivo electrónico único de cada Administración es el conjunto de sistemas y servicios 
que sustenta la gestión, custodia y recuperación de los documentos y expedientes 
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electrónicos así como de otras agrupaciones documentales o de información una vez 
finalizados los procedimientos administrativos o actuaciones correspondientes. 

2. En el archivo electrónico único de la Administración General del Estado serán accesibles 
todos los documentos y expedientes electrónicos del sector público estatal una vez 
finalizados los procedimientos y en los plazos determinados por la Comisión Superior 
Calificadora de Documentos Administrativos de acuerdo con lo que se desarrolle 
reglamentariamente. 

La gestión del archivo electrónico único garantizará la autenticidad, conservación, 
integridad, confidencialidad, disponibilidad y cadena de custodia de los expedientes y 
documentos almacenados, así como su acceso, en las condiciones exigidas por el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad y el Esquema Nacional de Seguridad, por la normativa de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, por la legislación de 
archivos y patrimonio histórico y cultural y por la normativa específica que sea de 
aplicación, de acuerdo con lo que se desarrolle reglamentariamente. 

 

TÍTULO IV. DE LAS RELACIONES Y COLABORACIÓN ENTRE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
PARA EL FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR PÚBLICO POR MEDIOS ELECTRÓNICOS 

CAPÍTULO I. COLABORACIÓN ENTRE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS PARA LA ACTUACIÓN 
ADMINISTRATIVA POR MEDIOS ELECTRÓNICOS 

Artículo 56. Relaciones interadministrativas e interorgánicas por medios electrónicos 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 3.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, las 
Administraciones Públicas, en el ejercicio de sus competencias, estarán obligadas a 
relacionarse a través de medios electrónicos entre sí y con sus órganos, organismos públicos y 
entidades vinculados o dependientes. 

Esta misma obligación será de aplicación a las entidades de derecho privado vinculadas o 
dependientes de las Administraciones públicas cuando actúen en el ejercicio de potestades 
administrativas. 

Artículo 57. Comunicaciones en la Administración General del Estado 

Los órganos de la Administración General del Estado y los organismos públicos y entidades de 
derecho público vinculados o dependientes de esta deberán utilizar medios electrónicos para 
comunicarse entre sí. 

Las comunicaciones se efectuarán a través del Registro Electrónico General de la 
Administración General del Estado o registro del organismo público o entidad de derecho 
público de que se trate, o por cualquier otro medio electrónico que permita dejar constancia 
de su recepción. 

Esta misma obligación será de aplicación a las entidades de derecho privado vinculadas o 
dependientes de las Administraciones públicas cuando actúen en el ejercicio de potestades 
administrativas. 

Artículo 58. Adhesión a sedes electrónicas y sedes electrónicas asociadas 

Las Administraciones Públicas y los organismos públicos y entidades de derecho público 
vinculados o dependientes podrán adherirse voluntariamente, mediante la formalización del 
correspondiente instrumento de adhesión, a las sedes electrónicas o sedes asociadas 
disponibles de titularidad de la misma Administración u otra Administración Pública, sin que se 
constituya como sede electrónica asociada. 
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Artículo 59. Adhesión a la Carpeta Ciudadana del sector público estatal 

Las Administraciones Públicas podrán integrar sus respectivas áreas personalizadas o carpetas 
ciudadanas a que se refiere el segundo párrafo del artículo 7.3 de este Reglamento, si las 
hubiere, o determinadas funcionalidades de las mismas, con la Carpeta Ciudadana prevista en 
el artículo 8 de este Reglamento, de forma que el interesado pueda acceder a sus contenidos o 
funcionalidades mediante procedimientos seguros que garanticen la integridad y 
confidencialidad de sus datos de carácter personal, independientemente de cuál haya sido su 
punto de acceso. 

Artículo 60. Sistema de interconexión de Registros 

1. Las aplicaciones o sistemas de información para el tratamiento del Registro Electrónico 
General de cada Administración, así como del registro electrónico de cada organismo 
público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, deberán ser 
interoperables. 

2. Las interconexiones entre Registros de las Administraciones Públicas deberán realizarse a 
través del Sistema de Interconexión de Registros (SIR) gestionado por el Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital en colaboración con el Ministerio de Política 
Territorial y Función Pública de acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad y en la correspondiente Norma Técnica. 

3. En el ámbito de la Administración General del Estado y sus organismos públicos y 
entidades de derecho público vinculados o dependientes las aplicaciones o sistemas de 
información para el tratamiento del Registro Electrónico General de la Administración 
General del Estado, así como del registro electrónico de cada organismo público o entidad 
de derecho público vinculado o dependiente, deberán permitir la interoperabilidad con 
los sistemas de gestión de expedientes de las unidades de tramitación correspondientes. 

Artículo 61. Transmisiones de datos 

1. Las transmisiones de datos a las que se refiere el artículo 155 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, realizadas a través de redes corporativas de las Administraciones Públicas para el 
envío de documentos elaborados por cualquier Administración, mediante consulta a las 
plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al 
efecto, tienen la consideración de certificados administrativos necesarios para el 
procedimiento o actuación administrativa. 

2. Cuando las personas interesadas no aporten datos y/o documentos que ya obren en 
poder de las Administraciones Públicas, de conformidad con lo establecido en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, se seguirán las siguientes reglas: 

a) Si el órgano administrativo encargado de la tramitación del procedimiento, puede 
acceder electrónicamente a los datos, documentos o certificados necesarios 
mediante consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas 
electrónicos habilitados al efecto, los incorporará al procedimiento administrativo 
correspondiente. Quedará constancia en los ficheros del órgano, organismo público o 
entidad de derecho público cedente del acceso a los datos o documentos efectuado 
por el órgano u organismo cesionario. 

b) Excepcionalmente, en caso de que no se pueda realizar el acceso electrónico a los 
datos mediante la consulta a que se refiere la letra anterior, se podrá solicitar por 
otros medios habilitados al efecto y se conservará la documentación acreditativa de 
la circunstancia que imposibilitó dicho acceso electrónico, incorporándola al 
expediente. 
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3. Toda transmisión de datos se efectuará a solicitud del órgano o entidad tramitadora en la 
que se identificarán los datos requeridos y sus titulares, así como la finalidad para la que 
se requieren. Además, si en la petición de datos interviene un empleado o empleada 
público se incluirá la identificación de este en la petición. 

4. El órgano, organismo público o entidad de derecho público cesionario será responsable 
del correcto acceso electrónico a los datos cuya titularidad corresponda a otro órgano, 
organismo público o entidad de derecho público, así como de su utilización, en particular, 
cuando los datos a los que se accede tengan un régimen de especial protección. 
Asimismo, cuando para dicho acceso se requiera el consentimiento del interesado, el 
cesionario será responsable del requerimiento de dicho consentimiento. 

5. La cesión de datos dentro de una actuación administrativa podrá llevarse a cabo, entre 
otras formas, de manera automatizada, entendiéndose por tal la consulta realizada 
íntegramente a través de medios telemáticos en la que no haya intervenido de forma 
directa un empleado o empleada público. 

6. Las transmisiones de datos que se realicen en virtud del artículo 14 del Reglamento (UE) 
n.º 2018/1724 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 2 de octubre de 2018, relativo a 
la creación de una pasarela digital única de acceso a información, procedimientos y 
servicios de asistencia y resolución de problemas y por el que se modifica el Reglamento 
(UE) n.º 1024/2012 no requerirán previsualización de los datos por parte del usuario o 
usuaria solicitante para proceder a su uso por parte del órgano o entidad tramitadora. 

Artículo 62. Plataformas de intermediación de datos 

1. Las plataformas de intermediación de datos dejarán constancia de la fecha y hora en que 
se produjo la transmisión, así como del procedimiento administrativo, trámite o actuación 
al que se refiere la consulta. Las plataformas de intermediación, o sistema electrónico 
equivalente, existentes en el sector público deberán ser interoperables con la Plataforma 
de Intermediación de la Administración General del Estado y sus organismos públicos y 
entidades de derecho público vinculados o dependientes y entre ellas. 

La adhesión a las plataformas de intermediación de datos requerirá que se garantice el 
cumplimiento de las condiciones de seguridad exigidas por los cedentes de la información 
para el tratamiento de datos por parte de la plataforma encargada del tratamiento de 
dichos datos y de los cesionarios de los mismos. 

2. En el ámbito estatal, se dispondrá de la Plataforma de Intermediación de Administración 
General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 
dependientes a que se refiere la Ley 39/2015, de 1 de octubre. Dicha Plataforma será 
gestionada la Secretaría General de Administración Digital y actuará como un punto a 
través del cual cualquier órgano, organismo público o entidad de derecho público podrá 
consultar los datos o documentos asociados al procedimiento de que se trate, con 
independencia de que la presentación de los citados datos o documentos tenga carácter 
preceptivo o facultativo en el procedimiento de que se trate. 

3. La Plataforma de Intermediación de la Administración General del Estado actuará como 
punto de conexión con el sistema técnico regulado por el Reglamento (UE) n.º 2018/1724 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 2 de octubre de 2018, para el intercambio 
automático de datos o documentos a nivel europeo. 

Artículo 63. Remisión electrónica de expedientes administrativos en el ámbito de las 
Administraciones públicas mediante puesta a disposición 

1. Cuando desde una Administración Pública se solicite a otra un expediente electrónico, la 
remisión por esta, a través de un nodo de interoperabilidad, de la dirección electrónica o 
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localizador que dé acceso al expediente electrónico puesto a disposición de la primera 
equivaldrá a la remisión del mismo, siempre que se garantice la integridad del acceso a lo 
largo del tiempo que determine la correspondiente política de gestión de documentos 
electrónicos y el cumplimiento de la normativa de interoperabilidad aplicable al tipo de 
expediente. 

2. El mismo procedimiento previsto en el apartado anterior se podrá utilizar cuando la 
solicitud se produzca dentro del ámbito de una misma Administración Pública. 

 

CAPÍTULO II. TRANSFERENCIA Y USO COMPARTIDO DE TECNOLOGÍAS ENTRE 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

Artículo 64. Reutilización de sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas 

1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 157 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, las 
Administraciones Públicas pondrán a disposición de cualquiera de ellas que lo solicite las 
aplicaciones, desarrolladas por sus servicios o que hayan sido objeto de contratación y de 
cuyos derechos de propiedad intelectual sean titulares, salvo que la información a la que 
estén asociadas sea objeto de especial protección por estar previsto en una norma. Las 
Administraciones cedentes y cesionarias podrán acordar la repercusión del coste de 
adquisición o fabricación de las aplicaciones cedidas. 

2. A tal efecto, de acuerdo con lo previsto en el artículo 158 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, las Administraciones Públicas mantendrán directorios actualizados de 
aplicaciones para su libre reutilización en modo producto o en modo servicio, de 
conformidad con lo dispuesto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad. 

Estos directorios deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su 
compatibilidad informática e interconexión, con el Directorio general de aplicaciones de la 
Administración General del Estado para su libre reutilización previsto en el artículo 17 del 
Real Decreto 4/2010, de 8 de enero. 

3. Las condiciones de licenciamiento de los sistemas y aplicaciones de las Administraciones 
públicas y el uso y funcionamiento de los directorios de aplicaciones reutilizables deberán 
ajustarse a lo previsto en el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero. 

4. Las Administraciones públicas procurarán la construcción de aplicaciones reutilizables, 
bien en modo producto o en modo servicio, con el fin de favorecer las actuaciones de 
compartir, reutilizar y colaborar, en beneficio de una mejor eficiencia y para atender de 
forma efectiva las solicitudes recibidas en virtud del artículo 157 de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre. 

5. Las Administraciones Públicas, con carácter previo a la adquisición, desarrollo o al 
mantenimiento a lo largo de todo el ciclo de vida de una aplicación, tanto si se realiza con 
medios propios o por la contratación de los servicios correspondientes, deberán consultar 
en el Directorio general de aplicaciones de la Administración General del Estado para su 
libre reutilización, si existen soluciones disponibles para su reutilización, que puedan 
satisfacer total o parcialmente las necesidades, mejoras o actualizaciones que se 
pretenden cubrir, y siempre que los requisitos tecnológicos de interoperabilidad y 
seguridad así lo permitan. 

Las conclusiones con respecto al resultado de dicha consulta al directorio general se 
incorporarán en el expediente de contratación y reflejarán, en su caso, que no existen 
soluciones disponibles para su reutilización que puedan satisfacer total o parcialmente las 
necesidades, mejoras o actualizaciones que se pretenden cubrir. 
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6. En el caso de existir una solución disponible para su reutilización total o parcial, la 
justificación de la no reutilización se realizará en términos de eficiencia conforme a lo 
establecido en el artículo 7 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

Artículo 65. Adhesión a las plataformas de la Administración General del Estado 

1. La adhesión al uso de las plataformas, registros o servicios electrónicos de la 
Administración General del Estado prevista en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, y en este Reglamento, así como a aquellos otros que puedan 
facilitar el cumplimiento de lo dispuesto en estas normas se realizará mediante adhesión 
por el órgano competente de la Administración Pública que corresponda, en el que se 
dejará constancia de la voluntad de este de adherirse a las plataformas, registros o 
servicios electrónicos y de aceptar en su integridad las condiciones de uso determinadas 
por el órgano titular de la plataforma o servicio, incluyendo el comienzo efectivo del 
mismo. 

A tal efecto, los modelos de adhesión a las plataformas, registros o servicios, que incluirán 
los términos de prestación del servicio y de la contribución al sostenimiento del mismo, se 
aprobarán mediante Resolución de la Secretaría General de Administración Digital del 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital o, en su caso, del órgano 
directivo, organismo público o entidad de derecho público que sea competente de las 
plataformas, registros o servicios de que se trate. 

2. La adhesión a una plataforma, registro o servicio electrónico de la Administración General 
del Estado no supondrá un cambio de la titularidad sobre las actuaciones administrativas 
realizadas en el procedimiento administrativo de que se trate, que corresponderá a la 
Administración competente para su tramitación. Si la plataforma provee un servicio que 
requiere el intercambio de información entre dos entidades usuarias de la misma o de 
distinta plataforma, la autenticación de la entidad solicitante puede acreditarse, ante la 
entidad cedente, mediante un sello electrónico cualificado del órgano, organismo público 
o entidad de derecho público que gestiona la plataforma en cuestión de la que es usuaria 
la entidad solicitante, que actuará en nombre de los órganos y organismos o entidades 
adheridos que actúan como solicitantes. 

La adhesión a una plataforma de la Administración General del Estado requerirá que se 
cumplan las condiciones de seguridad exigidas por los cedentes de la información. 

3. Los órganos competentes para la gestión del procedimiento administrativo de las 
Administraciones que se adhieran a estas plataformas, registros o servicios electrónicos se 
responsabilizarán del uso que hagan de las mismas en el ejercicio de sus competencias, 
correspondiendo al órgano responsable de la plataforma su gestión y mantenimiento. En 
el supuesto de que una incidencia técnica imposibilite el funcionamiento ordinario del 
sistema o aplicación que corresponda, y sin perjuicio de la ampliación de plazos a que se 
refiere el artículo 32.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, cada Administración pública 
será responsable de la continuación de la tramitación de sus procedimientos 
administrativos y servicios a la ciudadanía. 

4. La adhesión de las comunidades autónomas o entidades locales a las plataformas 
estatales o registros previstos en la disposición adicional segunda de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, es voluntaria, si bien la no adhesión deberá justificarse en términos de 
eficiencia conforme al artículo 7 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, para lo que se enviará el correspondiente 
informe al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, en el que deberá 
incluirse la justificación del cumplimiento de los requisitos del Esquema Nacional de 
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Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, 
de plataformas, registros o servicios electrónicos que se utilicen, de modo que se 
garantice su compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión 
telemática de las solicitudes, escritos y comunicaciones que se realicen en sus 
correspondientes plataformas. 

Disposición adicional primera. Obligatoriedad de uso de medios electrónicos en los procesos 
selectivos para el acceso al empleo público en el ámbito de la Administración General del 
Estado 

Las personas participantes en procesos selectivos convocados por la Administración General 
del Estado, sus organismos públicos o entidades de derecho público vinculados o dependientes 
a la misma, deberán realizar la presentación de las solicitudes y documentación y, en su caso, 
la subsanación y los procedimientos de impugnación de las actuaciones de estos procesos 
selectivos a través de medios electrónicos. 

Disposición adicional segunda. Formación de empleados y empleadas públicos de la 
Administración General del Estado 

La Administración General del Estado promoverá la formación del personal a su servicio para 
garantizar el derecho de las personas interesadas a ser asistidas en el uso de medios 
electrónicos en sus relaciones con la Administración Pública, establecido en la Ley 39/2015, de 
1 de octubre. 

Disposición adicional tercera. Nodo de interoperabilidad de identificación electrónica del 
Reino de España 

1. Se crea el nodo de interoperabilidad de identificación electrónica del Reino de España 
para el reconocimiento mutuo de identidades electrónicas entre los Estados miembros, 
de acuerdo con lo previsto en el Reglamento (UE) n.º 910/2014, de 23 de julio de 2014, 
relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones 
electrónicas en el mercado interior. 

2. El nodo de interoperabilidad de identificación electrónica del Reino de España se 
gestionará por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. 

3. Las entidades pertenecientes al sector público deberán definir y publicar en su sede 
electrónica el nivel de seguridad en la identificación electrónica exigido en los 
procedimientos y servicios que gestionan, de acuerdo con el Reglamento (UE) n.º 
910/2014, de 23 de julio de 2014. Este nivel de seguridad en la identificación electrónica 
del sistema de información que soporta el procedimiento o servicio se determinará sobre 
la base del análisis de riesgos, de acuerdo con el Esquema Nacional de Seguridad y 
normativa correspondiente. 

4. Las entidades pertenecientes al sector público deberán admitir en todo caso, en el acceso 
electrónico a sus procedimientos y servicios los esquemas de identificación notificados 
por otros Estados Miembros al amparo del Reglamento (UE) n.º 910/2014, de 23 de julio 
de 2014, siempre que se den estas dos condiciones: 

a) El esquema de identificación utilizado tenga un nivel de seguridad en la identificación 
electrónica sustancial o alto. 

b) El nivel de seguridad de dicho esquema sea igual o superior al nivel de seguridad 
exigido por el procedimiento o servicio de acuerdo con el apartado 3. 
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Disposición adicional cuarta. Adhesión de las entidades de derecho privado vinculadas o 
dependientes de la Administración General del Estado en el ejercicio de potestades 
administrativas a las sedes electrónicas y sedes electrónicas asociadas y sistema de firma y 
notificaciones electrónicas aplicables 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 2.2.b) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y el artículo 
2.2.b) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, cuando las entidades de derecho privado vinculadas 
o dependientes de la Administración General del Estado ejerzan potestades administrativas y, 
en consecuencia, les sea de aplicación este Reglamento, se observarán las siguientes 
disposiciones: 

a) De acuerdo con lo previsto en el artículo 58, las entidades de derecho privado 
tendrán que adherirse a la sede electrónica asociada del ministerio con el que 
mantengan la vinculación o dependencia o, en su caso, a la sede electrónica o sede 
electrónica asociada del organismo de derecho público con el que mantengan la 
misma, en ambos casos mediante la formalización del correspondiente instrumento 
de adhesión. 

Las personas interesadas obligadas a relacionarse electrónicamente con las entidades 
de derecho privado en el ejercicio de dichas potestades realizarán los trámites del 
procedimiento mediante los modelos normalizados que estarán disponibles en la 
sede electrónica asociada o, en su caso, sede electrónica a la que se haya adherido la 
entidad. El mismo régimen se aplicará a los sujetos no obligados que hayan optado 
por medios electrónicos de acuerdo con lo previsto en el artículo 3 de este 
Reglamento. 

b) Según lo previsto en los artículos 20.2 y 22.4, mediante orden de la persona titular 
del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital se determinarán 
reglamentariamente los medios admitidos para la firma electrónica en los 
procedimientos tramitados en el ejercicio de potestades administrativas por parte de 
las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de la Administración 
General del Estado. 

c) De conformidad con lo previsto en el artículo 42, las notificaciones electrónicas que 
las entidades de derecho privado tengan que practicar se llevarán a cabo en la misma 
forma que el responsable de la sede electrónica asociada o sede electrónica a la que 
esté adherida la entidad haya dispuesto para sus propias notificaciones. 

Disposición adicional quinta. Adhesión de los órganos constitucionales al uso de las 
plataformas, registros o servicios electrónicos de la Administración General del Estado 

1. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 65 de este Reglamento, los órganos 
constitucionales podrán adherirse al uso de las plataformas, registros o servicios 
electrónicos de la Administración General del Estado y aquellos otros que puedan facilitar 
el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en la Ley 40/2015, de 
1 de octubre, y en este Reglamento. 

2. La adhesión se realizará mediante un acuerdo o acto de adhesión en el que la autoridad 
competente de las instituciones u órganos anteriores dejará constancia de la voluntad de 
este de adherirse a las plataformas, registros o servicios electrónicos y de aceptar en su 
integridad las condiciones de uso determinadas por el órgano titular de la plataforma o 
servicio, incluyendo el comienzo efectivo del mismo. 

Para el estudio de su viabilidad, remitirá con carácter previo al Ministerio al que 
pertenezca el órgano titular de la plataforma o servicio una memoria justificativa y 
económica en que se explicite el volumen de trámites que estaría previsto realizar a 
través de la plataforma, el registro o servicio electrónico de que se trate, los efectos 
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presupuestarios y económicos y cualquier otra razón de interés general que justifique su 
adhesión. 

3. La adhesión a una plataforma, registro o servicio electrónico de la Administración General 
del Estado no supondrá un cambio de la titularidad sobre las actuaciones administrativas 
realizadas en el procedimiento administrativo de que se trate, que corresponderá a la 
Administración competente para su tramitación. 

Si la plataforma, registro o servicio electrónico provee un servicio que requiere el 
intercambio de información entre dos entidades usuarias de la misma o distinta 
plataforma, la autenticación de la entidad solicitante puede acreditarse ante la entidad 
cedente mediante un sello electrónico cualificado del órgano, organismo público o 
entidad de derecho público que gestiona la plataforma. 

4. La adhesión a una plataforma de la Administración General del Estado requerirá que se 
cumplan las condiciones de seguridad exigidas por los cedentes de la información. 

5. Los órganos competentes en las instituciones u órganos adheridos se responsabilizarán 
del uso que hagan de las plataformas en el ejercicio de sus competencias, 
correspondiendo al órgano responsable de la plataforma su gestión y mantenimiento. En 
el supuesto de una incidencia técnica imposibilite el funcionamiento ordinario del sistema 
o aplicación que corresponda, los órganos competentes en las instituciones u órganos 
adheridos serán responsables de la continuación de la tramitación de sus procedimientos 
administrativos. 

Disposición adicional sexta. Situación de las sedes electrónicas y subsedes electrónicas en el 
ámbito estatal existentes a la entrada en vigor de este real decreto 

1. En aplicación de lo previsto en el artículo 38 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, las sedes 
electrónicas existentes en la Administración General del Estado en la fecha de entrada en 
vigor de este real decreto pasan a tener naturaleza de sedes electrónicas asociadas de la 
sede electrónica de la Administración General del Estado, que es la sede del Punto de 
Acceso General electrónico (PAGe) de la Administración General del Estado, sin necesidad 
de modificar su instrumento de creación. Las subsedes electrónicas existentes en la fecha 
de entrada en vigor de este real decreto pasarán también a tener naturaleza de sedes 
electrónicas asociadas. 

2. Las sedes electrónicas de los organismos públicos o entidades de derecho público 
vinculados o dependientes existentes en la fecha de entrada en vigor de este real decreto 
mantendrán su naturaleza de sede electrónica. Las subsedes electrónicas de estos 
pasarán a tener naturaleza de sedes electrónicas asociadas. 

Disposición adicional séptima. Interoperabilidad de los registros electrónicos de 
apoderamientos 

1. En aplicación de lo previsto en el artículo 6 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y el Real 
Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad en el ámbito de la Administración Electrónica, la Norma Técnica de 
Interoperabilidad establecerá el modelo de datos y las condiciones de interoperabilidad 
de los registros electrónicos de apoderamientos, abordando los aspectos funcionales y 
técnicos para la plena interoperabilidad de los registros electrónicos de apoderamientos 
pertenecientes a las Administraciones, así como la interconexión de estos a las sedes 
electrónicas, a los registros mercantiles, de la propiedad y a los protocolos notariales. 

2. En el ámbito de la Administración General del Estado, el cumplimiento de las previsiones 
del artículo 33.2 del Reglamento sobre el acceso al Registro Electrónico de 
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Apoderamientos de la Administración General del Estado está vinculado a la aprobación y 
aplicación de la Norma Técnica a que se refiere el apartado 1 anterior. 

Disposición adicional octava. Supletoriedad en Registro Civil 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 88 y en la Disposición final primera de la Ley 
20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, este Reglamento será de aplicación supletoria en lo 
no previsto en dicha Ley y su normativa de desarrollo específica, en cuanto a todo lo 
relacionado con la tramitación administrativa de los procedimientos específicos de Registro 
Civil. 

Disposición adicional novena. Autorización de los sistemas de identificación previstos en el 
artículo 9.2.c) y de los sistemas de firma previstos en el artículo 10.2.c) de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre 

1. Los sistemas de identificación a que se refiere el artículo 9.2.c) y los sistemas de firma a 
que se refiere el artículo 10.2.c) de la ley 39/2015, de 1 de octubre, que, en ambos casos, 
se hubieran puesto en servicio hasta el 6 de noviembre de 2019, fecha de entrada en 
vigor de la modificación de dichos artículos en virtud del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 
de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes por razones de seguridad pública en 
materia de administración digital, contratación del sector público y telecomunicaciones, 
no requerirán la autorización de la Secretaría General de Administración Digital del 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, previo informe vinculante de 
la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior, siempre y cuando no 
hayan sido modificados tras dicha fecha. 

2. Los sistemas que, tras el 6 de noviembre de 2019, hayan sido autorizados en aplicación de 
las previsiones de los artículos 9.2.c) y 10.2.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y sean 
modificados posteriormente, deberán ser objeto de una nueva autorización previa a su 
puesta en servicio. 

Disposición adicional décima. Especialidades por razón de materia 

1. De acuerdo con la disposición adicional primera de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, los 
procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por razón de la materia que 
no exijan alguno de los trámites previstos en la citada ley o regulen trámites adicionales o 
distintos se regirán, respecto a estos, por lo dispuesto en dichas leyes especiales. 

2. Las siguientes actuaciones y procedimientos se regirán por su normativa específica y 
supletoriamente por lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre: 

a) Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia tributaria y 
aduanera, así como su revisión en vía administrativa. 

b) Las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, recaudación, 
impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y desempleo. 

c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en 
el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería. 

d) Las actuaciones y procedimientos en materia de extranjería y asilo. 

3. De acuerdo con lo previsto en la Disposición adicional decimoséptima de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, la Agencia Estatal de Administración Tributaria se regirá por su 
legislación específica y únicamente de forma supletoria y en tanto resulte compatible con 
su legislación específica por lo previsto en dicha Ley. El acceso, la cesión o la comunicación 
de información de naturaleza tributaria se regirán en todo caso por su legislación 
específica. 
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3. ANEXO 

Definiciones 

– Aplicación de fuentes abiertas: Aquella que se distribuye con una licencia que permite la 
libertad de ejecutarla, de conocer el código fuente, de modificarla o mejorarla y de 
redistribuir copias a otras personas usuarias. 

– Archivo electrónico único de cada Administración: Conjunto de sistemas y servicios que 
sustente la gestión, custodia y recuperación de los documentos y expedientes electrónicos 
así como de otras agrupaciones documentales o de información una vez finalizados los 
procedimientos o actuaciones correspondientes. 

– Autenticación: Procedimiento de verificación de la identidad digital de un sujeto en sus 
interacciones en el ámbito digital, típicamente mediante factores tales como «algo que se 
sabe»(contraseñas o claves concertadas), «algo que se tiene» sean componentes lógicos 
(como certificados software) o dispositivos físicos (en expresión inglesa, tokens), o «algo 
que se es» (elementos biométricos), factores utilizados de manera aislada o combinados. 

– Autenticidad: Propiedad o característica consistente en que una entidad es quien dice ser o 
bien que garantiza la fuente de la que proceden los datos. 

– Canal: Estructura o medio de difusión de los contenidos y servicios; incluyendo el canal 
presencial, el telefónico y el electrónico, así como otros que existan en la actualidad o 
puedan existir en el futuro (dispositivos móviles, etc.). 

– Certificado electrónico: Documento emitido y firmado por la Autoridad de Certificación que 
identifica una clave pública con su propietario. Cada certificado está identificado por un 
número de serie único y tiene un periodo de validez que está incluido en el certificado. 

– Certificado cualificado: Un certificado de firma electrónica que ha sido expedido por un 
prestador cualificado de servicios de confianza y que cumple los requisitos establecidos en 
el anexo I del Reglamento UE 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de 
julio de 2014 relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las 
transacciones, electrónicas en el mercado interior y por la que se deroga la Directiva 
1999/93/CE. 

– Certificado cualificado de sello electrónico: Certificado de sello electrónico que ha sido 
expedido por un prestador cualificado de servicios de confianza y que cumple los requisitos 
establecidos en el anexo III del Reglamento UE 910/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 23 de julio de 2014 relativo a la identificación electrónica y los servicios de 
confianza para las transacciones, electrónicas en el mercado interior y por la que se deroga 
la Directiva 1999/93/CE 

– Código malicioso: Tipo de software de carácter dañino que crea o aprovecha 
vulnerabilidades en dispositivos, sistemas y archivos informáticos que permiten el acceso 
remoto no autorizado, la generación de puertas traseras, el robo o exfiltración de datos, la 
destrucción de información, u otras acciones perjudiciales. 

– Código Seguro de Verificación (CSV): Código que identifica a un documento electrónico y 
cuya finalidad es garantizar el origen e integridad de los documentos mediante el acceso a 
la sede electrónica correspondiente; el carácter único del código generado para cada 
documento; su vinculación con el documento generado, de forma que cualquier 
modificación del documento generado dará lugar a un nuevo documento con un código 
seguro de verificación diferente; la posibilidad de verificar el documento en la sede 
electrónica como mínimo por el tiempo que se establezca en la resolución que autorice la 
aplicación de este procedimiento; así como un acceso al documento restringido a quien 
disponga del código seguro de verificación. 
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– Confidencialidad: Propiedad o característica consistente en que la información ni se pone a 
disposición, ni se revela a individuos, entidades o procesos no autorizados. 

– Copia auténtica: Tendrá la consideración de copia auténtica de un documento público 
administrativo o privado original o de otra copia auténtica, la realizada, cualquiera que sea 
su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en las que quede 
garantizada la identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido 

– Copia autorizada electrónica: documento notarial electrónico generado por el notario que 
autorizó la escritura, con el mismo valor y efectos que la copia en papel y al cual se le 
atribuye también valor de documento público. 

– Digitalización: Proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o 
en otro soporte no electrónico en uno o varios ficheros electrónicos que contienen la 
imagen codificada, fiel e íntegra del documento. 

– Dirección electrónica: Identificador de un equipo o sistema electrónico desde el que se 
provee de información o servicios en una red de comunicaciones 

– Directorio de aplicaciones reutilizables: instrumento que contiene la relación de 
aplicaciones para su libre reutilización, incluyendo, al menos, los datos descriptivos 
relativos a nombre de la aplicación, breve descripción de sus funcionalidades, uso y 
características, licencia, principales estándares abiertos aplicados, y estado de desarrollo. 

– Disponibilidad: Propiedad o característica de los activos consistente en que las entidades o 
procesos autorizados tienen acceso a los mismos cuando lo requieren. 

– Documento electrónico: Información de cualquier naturaleza en forma electrónica, 
archivada en un soporte electrónico según un formato determinado y susceptible de 
identificación y tratamiento diferenciado. 

– Entorno cerrado de comunicación: escenario de comunicaciones delimitado, controlado y 
protegido en el que los participantes se relacionan a través de medios electrónicos, según 
unas garantías y condiciones determinadas que incluyen la relación de emisores y 
receptores autorizados, la naturaleza de los datos a intercambiar y las medidas de 
seguridad y protección de datos. 

– Especificación técnica: Según el Reglamento n.º 1025/2012, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre normalización europea, documento en el que se 
prescriben los requisitos técnicos que debe reunir un producto, proceso, servicio o sistema 
y que establece uno o más de los aspectos siguientes: 

• Las características que debe tener un producto, como los niveles de calidad, 
rendimiento, interoperabilidad, protección del medio ambiente, salud y seguridad y 
sus dimensiones, así como los requisitos aplicables al producto en lo que respecta a la 
denominación con la que se vende, la terminología, los símbolos, los ensayos y los 
métodos de ensayo, el embalaje, el marcado o el etiquetado y los procedimientos de 
evaluación de la conformidad; 

• los métodos y procedimientos de producción de los productos agrícolas, definidos en 
el artículo 38, apartado 1, del TFUE, de los productos destinados a la alimentación 
humana y animal y de los medicamentos, así como los métodos y procedimientos de 
producción relacionados con los demás productos, en caso de que estos influyan en 
sus características; 

• las características que debe tener un servicio, como los niveles de calidad, 
rendimiento, interoperabilidad, protección del medio ambiente, salud o seguridad, así 
como los requisitos aplicables al proveedor en lo que respecta a la información que 
debe facilitarse a la persona destinataria, tal como se especifica en el artículo 22, 
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apartados 1 a 3, de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 
12 de diciembre de 2006 relativa a los servicios en el mercado interior. 

• los métodos y los criterios para evaluar el rendimiento de los productos de 
construcción, tal como se definen en el artículo 2, punto 1, del Reglamento (UE) n.º 
305/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2011, por el que se 
establecen condiciones armonizadas para la comercialización de productos de 
construcción, en relación con sus características esenciales. 

– Esquema Nacional de Interoperabilidad: Instrumento que comprende el conjunto de 
criterios y recomendaciones en materia de seguridad, conservación y normalización de la 
información, de los formatos y de las aplicaciones que deberán ser tenidos en cuenta por 
las Administraciones Públicas para la toma de decisiones tecnológicas que garanticen la 
interoperabilidad. 

– Esquema Nacional de Seguridad: Instrumento que tiene por objeto establecer la política de 
seguridad en la utilización de medios electrónicos en el ámbito de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y está constituido por los principios básicos 
y requisitos mínimos que garanticen adecuadamente la seguridad de la información 
tratada. 

– Expediente administrativo: Conjunto ordenado de documentos y actuaciones relativos a la 
resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla. 

– Firma electrónica: Los datos en formato electrónico anejos a otros datos electrónicos o 
asociados de manera lógica con ellos que utiliza el firmante para firmar. 

– Firma electrónica avanzada: La firma electrónica que cumple los requisitos contemplados 
en el artículo 26 del Reglamento eIDAS. 

– Firma electrónica cualificada: Una firma electrónica avanzada que se crea mediante un 
dispositivo cualificado de creación de firmas electrónicas y que se basa en un certificado 
cualificado de firma electrónica. 

– Formato de documento: Conjunto de reglas (algoritmo) que define la manera correcta de 
intercambiar o almacenar datos en memoria. Se corresponde habitualmente con una 
especificación técnica. 

– Identificación: Procedimiento para reconocer de forma única la identidad de un sujeto que 
culmina tras un registro previo con la asignación de un elemento identificador singular en 
formato electrónico que representa de forma única a una persona física o jurídica o a una 
persona física que representa a una persona jurídica para interacción en el entorno digital. 

– Infraestructura o servicio común: Capacidad organizativa y técnica que satisface 
necesidades comunes de las personas usuarias en diversos ámbitos de la Administración, 
junto con su gobernanza operativa de apoyo, que pueden tener carácter horizontal o 
sectorial, con diversos modos de provisión, como servicio o como producto, o integración a 
modo de plataforma, que facilitan la interoperabilidad, la seguridad, las economías de 
escala, la racionalización y la simplificación de la actuación administrativa. 

– Integridad: Propiedad o característica consistente en que el activo de información no ha 
sido alterado de manera no autorizada. 

– Interoperabilidad: Capacidad de los sistemas de información, y por ende de los 
procedimientos a los que estos dan soporte, de compartir datos y posibilitar el intercambio 
de información entre ellos. 

– Licenciamiento: Condiciones aplicables a la reutilización de cualquier tipo de material en 
formato electrónico que pueda ser empleado de forma recurrente. 
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– Marca de tiempo: La asignación por medios electrónicos de la fecha y, en su caso, la hora a 
un documento electrónico. 

– Metadato: Dato que define y describe otros datos. Existen diferentes tipos de metadatos 
según su aplicación. 

– Metadato de gestión de documentos: Información estructurada o semiestructurada que 
hace posible la creación, gestión y uso de documentos a lo largo del tiempo en el contexto 
de su creación. Los metadatos de gestión de documentos sirven para identificar, autenticar 
y contextualizar documentos, y del mismo modo a las personas, los procesos y los sistemas 
que los crean, gestionan, mantienen y utilizan. 

– Nodo de interoperabilidad: Entidad que presta servicios de interconexión técnica, 
organizativa y jurídica entre sistemas de información para un conjunto de Administraciones 
Públicas bajo las condiciones que estas fijen. 

– Política de firma electrónica: Conjunto de directrices y normas técnicas aplicables a la 
utilización de certificados y firma electrónica dentro de su ámbito de aplicación. 

– Política de gestión de documentos electrónicos: Orientaciones o directrices que define una 
organización para la creación y gestión de documentos auténticos, fiables y disponibles a lo 
largo del tiempo, de acuerdo con las funciones y actividades que le son propias. La política 
se aprueba al más alto nivel dentro de la organización, y asigna responsabilidades en 
cuanto a la coordinación, aplicación, supervisión y gestión del programa de tratamiento de 
los documentos a través de su ciclo de vida. 

– Portal de internet de una Administración Pública: Se entiende por portal de internet el 
punto de acceso electrónico cuya titularidad corresponda a una Administración Pública, 
organismo público o entidad de derecho público que permite el acceso a través de internet 
a la información publicada y, en su caso, a la sede electrónica correspondiente. 

– Prestador de Servicios de Confianza: Persona física o jurídica que presta uno o más servicios 
de confianza, bien como prestador cualificado o como prestador no cualificado de servicios 
de confianza, según lo previsto en el Reglamento eIDAS. 

– Punto de Acceso General: Portal de internet que facilita el acceso a los servicios, trámites e 
información de los órganos, organismos públicos y entidades vinculados o dependientes de 
la Administración Pública correspondiente y aglutina o conduce a las sedes electrónicas 
asociadas de sus órganos y las sedes electrónicas de sus organismos públicos y entidades de 
derecho público. 

– Sello electrónico: Datos en formato electrónico anejos a otros datos en formato 
electrónico, o asociados de manera lógica con ellos, para garantizar el origen y la integridad 
de estos últimos. 

– Sello electrónico avanzado: Sello electrónico que cumple los siguientes requisitos: 1) estar 
vinculado al creador del sello de manera única; 2) permitir la identificación del creador del 
sello; 3) haber sido creado utilizando datos de creación del sello electrónico que el creador 
del sello puede utilizar para la creación de un sello electrónico, con un alto nivel de 
confianza, bajo su control, y 4) estar vinculado con los datos a que se refiere de modo tal 
que cualquier modificación ulterior de los mismos sea detectable. 

– Sello electrónico cualificado: Sello electrónico avanzado que se crea mediante un 
dispositivo cualificado de creación de sellos electrónicos y que se basa en un certificado 
cualificado de sello electrónico. 

– Sede electrónica: Dirección electrónica, disponible para la ciudadanía a través de redes de 
telecomunicaciones, cuya titularidad corresponde a una Administración Pública, o bien a 
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uno o varios organismos públicos o entidades de derecho público en el ejercicio de sus 
competencias. 

– Sede electrónica asociada: Sede electrónica disponible para la ciudadanía a través de redes 
de telecomunicaciones que se crea por razones organizativas o técnicas vinculada a la sede 
electrónica de una Administración Pública o a la sede electrónica de un organismo público o 
entidad de derecho público. 

– Sello de tiempo: Asignación por medios electrónicos de una fecha y hora a un documento 
electrónico con la intervención de un prestador de servicios de certificación que asegure la 
exactitud e integridad de la marca de tiempo del documento 

– Sistema de Interconexión de Registros: Infraestructura básica que permite el intercambio 
de asientos electrónicos de registro entre las Administraciones Públicas. 

– Trazabilidad: Posibilidad de identificar el origen de un documento en las distintas fases de 
su producción, pudiendo determinar en qué fase y por quién se han producido, en su caso, 
las modificaciones del documento original. 

 

OFICINAS INTEGRADAS DE ATENCIÓN AL CIUDADANO 

 

La Red de Oficinas Integradas de Atención al Ciudadano impulsa el desarrollo de un nuevo 
modelo para las relaciones entre los ciudadanos y la Administración Pública. Dicho Acuerdo 
configura una red de espacios comunes de atención al ciudadano que supondrá en el futuro el 
que los ciudadanos puedan acceder a un acervo creciente de servicios normalizados de 
presentación de documentos, información y gestión con dos importantes particularidades: 

 Por una parte, que el conjunto de servicios a prestar corresponderán a los diversos 
niveles administrativos existentes en nuestro país (estatales, autonómicos y locales). 

 Por otra parte, que el ciudadano podrá acceder a dichos servicios a través de una red de 
oficinas integrales cuya titularidad corresponderá a las distintas Administraciones 
Públicas o bien por medio de otros canales puestos a su disposición (el teléfono, 
Internet, los dispositivos móviles, ...). 

La adhesión de otras Administraciones Públicas a estas Oficinas Integradas de Atención al 
Ciudadano se produce a través de convenios marco o convenios bilaterales. 

 

LOS CONVENIOS MARCO DE OFICINAS INTEGRADAS DE ATENCIÓN AL CIUDADANO 

El Acuerdo de 15 de julio de 2005 del Consejo de Ministros, aprobado por Resolución de 19 de 
julio de la Secretaría General para la Administración Pública (BOE número 184, de 3 de agosto 
de 2005), para la implantación de una Red de oficinas Integradas de Atención al Ciudadano en 
colaboración con las Comunidades Autónomas y las entidades que integran la Administración 
Local, preveía en su apartado 3º que el Ministro de Administraciones Públicas, en el ejercicio 
de las competencias que le atribuía la normativa vigente podría negociar y formalizar con los 
órganos de las Comunidades Autónomas Convenios Marco con el siguiente objeto: 

 Articular medidas e instrumentos de colaboración para la implantación coordinada y 
normalizada de una red de espacios comunes de atención a la ciudadanía, entendiendo 
por espacios los modos o canales por los que las personas pueden acceder a las 
informaciones y servicios públicos (oficinas de atención presencial, atención telefónica, 
páginas web y otros). 
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 Establecer un marco general de obligaciones para permitir que los ciudadanos puedan 
presentar, en los registros de las Entidades Locales del ámbito territorial de la 
correspondiente Comunidad Autónoma que se adhieran voluntariamente a los 
Convenios, las solicitudes, escritos y comunicaciones que dirijan a los órganos y 
entidades de derecho público de la Administración General del Estado y de las 
Comunidades Autónomas. 

 Establecer compromisos para intercambiar, compartir e integrar medios e instrumentos 
de información a la ciudadanía y en particular para la agregación y sindicación, cuando 
resulte posible, de determinados contenidos de las páginas web de la responsabilidad de 
los intervinientes. 

 Configurar progresivamente la prestación conjunta de servicios de gestión mediante la 
simplificación e integración de los trámites y procedimientos administrativos en que 
participen las administraciones intervinientes y la compatibilidad e interoperabilidad de 
los sistemas de información que los soporten. 

Los mencionados Convenios preverán un instrumento para la adhesión a los mismos de las 
Entidades Locales y Corporaciones de Derecho Público en el ámbito de la correspondiente 
Comunidad Autónoma que así lo soliciten. 

 

ADHESIÓN AL CONVENIO MARCO DE OFICINAS INTEGRADAS DE ATENCIÓN AL 
CIUDADANO 

Una vez firmado el Convenio Marco entre la AGE y la correspondiente CC.AA., las entidades 
locales interesadas podrán solicitar la adhesión al órgano competente que lo tramite en su 
Comunidad Autónoma presentando la siguiente documentación: 

 Certificación del acuerdo del pleno de la Entidad Local por el que se adopta la decisión 
de solicitar Convenio Marco. 

 Cuestionario cumplimentado, que será facilitado en cada Comunidad Autónoma. 

 Solicitud de Protocolo de adhesión, que será facilitado en cada Comunidad Autónoma. 

Las entidades locales que se adhieran al correspondiente Convenio Marco se comprometerán 
a: 

 Configurar sus registros como oficinas de contacto, admitiendo la presentación en las 
mismas de cualesquiera solicitudes, escritos o comunicaciones dirigidos a los órganos de 
la Administración General del Estado y de la Administración de la Comunidad Autónoma 
correspondiente a las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de 
aquéllas, con independencia de su localización territorial. 

 Dejar constancia en sus registros de la entrada de dichas solicitudes, escritos y 
comunicaciones, con indicación en sus asientos de su número, epígrafe expresivo de su 
naturaleza, fecha de entrada, la fecha y hora de su presentación, interesado u órgano 
administrativo remitente, persona u órgano administrativo al que se dirige, así como 
una referencia al contenido del escrito o comunicación que se registra. 

 Remitir inmediatamente los documentos, una vez registrados y en todo caso, dentro de 
los tres días siguientes al de su recepción, directamente a los órganos o entidades 
destinatarios de los mismos. Dicha remisión se efectuará por los medios más apropiados 
para que su recepción se produzca con la mayor brevedad posible, con especial 
utilización de medios informáticos, electrónicos y telemáticos en los supuestos en que 
sea posible. 
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LOS CONVENIOS BILATERALES DE OFICINAS INTEGRADAS DE ATENCIÓN AL 
CIUDADANO 

El Acuerdo de 15 de julio de 2005 del Consejo de Ministros aprobado por Resolución de 19 de 
julio de 2005, de la Secretaría de Estado para la Administración Pública (BOE nº 184, de 3 de 
agosto), estableció en su apartado cuarto un Modelo de Convenio bilateral cuyo objeto 
principal era la habilitación de los registros locales para recibir cualquier tipo de 
comunicaciones dirigidas a los órganos y entidades que componen la Administración General 
del Estado. 

En base al mismo, los Ayuntamientos y las demás Entidades Locales que lo soliciten, podrán 
suscribir convenios bilaterales con la Administración General del Estado. 

Con ello se pretende aprovechar este instrumento para que los ciudadanos vecinos de 
Entidades Locales puedan - sin necesidad de desplazarse- relacionarse con la Administración 
General del Estado a través de dichas Entidades configurándose, en un primer momento, como 
Oficinas de Contacto en las que los ciudadanos podrán presentar solicitudes, escritos y 
comunicaciones dirigidas a la AGE. 

¿Cómo suscribir un convenio bilateral? 

En el caso que una Comunidad Autónoma no haya formalizado Convenio Marco de Oficinas 
Integradas, las Entidades Locales que integran la Administración Local, pertenecientes al 
ámbito territorial de aquéllas, que lo deseen, podrán formalizar un Convenio Bilaleral con la 
Administración General del Estado, para prestar servicios a sus vecinos. Deberán presentar: 

 Certificado del Acuerdo del Pleno de la Entidad Local manifestando la voluntad de 
suscribir un Convenio con la Administración General del Estado al amparo del artículo 
38.4 b) de la Ley 30/1992. 

 Cuestionario cumplimentando. 

 

ÓRGANO COMPETENTE 

El órgano competente en materia de Oficinas Integradas de Atención al Ciudadano será la 
Subdirección General de la Inspección General de Servicios de la Administración General del 
Estado, de la Dirección General de Gobernanza Pública del Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública. 
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